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Los bienes comunes
Alternativas al Estado y al mercado

Implicaciones ecológicas y sociales de la gestión de los bienes comunes
	 Conflictos ambientales y bienes comunes

En este número la revista Ecología Política 
analiza la actualidad del concepto de los bienes 
comunes, un tema de creciente interés en el 
ámbito internacional.  

El número incluye artículos en los que se 
aborda el concepto de bienes comunes desde 
diferentes perspectivas, así como se analiza 
cómo la gestión de los bienes comunes se 
relaciona con conflictos tan importantes como 
los recientemente sucedidos en Turquía, los 
procesos de privatización de la pesca, etc.

La revista incluye críticas de libros, webs e 
informes. En total más de 20 artículos sobre la 
temática.

También ponemos a vuestra disposición la web 
de ecología política: www.ecologiapolitica.info 
para poder subscribirse a la revista y acceder 
a la versión electrónica de los contenidos. 
Igualmente tenéis a vuestra diposición 
nuestro twitter @Revista_Eco_Pol y facebook 
https://www.facebook.com/revistaecopol para 
manteneros permanentemente informados 
sobre las principales novedades en el ámbito 
de la ecología política.
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Editorial

El número 45 de la revista Ecología Política ver-
sa sobre los “bienes comunes”. No es un tema 
nuevo, ya en el siglo XVIII y antes existen textos 
de referencia al respecto, y es un tema clásico 
de discusión en el ámbito de la economía, pero 
tomó una importancia mucho mayor tras la pu-
blicación del conocido artículo de Hardin “La 
tragedia de los comunes” en 1968. No deja de 
ser paradójico que este texto, que continúa sien-
do una referencia inevitable en la discusión de 
los bienes comunes, confunde bienes comunes 
y bienes de libre acceso, confunde res commu-
nis con res nullius. Cuando también en Estados 
Unidos ha habido (aunque escasas) tierras co-
munales: los Boston Commons y los commons 
de otros poblaciones de Nueva Inglaterra, y tam-
bién los pastos comunales de Nuevo México.

Los liberales del s.XVIII querían poner en 
el mercado las tierras municipales, comunales, 
de la Iglesia, para aumentar la productividad y 
embolsarse un buen dinero. La mágica de la pro-
piedad privada convierte la arena en oro, había 
escrito Arthur Young.  Parte del pueblo se opo-
nía a ello en Europa. Hubo una tragedia de los 
cerramientos, de las enclosures.

Contra la visión liberal de la historia favorable 
a la privatización de los comunales, se alzó otra 
visión histórica que la deploraba. Karl Polanyi 
fue uno de los autores más importantes. En la 
realidad hubo muchas peleas por conservar los 
comunes. Por ejemplo, la revolución mexicana 
de 1910, luchó por conservar los ejidos y contra 
la privatización del agua por los ingenios azuca-
reros. En Bolivia, en Perú, en Ecuador las refor-

mas agrarias entre 1950-90 fueron protagoniza-
das por las comunidades contra las haciendas. 

El artículo de Hardin contra los bienes co-
munes añadía un (falso) argumento ecológico a 
la glorificación liberal de la privatización de los 
bienes comunales. Desde entonces se han suce-
dido las críticas a la publicación de Hardin, y 
desde la academia ha continuado la elaboración 
teórica al respecto con conocidos trabajos de Da-
vid Bromley, Federico Aguilera Klink y otros. 
Destacan en este sentido las aportaciones reali-
zadas por la premio Nobel de economía de 2009, 
Elionor Ostrom, estudiando sistemas comunales 
de gestión del agua, de la pesca costera, de los 
bosques, y también algunas críticas realizadas 
posteriormente desde corrientes ecomarxistas. 

La discusión sobre los bienes comunes, su 
revalorización como tema y como práctica, ha 
venido impulsado también por el uso de Bienes 
Comunes como consigna por parte de numero-
sos colectivos sociales, así como por la discusión 
sobre temas nuevos del siglo XXI: los derechos 
de propiedad intelectual y el despliegue global de 
las nuevas tecnologías de la información y ser-
vicios asociados (software libre, wikipedia, p2p, 
etc.). Los cambios tecnológicos están forzando 
una discusión alrededor de los llamados “nue-
vos comunes”, que obligan a repensar múltiples 
aspectos vinculados a la creatividad humana y a 
los derechos de propiedad y uso. Estos temas se 
han sumado a otros aspectos relacionados más 
tradicionalmente con la discusión de los comu-
nes que continúan siendo muy relevantes en la 
actualidad y son fuente de multitud de conflictos 



en todo el mundo: el acceso a la pesca, a recursos 
forestales, al agua, a las semillas, al conocimiento 
de las plantas medicinales etc. 

Ante tal diversidad de temáticas no es extraño 
que exista también una pluralidad de perspec-
tivas sobre qué es un bien común: los hay que 
centran la discusión en la propiedad (como al-
ternativa al binomio Estado/privado), en cómo 
se gestiona el recurso (más allá de quién es el 
propietario), o en el bien o servicio en sí mismo. 
En este número de la revista hemos tratado de 
reflejar esta diversidad de perspectivas sin adop-
tar un posicionamiento normativo.        

Para ello contamos con las aportaciones, en-
tre otros, de Joan Martínez Alier, Joan Subirats, 
Florent Marcellessi, Giacomo D’Alisa, Mónica 
Vargas, Olivier Chantry, Rafael Fernández-Font 
Pérez,  Bengi Akbulut, Ceren Soylu, Gregor 
Kaiser, Andri W. Stahel, Miquel Ortega, Danilo 
Urrea, Jofre Rodrigo y Gabriel Weber.

La revista está estructurada, como es tradicio-
nal, en artículos de opinión, artículos breves y 
artículos en profundidad, incorporando visiones 
de diferentes partes del mundo entre las cuales en 
esta ocasión destaca Turquía, mediante dos artí-
culos referentes al reciente conflicto del parque 
Gezi en Estambul y a un conjunto de conflic-
tos ambientales recogidos por el equipo EJOLT 
(www.ejolt.org). También, como es ya habitual, 
la revista se completa con el apartado de resisten-
cias y webs, y libros recomendados, además de 
textos sobre referentes ambientales, que en esta 
ocasión son Elinor Ostrom y Karl Polanyi.

Finalmente anunciamos que el próximo nú-
mero de Ecología Política tratará sobre biodi-
versidad y ecología política y se publicará en 
diciembre de 2013. Precisamente la biopiratería 
y derechos de propiedad y patentes en relación 
con las biotecnologías tienen mucha relaciones 
con el tema de los “bienes comunes”. Esperamos 
vuestras aportaciones. Podéis visitar la web de la 
revista www.ecologiapolitica.info y/o contactar 

con el secretariado de la revista, a través del co-
rreo electrónico articulos@ecologiapolitica.info.

Una nueva fase en la revista Ecología 
Política

Por otra parte queríamos anunciaros que Ecolo-
gía Política ha comenzado con este número una 
nueva fase. A partir de ahora la revista será coedi-
tada por la Fundació ENT e Icaria Editorial. La 
incorporación de la Fundació ENT a la co-edi-
ción de la revista (en los últimos años estaba ya 
vinculada a la revista a través del secretariado de 
la misma) permitirá dar un nuevo impulso. Al-
gunos cambios ya son visibles: una web renovada 
(puede visitarse en www.ecologiapolitica.info), 
la incorporación a Facebook (https://www.fa-
cebook.com/revistaecopol) y a Twitter (http://
twitter.com/Revista_Eco_Pol), una renovación 
del diseño exterior de la revista, la posibilidad de 
realizar subscripciones digitales. Además hemos 
apostado por la ecoedición de la revista. Como 
veréis en la última página, os comunicamos el 
comportamiento ambiental que hemos seguido 
para su producción. Calcular para poder comu-
nicar esta información es lo que nos permitirá 
establecer medidas de ahorro.
Son solo el principio de algunos cambios que 
esperamos ayuden a aumentar la influencia de 
la revista y facilitar su viabilidad futura. En este 
sentido queremos pediros, una vez más, vuestro 
apoyo. Necesitamos aumentar la base de subs-
criptores de la revista. Ahora subscribirse es más 
fácil que nunca, es suficiente con ir a http://
ecologiapolitica.info/wordpress/?page_id=406 
y realizar una subscripción ya sea para recibir 
los contenidos en papel y digital, o una subs-
cripción solamente digital. Ante cualquier duda 
os rogamos contactéis a través de subscriptores@
ecologiapolitica.info. Igualmente si queréis reali-
zar una donación a la revista también es fácil, la 
podéis realizar a través de nuestra web.  

http://www.ejolt.org
https://www.facebook.com/revistaecopol
https://www.facebook.com/revistaecopol
http://twitter.com/Revista_Eco_Pol/
http://twitter.com/Revista_Eco_Pol/
http://ecologiapolitica.info/wordpress/?page_id=406
http://ecologiapolitica.info/wordpress/?page_id=406
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¿Más allá  
del Estado? 
Florent Marcellesi*

La cuestión del Estado está más que nunca en 
el centro del debate. Mientras que el Estado-na-
ción (y sus componentes como el pueblo, la so-
beranía, etc.) se ve profundamente cuestionado 
por la crisis socio-ecológica (Marcellesi, 2012a), 
la crisis económica ha puesto en la diana al “Es-
tado del bienestar” como máximo representante 
del “interés general” y canal de redistribución de 
las riquezas. Considerado por los sectores neoli-
berales como un freno al mercado y a la vuelta al 
crecimiento, se ve atacado de forma brutal y rei-
terada a través de recortes y/o de privatizaciones 
de servicios públicos básicos como la educación 
o la sanidad. Mientras tanto, del otro lado del 
arco político, las izquierdas se movilizan en la 
calle o en las instituciones para evitar su des-
mantelamiento y defender los derechos laborales 
y sociales obtenidos durante decenas de años.  
En el Estado-nación de Bienestar, verdadero pi-
lar del modelo de desarrollo europeo después de 
la segunda guerra mundial, cristaliza por tanto la 
lucha entre las dos visiones que han estructurado 
la sociedad industrial en torno a la creación y al 
reparto de las riquezas producidas.

Sin embargo, hoy se suman a este eje clásico 
de enfrentamiento ideológico y práctico en tor-
no al Estado, su forma actual y su futuro, otras 
interrogaciones y contradicciones (algunas nue-
vas, otras no tanto) que, en este artículo, anali-

zaremos desde el triple prisma interdependiente: 
la crisis ecológica, los comunes y la regeneración 
democrática. En base a esta reflexión inicial, 
propondremos algunas pistas para el debate y 
la práctica.

El Estado frente a los retos del siglo XXI

Estado y crisis ecológica. Vivimos una crisis 
ecológica profunda que es a la vez energética, 
climática y alimentaria y que, si no hacemos 
nada para contrarrestarla, cuestiona la propia 
supervivencia civilizada de la humanidad (Mar-
cellesi, 2012b). Esta crisis multidimensional es 
la consecuencia de un modelo socio-económi-
co, el “liberal-productivismo”, basado en la idea 
industrial de un crecimiento continuo de las 
cantidades producidas y consumidas. Sin em-
bargo, todo indica que los países enriquecidos 
van a salir tarde o temprano de este breve pe-
riodo de su historia en que el crecimiento daba 
sustento a la (relativa) paz social y al progreso 
(Gadrey, Marcellesi, Barragué, 2013). En este 
contexto, sería iluso pensar que el fin de la era 
del crecimiento no afecte al Estado moderno y, 
en concreto, al “Estado del bienestar”. De he-
cho, la new economics foundation (nef ) realiza 
para Gran Bretaña el análisis siguiente que, sin 
duda, podemos extender al resto de los Estados 
europeos: “el Estado del bienestar ha crecido de 
manera exponencial desde que se fundó a me-
diados de los años cuarenta. Su crecimiento ha 
dependido siempre de un crecimiento econó-

* Investigador y activista ecologista, es miembro del consejo de redac-
ción de la revista Ecología política y coordinador de Ecopolítica (http://
ecopolitica.org/). Es también miembro de Equo. Más información: 
http://florentmarcellesi.eu/ (fmarcellesi@no-log.org)

http://ecopolitica.org/
http://ecopolitica.org/
http://florentmarcellesi.eu/
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mico continuo que, a través de los impuestos, 
produjese más beneficios para pagar mayor y 
mejores servicios públicos. Este supuesto ya no 
se sostiene.” (nef, Ecopolítica, 2012: pp. 77-78). 
Además, en este contexto el Estado —junto con 
las administraciones públicas locales y el sec-
tor privado— ha sido uno de los promotores 
esenciales del productivismo y de las megain-
fraestructuras (nucleares, autopistas, aeropuer-
tos, tren de alta velocidad, sanitarias, etc.) en 
nombre del “interés general” a veces confundido 
con el “interés corporativo” o simplemente apli-
cado desde un enfoque típicamente crecentista 
y tecno-científico del progreso.

El Estado actual es fruto, reflejo y actor prin-
cipal de la sociedad industrial y, al igual que ella, 
fundamenta su visión y acción en la capacidad de 
tener acceso a fuentes de energía barata, abun-
dante y de buena calidad.1 Esta característica 
de “abundancia energética” permite mantener 
o aumentar la complejidad cada vez mayor del 
Estado (administraciones, leyes, etc.),2 una cen-
tralización de sus decisiones y estructuras, su ca-
pacidad de control sobre el territorio así como 
un amplio abanico de personas y colectivos no 
dedicados a la producción de alimentos y ener-
gía pero indispensables al funcionamiento po-
lítico-administrativo (ejército, burocracia, clase 
dirigente, etc., [Diamond, 2006]). Sin embargo, 
la era de los combustibles fósiles (con altísimos 
rendimientos energéticos) está tocando a su fin 

1. Mientras que las sociedades primitivas o agropecuarias nece-
sitaban una Tasa de Retorno Energético (TRE) global de entre 
4 y 6, la sociedad industrial y tecnológica actual tiene una TRE 
global de entre 12 y 25. Sin embargo, es poco probable que sin 
combustibles fósiles y solo con energías renovables podamos 
mantener TRE globales tan altos (por ejemplo, la fotovoltaica 
tiene un TRE de 2,4). Recordamos que la TRE es el cociente 
de la cantidad de energía total que es capaz de producir una 
fuente de energía y la cantidad de energía que es necesario em-
plear o aportar para explotar ese recurso energético. Es decir: 
TRE = energía obtenida / energía invertida. Fuente: Prieto, P: 
Renovables: mitos y realidades, Conferencia del 19 de marzo 
2013 en Málaga.
2. Como lo explica el antropólogo Joseph Tainter: “Disponer de 
una energía barata nos permite desarrollar una complejidad aún 
más grande (…). Es lo que llamo la espiral energía-complejidad: 
tienden a entremezclarse, o bien aumentar, o bien disminuir 
conjuntamente. De hecho, solo pueden aumentar o disminuir 
juntas (...): no podéis tener complejidad sin energía, y si tenéis 
energía, tendréis complejidad”. Fuente: http://petrole.blog.le-
monde.fr/2011/10/31/lempire-romain-et-la-societe-dopulen-
ce-energetique-un-parallele/  

y entramos en la era de la sobriedad energéti-
ca donde además las fuentes renovables tienen 
retornos energéticos mucho más bajos que las 
fuentes fósiles. Además de cuestiones ideológicas 
sobre el papel del Estado, es por tanto necesa-
rio repensar, dentro de una reconfiguración ge-
neral de la sociedad, formas de administración 
pública acordes con la biofísica y los recursos 
naturales disponibles. Dicho de otro modo, “el 
coste entrópico es demasiado elevado (…) y la 
superficie estatal debe decrecer” (Cochet, 2012). 
Desde la justicia social y ambiental, el Estado 
tiene un enorme reto para iniciar su transición 
socio-ecológica ya que “no hay país que disponga 
de avanzados servicios de cuidados sociales que 
no los haya construido sobre una base social de 
consumo intensivo de energía total y per cápita. 
Aumentar el bienestar y el crecimiento econó-
mico con recursos de peor calidad, aunque sea 
posible, es algo que no sabemos cómo se puede 
materializar” (Mediavilla et al., 2013).

Estado y los commons. Entendidos como los 
recursos, bienes, servicios o cosas, tangibles o in-
tangibles, producidos y gestionados desde una 
comunidad determinada, los comunes no redu-
cen las relaciones sociales a las de interés econó-
mico o de poder, por muy reales y exigentes que 
sean, y se diferencian de las dos formas más em-
blemáticas de la modernidad: los intercambios a 
través del mercado y a través del Estado. Es una 
apuesta para que las comunidades puedan tener 
más control sobre sus vidas, sus tierras y recursos 
naturales (propiedad y gestión de los derechos 
comunales), su relación con los ecosistemas, su 
trabajo productivo y reproductivo, su cultura e 
identidad, y poner en el centro la cooperación, la 
solidaridad, la ecología y la autogestión.

Por lo tanto, al poner en el centro de atención 
y como sujeto activo la comunidad (en vez del 
concepto de “pueblo”3) y el interés comunitario 
(en vez del “interés general”), los comunes no se 
confunden con lo “público” (sinónimo princi-
palmente en nuestras sociedades de lo estatal y 
sus mecanismos de redistribución y protección 

3. En la teoría del Estado-nación moderno, el pueblo es un 
cuerpo homogéneo y con voluntad única que entrega y deposita 
su soberanía en el Estado. 

http://petrole.blog.lemonde.fr/2011/10/31/lempire-romain-et-la-societe-dopulence-energetique-un-parallele/
http://petrole.blog.lemonde.fr/2011/10/31/lempire-romain-et-la-societe-dopulence-energetique-un-parallele/
http://petrole.blog.lemonde.fr/2011/10/31/lempire-romain-et-la-societe-dopulence-energetique-un-parallele/
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social). Esto plantea dos contradicciones centra-
les en nuestras sociedades con Estado:4

•	 Universalización y relocalización de los de-
rechos: existe una tensión evidente entre es-
tas dos dinámicas potencialmente opuestas. 
Mientras que el Estado amplia la solidaridad 
a toda la ciudadanía de su nación de referencia 
por encima de los lazos comunitarios (univer-
saliza —parcialmente5— los derechos), los 
comunes ponen el énfasis en la solidaridad 
intracomunitaria (relocalizan los derechos).6

•	 Articulación de lo local y lo global: de la mis-
ma manera, mientras que los comunes centran 
sus esfuerzos en construir comunidades políti-
cas locales, la situación de interdependencia y 
ecodependencia a nivel continental y mundial 
tendría que suponer mayor conectividad de-
mocrática social e institucional globales. Esta 
danza dialéctica entre lo local y lo global plan-
tea por un lado la cuestión de las relaciones en-
tre el Estado existente (o estructuras supraes-
tatales) y las comunidades y, por otro lado en 
caso de ausencia de un Estado moderno, la 
cuestión de la articulación a nivel supralocal, 
continental o mundial de una multiplicidad 
de unidades autogestionadas según los dere-
chos comunales.

Los comunes marcan no solo un proceso evi-
dente de desmercantilización sino también una 
tendencia clara a la desestatalización de la vida. 
Dicho de paso, no nos tendría que sorprender 
este doble proceso de éxodo fuera del mercado 
y del Estado puesto que, como lo recuerda y de-
muestra Graeber (2012), “el Estado y el mercado 
son dos caras de una misma moneda”.

4. El “Estado plurinacional de Bolivia” es un buen caso práctico 
para estudiar las contradicciones entre voluntad de unidad e 
igualdad del Estado y las distintas formas de autonomía regio-
nal, municipal y de los pueblos originarios.
5. Esta “universalización” es parcial, puesto que se circunscri-
be al marco del Estado-nación. Si bien existen dinámicas más 
amplias de universalización de derechos más allá de la nación 
como en la Unión Europea o a través de las luchas de solidaridad 
internacional, la casi totalidad de los derechos de una persona 
siguen vinculados a su nacionalidad.
6. Dicho de paso, la relocalización de la solidaridad también 
implica una relocalización del uso de la violencia legítima desde 
el Estado hacia la comunidad y, por tanto, plantea la cuestión 
de la regulación de conflictos entre comunidades.

Estado y regeneración democrática. Las de-
mandas de regeneración democrática son pa-
tentes. En las sociedades occidentales, ya sea a 
través del 15M, del movimiento Occupy Wall 
Street y de los “procesos constituyentes”, el Esta-
do se enfrenta también a las reivindicaciones de 
democracia, participación y horizontalidad. Este 
desafío es desde luego de difícil solución ya que, 
como decía Charbonneau (1949), el Estado es 
el poder, la fuerza, la guerra: “hablar de Estado 
autoritario, centralizado o jerarquizado, es un 
pleonasmo”. Y cuanto más grande e importante 
es el Estado —sea cual sea su régimen político—, 
más alejado está de los centros de decisiones y 
menos capacitado se ve para ofrecer democracia 
directa y deliberativa. Dicho coloquialmente, el 
tamaño importa.

Con este análisis, existe una tensión evidente 
entre las exigencias de “democracia real” y de 
defensa del “Estado de bienestar”. De hecho, a 
diferencia de Bourdieux que opinaba que existía 
un “Estado de la mano izquierda” y un “Esta-
do de la mano derecha”, es necesario reconocer 
que el Estado es un solo cuerpo indisociable que 
asienta su capacidad de redistribución y regula-
ción (su mano social) en su capacidad de ejercer 
la violencia legítima (su mano derecha). Ahora 
bien, el corolario de este planteamiento nos lleva 
a preguntar de nuevo: en una sociedad de masas 
¿es posible garantizar la seguridad y los derechos 
universales de la ciudadanía sin —o con me-
nos— aparatos estatales complejos y represivos? 
En este caso, ¿hace falta renunciar a la participa-
ción directa a cambio de mayor universalización 
y paz intra e interterritorial?

Pistas para el debate y la práctica

Este breve análisis en torno a la crisis ecológica, 
los comunes y la regeneración democrática lle-
va a proponer —en diferentes grados según las 
respuestas que se dan a los diferentes cuestiona-
mientos apuntados más arriba—:

•	 Una descomplejificación del Estado, es decir una 
menor necesidad de recursos energéticos para ali-
mentar sus estructuras y que éstas sean capaces 
de adaptarse a la nueva realidad socio-ecológica. 
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•	 Su descentralización, que permita un “cir-
cuito corto de producción-consumo” de ser-
vicios públicos así como un acercamiento 
de las decisiones democráticas a nivel local.

•	 Una desestatalización: de la mano de la des-
mercantilización, es una devolución de poder 
a las comunidades y un refuerzo de la demo-
cracia desde abajo (barrio, municipio, comar-
ca, etc.).

En base a estos elementos, surgen propuestas 
más o menos radicales de cara a la transforma-
ción del Estado realmente existente que pode-
mos clasificar en tres categorías:

1.	Una reforma progresiva del Estado que insiste a 
la vez en la descentralización de sus servicios pú-
blicos (garantizando el principio de igualdad de 
acceso) y en su papel central como agente para 
la transformación ecológica de la economía. Por 
un lado, se trata de reforzar los servicios públi-
cos a nivel local, fuertemente descentralizados y 
abiertos a la participación,7 y en sectores de alto 
valor añadido para las personas, la sociedad y el 
medio ambiente (transportes públicos y limpios, 
bicicletas, educación, salud, justicia, redes ener-
géticas distribuidas, etc.). Por otro lado, se trata 
de reconocer que el Estado tiene a nivel ecológico 
la capacidad real de inversión en un “New Deal 
Verde” que fomente la transición estructural ha-
cia una economía sostenible. El Estado, incluso 
a una escala supralocal o regional, no desaparece. 
Más bien, su rol cambia: de omnipotente, pasa 
a tener una función de financiación del proceso 
de cambio y de coordinación de las iniciativas 
locales.

2.	Una evolución radical de la forma Estado que 
insiste en la dimensión energética y/o demo-
crática de sus estructuras y capacidades. Por 
ejemplo, Cochet (2012), que postula que el 
colapso de la sociedad industrial es inevitable, 
propone la evolución de los actuales Estado 

7. Por ejemplo, el pueblo francés de Loos-en-gohelle ha puesto 
en marcha el “compromiso 50%-50%” que consiste en la apor-
tación municipal de capital económico y técnico a una iniciativa 
del vecindario si se compromete este último a participar en su 
mantenimiento y cuidado (i.e. financia un huerto escolar que 
la AMPA y los escolares gestionan). Es lo que la nef llama la 
“coproducción de bienestar”.

hacia nuevos “Estados simples locales”. El ta-
maño de esta “sociedad local autónoma” de-
pendería de los “grupos enemigos” que tiene 
que enfrentarse y, seguramente, se parecerían 
bastante a las ciudades-Estado italianas o ger-
mánicas del siglo XVIII. Por su parte, Foto-
populos, impulsor de la iniciativa Democracia 
Inclusiva y con muchos rasgos del municipa-
lismo libertario de Bookchin, propone (re)
construir núcleos locales de un máximo de 
30.000 personas (al igual que en las ciudades 
griegas antiguas) en torno a instituciones que 
permitan la democracia económica y política. 
Luego se establecería una confederación de 
municipios a nivel local, regional y planetario 
que “más allá de los confines de la economía 
de mercado y la planificación estatal” evolu-
cionaría hacia una planificación participativa.8

3.	Una sustitución del Estado por las comuni-
dades autogestionadas. Es, por ejemplo, la 
propuesta de Víctor Toledo que desde México 
plantea un poder social entendido como “au-
togestión, autosuficiencia, autoabasto y, por 
supuesto, autodefensa” (2013). El objetivo es 
claramente la potenciación de “un poder pa-
ralelo de carácter emancipador” ( basado en 
la cooperación, la solidaridad y el apoyo mu-
tuo) que crea sus cooperativas, bancos locales, 
producen alimentos sanos, autoconstruyen 
viviendas, radios comunitarias y sus propias 
policías. Por su parte, las cooperativas integra-
les europeas responden a planteamientos muy 
parecidos de construcción paralela de reali-
dades prácticas que, aunque se amparan en 
una forma jurídica legal de transición, buscan 
escapar tanto del mercado como del Estado. 
De tamaño reducido (un centenar de perso-
nas, para permitir el mutuo conocimiento y 
la gestión democrática), es una apuesta por la 
independencia política y económica al margen 
del sistema y por la autogestión en red donde 
están presentes todos los elementos básicos de 
una economía como la producción, el con-
sumo, la financiación o una moneda propia.

8. A propuesta de Fotopopulos deja muchos interrogantes prác-
ticos abiertos: ¿cómo funcionaría esta confederación? ¿Cómo se 
alcanzaría esta mutación radical institucional más allá de coger 
el poder a nivel municipal?
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Sea cual sea el camino elegido (aunque con 
más fuerza para el segundo y tercero), hay pre-
guntas comunes. Para no pecar de ‘buenismo’, 
es importante reflexionar sobre la relación y/o 
confrontación con el poder institucional y la ca-
pacidad de llevar el cambio más allá de proyectos 
locales. Como lo explica Besson-Girard (2012) 
sin ningún tipo de ingenuidad hay que preparar-
se a “situaciones cuando los dueños del sistema 
ya no tolerarán más su pérdida de influencia. Por 
encima de un umbral de reformas aceptables, es 
decir que puedan recuperar en beneficio propio, 
utilizarán su fuerza brutal como siempre lo han 
hecho”. Es de hecho lo que Bensaïd (2003) llama 
la “dualidad de poder”, entre el poder de arriba 
y el poder de abajo, que potencialmente puede 
llevar a la acción represiva de los gobernantes y 
la autodefensa violenta de las personas y de los 
colectivos oprimidos.

Para que la transición sea cuanto más orde-
nada y pacífica posible, es necesario pensar por 
tanto la institucionalización y generalización de 
las prácticas e iniciativas llevadas desde abajo. 
Llegado un momento dado y superado la fase de 
pruebas y laboratorio de ideas, las nuevas realida-
des necesitan un marco regulatorio (a nivel local 
y supralocal) que fije las nuevas reglas del juego. 
Para ello, no se puede obviar que, como lo re-
cordaba Paul Éluard “otros mundos son posibles 
pero se encuentran en éste”: es decir, por mucho 
que queramos construir mundos al margen del 
sistema y aún más en un mundo totalmente eco 
e interdependiente, existen estructuras e insti-
tuciones que se interrelacionan con las nuevas 
realidades, las limitan, las controlan, las destru-
yen... o colaboran con ellas y les dan alas. Más 
allá de proyectos concretos que pueden acabar 
conviviendo dentro del sistema dominante sin 
cambiar su esencia (como pasó con las cooperati-
vas integrales del siglo XIX), requiere herramien-
tas socio-políticas capaces de articular una visión 
global y solidaria, crear alianzas o luchar en las 
instituciones (como dentro del Estado) y tomar 
decisiones determinantes en momentos críticos.

En este sentido, se refuerza la prioridad de 
tejer redes de reflexión y acción entre todas las 
“islas alternativas” para que no se conformen con 
ser una gestión cooperativa o comunitaria del ca-

pitalismo y del Estado o una gota en una océano 
de conformismo sino que “se enmarquen en un 
proyecto político que busque un mayor grado de 
autodeterminación de las personas, los pueblos 
y los territorios (en alianza con otros sujetos de 
cambio social) (Azkarraga y Altuna, 2012)9 y to-
men conciencia colectiva de su potencial como 
fuerza de transformación de las estructuras ac-
tuales, incluido el Estado. Como lo dice Subi-
rats (2013), cogiendo ejemplo de la Plataforma 
de Afectados por las Hipotecas, “el cambio no 
vendrá ni principalmente ni únicamente desde 
arriba” así que “necesitamos construir una nue-
va agenda y una nueva coalición a su alrededor. 
Crear nueva política, nuevos rituales de acción y 
decisión de lo común (...) Las alternativas debe-
rán surgir de nuevos conglomerados, ciudadanos 
e institucionales”.

En este contexto, la cuestión del Estado —su 
realidad y su potencial tanto de resistencia como 
de cambio— es clave de cara al futuro y hace 
falta desarrollar un discurso y una práctica que 
tengan en cuenta su papel en la transición hacia 
una sociedad equitativa y ecológica. 
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Introducción

En este artículo ampliamos el concepto conven-
cional de “informática verde” (“Green IT”1) para 
incluir aquellos temas cercanos que pueden verse 
desde la óptica diferenciada de la ecología política. 
Así mismo, recurriremos al concepto de proco-
mún2, entendido como un modelo de gobernanza 
para el Bien Común (Lafuente, 2007). Analizare-
mos cómo la informática verde influye en el proco-
mún y viceversa, y cómo detrás de esta interacción 
subyace la gestión de la toma de decisiones en co-
mún como un modelo de democracia directa.

El software como bien común

En primer lugar queremos evidenciar por qué 
el software libre es el más adecuado en la cons-
trucción del Bien Común. El Software Libre 
(FLOSS3), tal y como lo propusiera Richard 
Stallman a principios de los ochenta, tiene como 
objetivo garantizar a los usuarios «la libertad de 
copiar, distribuir, estudiar, modificar y mejorar 
el software»4. 

Con el fin de preservar esas libertades la co-
munidad de software libre ha necesitado cons-
truir su propio marco legal aprovechándose del 
concepto de copyright  (el término anglosajón 

* Miembro de la “Free Software Foundation Europe” (FSFE) 
(kilian@fsfe.org)
**Miembro de la Comisión Ejecutiva Federal de EQUO  
(rafa.font@rafafont.eu)
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reciclables. 
2. Traducción del término anglosajón “commons”.
3. Free/Libre/Open Source Software.
4. http://www.gnu.org/philosophy/free-sw.html

Informática verde  
y Procomún

Kilian Pérez González*
Rafael Fernández-Font Pérez**

para “derecho de copia”) y transformándolo en 
un nuevo modelo denominado copyleft. Un 
juego de palabras traducido literalmente como 
“izquierdo de copia”, pero también como “dejar 
copia” y que en última instancia se plasma en 
la utilización de licencias como la GPL5 (GNU 
General Public License) destinadas a garantizar 
los derechos (libertades) de los usuarios en el uso 
del software.

En consonancia con la idea del software libre, 
surgen también otros movimientos paralelos 
como el concepto de Hardware Libre, entendido 
como aquel dispositivo electrónico cuyas especifi-
caciones y diagramas esquemáticos son de acceso 
público  (como por ejemplo las placas Arduino6 y 
el pico-ordenador Raspberry-Pi7). O la impresión 
3d, aun en sus primeros pasos, pero con el poten-
cial suficiente para revolucionar el proceso pro-
ductivo en línea con las ideas promulgadas por el 
movimiento del Decrecimiento8. 

El software libre encaja perfectamente en el 
marco del espacio procomún. Comparado con 
otros modelos a los que denominaremos en su 
conjunto como software privativo9, el software 
libre ofrece ventajas indiscutibles. 

1. De la competición a la cooperación

El software libre desplaza la competición entre 
empresas. Dado que todas tienen acceso al códi-
go fuente, deben competir con mejores servicios 

5. http://www.gnu.org/licenses/gpl.html
6. http://www.arduino.cc
7. http://www.raspberrypi.or
8. http://www.decrecimiento.info
9. https://en.wikipedia.org/wiki/Proprietary_software

http://www.gnu.org/philosophy/free-sw.html
http://www.gnu.org/licenses/gpl.html
http://www.arduino.cc/
http://www.raspberrypi.org/
http://www.decrecimiento.info/
https://en.wikipedia.org/wiki/Proprietary_software
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ción, que de otra forma no tendría lugar por su 
elevado coste. A diferencia de la biomedicina, 
innovar en software no requiere inversiones ele-
vadas. Muchas solicitudes de patentes de softwa-
re son triviales, lo que las  convierte en un lastre 
para la innovación  (Bessen, Meurer 2008, c. 9 
p. 16). En vez de acelerar el desarrollo, las pa-
tentes de software tienen efectos negativos para 
el Software Libre y para el bien común.

Disrupción tecnológica y procesos 
democráticos 

El acceso masivo a Internet no sólo mejora 
sustancialmente la situación previa, sino que 
puede cambiar las reglas del juego y romper 
con el sistema anterior. Antoni Gutiérrez-Rubí 
lo llama la “disrupción tecnológica” −en con-
traposición a los conceptos de evolución y re-
volución−.  Ya no dependemos de los medios de 
comunicación masiva para transmitir mensajes: 
mediante el uso de internet tenemos herrami-
entas para llegar (potencialmente) a millones 
de personas.

Esta nueva situación pone en evidencia a las 
instituciones (partidos, sindicatos, ONGs) pre-
sentes desde la revolución industrial y diseñadas 
para un entorno escaso de información y co-
municación limitada de “uno a muchos”. Este 

y nuevos modelos de negocio (Ghosh, 2006: pp. 
85-86). El software puede ser copiado a coste 
cero, pero los conocimientos no. En su lugar se 
crea un espacio de cooperación. Todos mejoran 
el mismo producto, y es bueno que se manten-
gan en el mercado para seguir haciéndolo.

2. Contra la cautividad tecnológica

Las administraciones públicas que compran so-
ftware privativo se convierten en cautivas de la em-
presa suministradora. Para las empresas es un buen 
negocio, pero para las administraciones públicas 
es un límite innecesario, que además contamina 
las licitaciones, que pasan a exigir un determina-
do sistema operativo. Usar software libre permite 
cambiar de proveedor sin atarse a intereses ajenos, 
y permite que los proveedores estén en igualdad de 
condiciones para acceder a un contrato. Esto per-
mite que las pequeñas y medianas empresas puedan 
optar también a ellos. Por último, si el software que 
contratan las administraciones públicas está paga-
do con dinero de todos, debería de pasar a formar 
parte también del procomún.

3. Patentes contra el bien común

El objetivo de las patentes no es “recompensar” 
al titular, sino garantizar el acceso a una innova-

Dibujo de Carla Boseman <https://twitter.com/robocicla> sobre el procomún 

https://twitter.com/robocicla
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modelo, denominado por Gutiérrez-Rubí como 
“leninista” (Gutiérrez-Rubí, 2011), está basado 
en la representatividad −no había otro modelo 
posible que no fuese la delegación−. Y en él, la 
opinión de un pequeño grupo que toma las de-
cisiones o cúpula, se identifica con la opinión ge-
neral de la organización de forma independiente 
a la opinión de sus militantes o “base”.

En la era digital hemos experimentado tan-
tos avances, nos sentimos tan confiados y em-
poderados, que no vemos necesario pasar por 
los viejos modelos de participación. Queremos 
algo nuevo, basado en la comunicación “muc-
hos a muchos” y en la democracia directa. Aquí 
es donde la informática −como nueva forma de 
comunicación y participación ciudadana− se 
presenta como la oportunidad real de alcanzar 
dicho objetivo por primera vez en la historia.

Pero el uso de Internet también conlleva riesgos 
de exclusión. Si se pretende que toda la pobla-
ción construya el espacio “procomún”, es impres-
cindible aplicar políticas contra la brecha digital 
(basada cultura, socioeconomía, geografía, sexo o 
edad), y ampliar la cobertura de banda ancha de 
forma universal (incluyendo zonas rurales)

Los procesos democráticos como 
bien común

En la definición de “procomún” no se suele in-
cluir los procesos de toma de decisiones sobre 
el espacio común. Sin embargo, eliminada la 
necesidad de un grupo reducido que tome las 
decisiones ¿no es una contradicción que gober-
nar en comunidad no sea un “bien común”? Si 
tengo propiedad sobre algo, tengo el derecho y 
la obligación de preservarlo. Si esta propiedad 
es compartida, ¿por qué no compartir también 
los derechos y deberes sobre ella? ¿Por qué no ir 
más allá, y compartir la gestión común imple-
mentando una democracia directa?
Hace 20 años era imprescindible delegar, y qui-
zá por eso no se planteaban otras posibilidades. 
Solo ahora, con la disrupción tecnológica, se en-
tiende que si el bien común es compartido por 
toda la población, depende de toda la población 
su mantenimiento y gobierno. Ahora es posible 
que lo común sea gestionado en común.

La democracia, un común “invisible” (GO-
TEO.ORG. 2013), se visibiliza a través de leyes 
y de los procesos de creación de las mismas. Es 
clave definir adecuadamente estos procesos para 
que la democracia funcione, especialmente si es 
directa. Si toda la población debe pronunciarse, 
hay que hilar muy fino en el procedimiento y 
tener en cuenta sus limitaciones. No es posible 
esperar de una semana a otra que 45 millones 
de personas participen en referéndum (unos no 
se enterarán, otros no tendrán suficiente infor-
mación, etc.). 

Si se pretende organizar a los 500 millones 
de europeos para crear conjuntamente sus leyes 
en base a la  democracia directa, ¿funcionaría? 
¿Cómo?

•	 Todo el mundo votará los resultados finales 
(SI/NO). Pero sin tiempo o conocimiento 
para ocuparse de todos los temas, hay que 
dividir el trabajo en grupos, asignando cada 
persona a un único grupo. Y confiar en que 
el trabajo de los otros será tan bueno como 
el propio.

•	 La negociación final habrá de hacerse en un 
único idioma. Pero en el proceso resulta útil 
la verdadera frontera cultural: dividir a los gru-
pos por idiomas.

•	 No todo el mundo participa al mismo ni-
vel. La teoría de la Desigualdad Participativa 
(Nielsen, 2006) tiene en la construcción de la 
Wikipedia su paradigma: el 90% de los usu-
arios son observadores, el 9% realiza cambios 
menores, y el 1% son grandes contribuyentes. 
Curiosamente (o no tanto) las intervenciones 
en reuniones presenciales tienen un reparto si-
milar. Reducir ese 90% de observadores sería 
un buen indicador de la calidad del proceso.

•	 El número de Dunbar marca el límite de nu-
estra red de contactos. Robin Dunbar, antro-
pólogo británico, fijó en 150 el máximo de 
personas con quienes podemos tener una re-
lación significativa (Sutcliffe, Dunbar, Binder, 
Arrow, 2012). Posteriores estudios la amplían, 
y nosotros asumimos arbitrariamente por co-
modidad en los cálculos que 250 es el máximo 
de personas con quien vamos a poder debatir 
cómodamente.
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Hagamos números: 500 millones se reparten 
en 200 grupos temáticos. Cada grupo se subdivi-
de por idiomas (25), resultando 100.000 perso-
nas por tema e idioma. Por otra parte, el tamaño 
de grupo máximo manejable es de 250 personas 
activas (el 9+1% de los participantes), el grupo 
por tanto podría tener 2.500 personas. Resul-
tado: dividiendo 100.000 en grupos de 2.500, 
tenemos la dimensión del problema: 40 grupos a 
gestionar, por cada tema, por cada idioma.

Un programa informático multi-idioma orga-
nizaría grupos y debates. Otros arreglos han de ser 
fijados por el proceso: simplificar las decisiones 
y emplear tácticas de consenso. Por último, un 
enlace directo con la ecología política: reservar el 
tiempo necesario. Reducir la jornada laboral a 4 
días sería coherente con un buen proceso. 
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Desde que en 2010 el Consejo de Derechos Hu-
manos de la ONU reconociera que el derecho a 
agua potable y servicio de saneamiento es parte 
del derecho a un estándar de vida adecuado, se 
habla del agua como derecho humano. Por des-
gracia este derecho no se cumple en muchos ca-
sos. Según UN-Water1 por ejemplo, 1 de cada 4 
habitantes de una ciudad −la mitad de la pobla-
ción mundial vive en ciudades− no tiene acceso 
a un saneamiento con mínimas garantías, a la vez 
que un 27% de la población urbana de los países 
en desarrollo no dispone de agua corriente2. 

Dichos problemas de acceso al agua son inse-
parables de lo que se conoce como gobernanza 
del agua (abastecimiento y saneamiento). Desde 
la expansión de las políticas neoliberales −prin-
cipio de los 90− al ciudadano se le convirtió en 
cliente, y se produjo bajo distintas formas y nive-
les la venda de numerosos servicios públicos; en 
otras palabras, tiene lugar lo que Harvey (2003) 
definió como un fenómeno de acumulación por 
desposesión3. Swyngedouw (2005), utilizó dicho 
concepto para definir la privatización del agua a 
escala global. 

Conviene subrayar que la entrada de capital 
privado se puede producir de varios modos y que 
hay matices que conviene no ignorar (Bakker, 
2007). Sin embargo, de lo que parece no haber 
duda, es que el agua, a día de hoy, es un nego-
cio con una proyección de futuro innegable en 

* Casal Ocell Negre, Lleida (aburballanoria@gmail.com)
1.  www.unwater.org
2. Fuentes: OMS y UNESCO respectivamente.
3. Este concepto define el uso de métodos de la acumulación 
originaria para mantener el sistema capitalista, mercantilizando 
ámbitos hasta entonces cerrados al mercado.

Rastreando la 
privatización del agua
Alfred Burballa Nòria* 

el mundo. De ello dan fe, por una parte, el SGI 
World Water CW, un índice bursátil que desde su 
puesta en marcha en 2004 ha acumulado bene-
ficios superiores a los del resto de mercados que 
cotizan en Bolsa4; y por la otra, la predicción del 
“Global Water Market report5” que apunta a un 
gasto de 1,2 trillones de dólares para el periodo 
2013-2017 en instalaciones y negocios relaciona-
dos con la distribución y el tratamiento de agua.

Privatización del agua en el estado 
español

Según las estimaciones de la Asociación Espa-
ñola de Operadores Públicos de Abastecimiento 
y Saneamiento (AEOPAS), si en 1996 solo un 
37% de la población española estaba abastecida 
por sociedades privadas, ese porcentaje supera 
hoy el 50% y se calcula que pueda alcanzar el 
57% en el transcurso de los próximos meses6.

En los últimos meses ha destacado el caso de 
Catalunya donde la Generalitat, justificándose en 
su crítica situación económica, decidió privatizar 
la empresa pública ATLL (Aigües Ter-Llobregat) 
encargada de gestionar el agua en alta −desde la 
captación hasta los depósitos municipales− que 
acaban consumiendo casi 5 millones de catala-
nes, mediante contrato con concesión a 50 años. 
La mayor privatización nunca ejecutada por un 
gobierno catalán. Dicho proceso derivó en una 
situación kafkiana: la concesión fue otorgada a 

4. Público 03/03/2013.
5. Global Water Intelligence: http://www.globalwaterintel.com. 
Ver artículo llamado: Where is the money now?, Vol. 14, Issue 
4 (Apr. 2013).
6. http://colonialismoagua.wordpress.com/

mailto:aburballanoria@gmail.com
http://www.globalwaterintel.com/
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Acciona quedándose Agbar −líder del merca-
do estatal con un control de alrededor del 30% 
en los municipios de más de 10.000 habitantes 
y propiedad del gigante transnacional francés 
SUEZ− fuera de la contrata. A los pocos días un 
órgano interno de la Generalitat, invalidaba el 
resultado eliminando a Acciona por no cumplir 
las cláusulas concursales. El mismo Gobierno re-
currió la decisión tomada por dicho órgano; por 
su parte, la empresa Acciona también recurrió. 
Sin embargo, el Tribunal Superior de Justicia no 
les ha dado la razón, por lo que recurrirán de 
nuevo. Pintan bastos para el Gobierno catalán 
−que según detalla El País7 descarta recuperar la 
gestión pública− ya que en caso de ganar AG-
BAR finalmente el concurso, Acciona reclamaría 
la devolución de 300 millones de € ya abonados, 
además de una indemnización por daños y per-
juicios. En el momento de escribir estas líneas se 
desconoce el desenlace de la historia pero parece 
muy difícil revertir la privatización del servicio, 
cambio que según afirma la Plataforma Aigua és 
vida8 derivará en un aumento del coste del agua 
a los ciudadanos, junto con una disminución de 
la calidad del servicio con independencia de si el 
gestor es Acciona o Agbar.  

Más allá del frente catalán, el Canal Isabel 
II en Madrid puede ser la siguiente batalla en 
acaecer, si bien a día de hoy el proceso de pri-
vatización se encuentra en stand-by después de 
que expertos desaconsejaran la capitalización del 
Canal “en estos momentos de grave crisis”. No 
obstante no se descarta que la operación se reto-
me en unos años9. Otro caso es el de El Puerto 
de Santa María (Cádiz), donde el ayuntamiento 
tramita la venta del 49% de la empresa munici-
pal gestora y la cesión a un socio privado de su 
gestión indirecta durante 25 años, periodo en el 
que la primera pagará a su socia un 5% de los 
beneficios de la entidad. La plataforma Aguas 
del Puerto no se vende intenta hacer frente al 
proceso argumentando que la empresa pública 
no tiene pérdidas ni requiere de una financiación 
excepcional. 

7. 27/03/2013.
8. 10/01/2013.
9.  El Confidencial 29/05/2012.

Parece ser pues que el debilitamiento de las 
instituciones públicas −con urgencias financieras 
debido a la crisis económica− es terreno abo-
nado para que los agentes del capital culminen 
el proceso de mercantilización del agua iniciado 
a finales de los 90 forjado a raíz de una com-
binación de intereses económicos e ideología 
(Bakker, 2002).

Respuestas desde las comunidades y 
la democracia

Volviendo a Catalunya, es alentador el caso de 
Arenys de Munt −8.500 habitantes− donde a ins-
tancias del equipo de gobierno de la CUP (Candi-
datura d’Unitat Popular) se decidió remunicipalizar 
el servicio de abastecimiento de agua en tanto con-
sideraron que el que les estaba dando la empresa 
gestora −una filial de Agbar− no alcanzaba el ni-
vel exigible. Como consecuencia, la empresa exigió 
una compensación de 700.000 €, la respuesta del 
consistorio ha sido pedir una auditoría externa 
que analice si la empresa cumplió con las tareas 
de mantenimiento.

Más allá del marco estatal, destaca Sudamérica 
y sobretodo Bolivia cuyos habitantes se percata-
ron hace años que la gestión del abastecimiento 
de agua por parte de compañías privadas no era 
favorable a las comunidades locales. Tal fue el 
caso de la ciudad de Cochabamba en el 2000. La 
privatización del abastecimiento de agua apro-
bada el año anterior derivó en una subida en 
la factura de hasta un 200% (“tarifazo”)10 y la 
expropiación de los sistemas de gestión comu-
nitarios, todo bajo la influencia del Banco Mun-
dial. Así fue que después de una huelga general 
que paralizó la ciudad, disturbios, represión y un 
adolescente muerto, la empresa Aguas del Tuna-
ri, controlada por la multinacional norteameri-
cana Bechtel, y con la participación de Aben-
goa, decidió retirarse. Una vez ganada la guerra 
−como ellos la llamaron− llegaba el turno para 
algo quizás todavía más difícil: la construcción 
del modelo público-colectivo para la empresa 
municipal gestora. Una tarea, que sin duda no 
es coser y cantar considerando el arraigamien-
to en la empresa de prácticas poco lícitas junto 

10. Situándose en general entre el 50 y el 100%.
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con interferencias de las instituciones estatales y 
una falta crónica de financiación agravada en la 
medida que las instituciones financieras interna-
cionales no comparten el modelo propuesto o 
establecen unas condiciones demasiado rígidas 
(Sanchez & Terhorst 2005).

La cita con Bolivia no acaba aquí sin embargo, 
y es que nuevas movilizaciones en 2004 y 2005 
−esta vez en la ciudad de El Alto− provocaron la 
cancelación del contrato para el abastecimiento 
del que gozaba la empresa Aguas de Ilimani (par-
ticipada mayoritariamente por Suez)11. El nuevo 
Gobierno surgido de la elecciones de 2006 tomó 
cartas en el asunto asumiendo las deudas de la 
empresa teniendo ésta que cesar su servicio. A 
partir de aquí empezaría su reconversión a una 
empresa pública con un modelo todavía por de-
finir. Y un último apunte sobre Bolivia no de 
menor importancia: la nueva Constitución de 
2009 reconoce, entre otros, el derecho universal 
y equitativo al agua potable y su saneamiento.

¿Y en Europa? En la que fuera la madre tierra 
de la privatización del agua −Francia12− las co-
sas parecen estar cambiando. En París sin ir más 
lejos, el 2008 se decidió no renovar el contrato 
con Suez y Veolia −principales multinacionales 
del sector− y desde 2010 una nueva compañía 
pública −Eau de Paris− empezó a gestionar pro-
ducción y distribución con resultados tan bue-
nos como inesperados: los costes de transición 
junto con los de operación fueron más bajos de 
lo esperado, se internalizaron beneficios que an-
tes eran extraídos y finalmente esto repercutió 
en el consumidor dado que al cabo de un año, 
el precio del metro cúbico fue reducido un 8%  
(Pigeon, 2012). París siguió la senda marcada por 
Grenoble, ciudad que ya consiguiera la remuni-
cipalización en 2000 después de que el servicio 
hubiera estado privatizado con corruptelas de 
por en medio (como la justicia francesa recono-
cería más tarde con sendas sentencias al exalcalde 
y dos gerentes de Suez) (Avrillier, 2005). Parece 
pues que la veda para remunicipalización se ha 
abierto en tierras francesas: también Brest remu-
nicipalizó su servicio desde 2012 y ciudades de 

11. El Documental “Water rising” de Muireann de Barra y 
Aisling Crudden ofrece una visión de los hechos.
12. www.remunicipalisation.org. 

la importancia de Burdeos y Toulouse se hallan 
inmersas en procesos para lograr tal cometido.

Del viejo continente también destaca Italia, 
que el pasado junio de 2011 celebró un referén-
dum preguntando a sus ciudadanos −entre otras 
cuestiones− sobre la aceptación de la gestión pri-
vada del agua con un resultado que ofrece pocas 
dudas al respecto, con el 57% de participación 
más del 95% rechazó dicho proceso.

Trasladándonos a África, salta a la vista el 
caso de Daar es Salam (Tanzania) donde casi sin 
quererlo, debido a una privatización fallida (el 
servicio ejercido por la empresa mixta formada 
por las multinacionales Biwater y Gauff era peor 
al previo a la privatización), un operador público 
tomó las riendas de la gestión. Debido al modo 
en que surgió −fallida del operador anterior− y a 
la propia idiosincrasia del país, el escenario para 
la mejora en la gestión en Daar es Salam se prevé 
difícil (Pigeon 2012).

A modo de conclusión

Visto lo visto, más que buscar la aplicación de 
teorías filomarxistas o similares en el debate en 
contra de la privatización de los servicios con-
cernientes al agua, como algunos hacen a jui-
cio de Trottier (2008), en mi humilde opinión, 
una línea de trabajo más interesante consiste en 
concienciar a la ciudadanía de que no se puede 
dejar en manos privadas algo tan precioso como 
el agua, dado que lo que el mercado persigue, 
es beneficio máximo a corto plazo bajo criterios 
mercantilistas y mecanicistas. Sin destacarse por 
posiciones anti-privatización Budds & McGra-
nahan (2003: 113) lo describen así: “Dada su 
limitación de escala y los inciertos beneficios 
a reportar a sectores de bajo nivel adquisitivo 
no hay justificación alguna para seguir promo-
viendo la participación del sector privado como 
medio para alcanzar metas internacionales en 
abastecimiento y saneamiento de agua”. 

Tampoco abogo por la sacralización del es-
tado como institución que pueda asegurar tales 
objetivos. Ni por pensar que por ser un dere-
cho debemos disponer de toda el agua que nos 
plazca, no. Como describe Arrojo13 habría que 

13. www.ecoportal.net: 02/11/12.

http://www.remunicipalisation.org/
http://www.ecoportal.net/
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garantizar acceso universal a la cantidad básica 
reconocida por la ONU (30 litros por persona 
y día) y a partir de aquí fijar un sistema tarifario 
con un segundo bloque de 100 litros más des-
tinado a recuperar costes y un tercer tramo que 
grabe fuertemente al gran consumidor.

De este modo, la senda a emprender, es la de 
la construcción de un nuevo e integrador relato 
de la gobernanza del agua dentro de los comunes. 
Así lo plantean Bollier (2002), con una referencia 
a distintos ámbitos de la vida (tangibles e intangi-
bles), y Barca (2010), refiriéndose concretamente 
al agua, cuya nueva concepción ha de considerar 
las desigualdades sociales y ser inclusiva con el 
mundo no-humano. La inclusión en el relato del 
resto de la biosfera, lo esbozan en cierto modo 
la Directiva Marco del Agua en el ámbito de la 
UE y la nueva cultura del agua, a la vez que hay 
propuestas y proyectos surgidos en Latinoamé-
rica en la misma dirección, habría pues que se-
guir profundizando en estas líneas. Respecto a la 
consideración de la desigualdad social, habría que 
fortalecer las estructuras democráticas y participa-
tivas desde la base sin excepciones. 
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En este texto, queremos explorar hasta qué pun-
to el debate contemporáneo sobre bienes comu-
nes, que se viene desplegando esencialmente en 
las esferas económica, medioambiental y digital, 
puede verse reforzada por la relectura contem-
poránea de los trabajos de Karl Polanyi, y al 
mismo tiempo, contribuir al debate que sobre 
la organización económica, social y política se 
está desarrollando en todo el mundo en momen-
tos especialmente agitados, de cambio de era o 
de interregno entre épocas. Un debate que ha 
permitido “redescubrir” el tema de los comunes 
en el Norte, pero que tiene una larga y sólida 
tradición en el Sur.

No parece que podamos simplemente deno-
minar como “crisis” el conjunto de cambios y 
transformaciones por el que están atravesando, 
en mayor o menor medida, las sociedades con-
temporáneas. Parece más correcto describir la si-
tuación como la de transición o de “interregno” 
entre dos épocas. Las alteraciones son muy sig-
nificativas en el escenario económico y laboral, 
pero también en las esferas más vitales y coti-
dianas. Existen discontinuidades sustantivas. La 
creciente globalización mercantil, informativa y 
social, traslada problemas e impactos a una esca-
la desconocida. Somos más interdependientes en 

los problemas, y tenemos menos vías abiertas y 
fiables para la búsqueda de soluciones colectivas 
en cada país1. 

¿Internet y bienes comunes?

El gran sustrato que lo altera todo y que, al mis-
mo tiempo, parece hacerlo todo posible es Inter-
net y la sacudida tecnológica que conlleva. Hasta 
ahora, en muchos casos, se ha operado como si 

1.  Es significativo en este sentido ver como Polanyi en su obra 
La Gran Transformación (LGT) trabajaba asimismo con pará-
metros esencialmente globales, lo que le da a su obra y a muchos 
de sus comentarios o acotaciones una gran actualidad.

Bienes comunes  
y contemporaneidad.  
Releyendo a Polanyi
Joan Subirats*

 

* Instituto de Gobierno y Políticas Públicas. Universidad Autó-
noma de Barcelona. (joan.subirats@uab.es)

“Quién avanza creando algo nuevo, lo hace como 
un remero, avanzando adelante pero remando de 
espaldas, mirando atrás, hacia el pasado, hacia 
aquello existente, para poder reinventar sus claves” 

Jorge Oteiza

Karl Polanyi (Fuente: http://unitcrit.blogspot.
com.es/2011/03/228-lecture-nancy-fraser-mar-
ketization.html)
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esa transformación tecnológica permitiera sim-
plemente hacer mejor lo que ya hacíamos pero 
con nuevos instrumentos. Pero, todo indica que 
la transformación es mucho más profunda. Lo 
que viene aconteciendo en los últimos meses 
(decisiones de gran calado económico y social 
tomadas fuera de los marcos normativos estable-
cidos; incapacidad de los poderes públicos para 
afrontar alteraciones profundas de su cuadro ma-
croeconómico; graves recortes en las políticas so-
ciales que convierten en papel mojado derechos 
considerados intocables,…), confirma que los 
efectos del cambio tecnológico y su aprovecha-
miento por parte de quienes quieren maximizar 
sus beneficios, van a ir mucho más allá de sus 
ya importantes impactos en la producción, en 
la movilidad y el transporte, o en la potencia-
ción de la deslocalización. La financiarización 
espectacular del sistema económico, a caballo 
de la conectividad global, es determinante para 
explicar la situación económica actual. Pero todo 
ello, siendo importante, no acaba de explicarnos 
la profundidad de los cambios en curso. 

La transformación tecnológica se ha ido ex-
tendiendo. No hay espacio hoy día en el que 
Internet no tenga un papel significativo y esté 
transformando las condiciones en que antes se 
operaba (Benkler, 2006). Y ello opera y afecta 
sobre todo a las instancias de intermediación 
que no aportan un valor claro, más allá de su 
posición de delegación o intermediación, desde 
(por poner ejemplos) las agencias de viaje a las 
bibliotecas, de la industria de la cultura o las 
universidades a los periódicos, desde los partidos 
políticos a los parlamentos. 

Tenemos precedentes bien significativos de lo 
que implicaron cambios tecnológicos, producti-
vos y sociales como los que ahora vemos iniciar-
se y afianzarse.  Como bien explica Polanyi, la 
aparición del “molino satánico”, contribuyó de-
cisivamente al impulso de la mercantilización del 
trabajo y de la tierra, obligando además a cambios 
en la organización productiva generados por la 
intensificación comercial (Polanyi, 2003, p. 85). 

El impacto de la implantación de las máqui-
nas, el impacto del cambio tecnológico, resultó 
clave en el establecimiento del mercado autorre-
gulado. Y ello es aún más evidente si se considera 

el coste de la maquinaria más sofisticada y de 
las plantas de producción, propias de la segunda 
revolución industrial o fordista, que exigía pro-
ducir una gran cantidad de bienes, y, consecuen-
temente, un flujo continuo de materias primas. 
Todos los factores involucrados en la producción 
“deben estar disponibles para cualquiera que esté 
dispuesto a pagar por ellos”. El volumen de ries-
go acaba siendo tan significativo que será “la co-
munidad en su conjunto que pasará a depender 
de la producción continua de ingresos, empleos 
y provisiones” (Polanyi, 2003, p. 89). Se pasa 
así de la motivación en la acción de cada quién 
en razón a la subsistencia, a la motivación por 
la ganancia, lo que la convierte en ilimitada. En 
algo “no natural para el hombre” (Aristóteles), 
al divorciar la motivación económica de las re-
laciones sociales en la que se daba la producción. 
La conclusión a la que llega Polanyi es clara: “la 
sociedad humana se había convertido en un ac-
cesorio del sistema económico” (p. 125).

Estamos instalados en pleno proceso de 
transición o de interregno entre la segunda y 
la tercera revolución industrial (The Economist, 
21-04-2012). La revolución digital e Internet es-
tán poniendo las bases de otro modelo de pro-
ducción, distribución y consumo. Las nuevas 
capacidades tecnológicas pueden permitir una 
menor dependencia de las estructuras de inter-
mediación fabril. El fordismo, construido sobre 
la estructura de la industria doméstica y parro-
quial que nos describe Polanyi, puso en pie un 
gigantesco y costoso (en términos de inversión 
y de costes sociales) mecanismo de intermedia-
ción productiva, capaz de proveer de bienes de 
consumo a grandes masas de población a las que 
anteriormente les estaba vedado su acceso. Esa 
“democratización” del consumo, tenía como ob-
jetivo el vincular “habitación” y “mejoramiento” 
(en términos de Polanyi), pero acabó compor-
tando una gran capacidad de intervención por 
parte de una fuerza de trabajo concentrada y 
organizada, y a la postre, dificultades para man-
tener la tasa de ganancia del capital. 

En estos momentos, mientras por una parte 
el capitalismo ha buscado en Internet el cómo 
seguir manteniendo altas tasas de ganancia, des-
plazando buena parte de su centro de gravedad 
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de la producción a la especulación financiera y 
monetaria (reforzando su capacidad de evasión/
elusión fiscal), empiezan también a ser posibles 
otras alternativas aprovechando esa misma revo-
lución tecnológica. En efecto, existen ya posibi-
lidades de construir un sistema distribuido de 
producción. En la emergente realidad producti-
va, el tema de la escala no presenta los mismos 
problemas con los que trató de enfrentarse el sis-
tema fordista. Los “fab-labs”, las impresoras 3-D, 
experiencias como las de “Open Source Ecology” 
o las placas de base de matriz “Arduino”, permi-
ten imaginar sistemas de producción de bienes 
vinculados a un territorio concreto, que produz-
ca para ese espacio, sin necesidad de stocks o de 
comercio a gran escala. La descentralización en 
pequeñas unidades productivas, más flexibles y 
adaptables, puede generar sistemas locales que 
aprovechen la fuerza que genera el intercambio 
de conocimiento a gran escala vía Internet, pero 
centrados más en las necesidades específicas y 
próximas de la comunidad implicada que en 
procesos de comercio a gran escala. Lo cierto es 
que el gran desarrollo de los espacios comunes 
de información y de conocimiento, ha abierto la 
posibilidad de desmercantilizar muchas activi-
dades y de generar nuevos procesos de creación 
(Aigrain, 2005; Lessig, 2008).

La relación entre esfera digital y bienes co-
munes surge esencialmente del cambio que im-

plica Internet en las reglas de propiedad y en 
los mecanismos de apropiación y distribución. 
Muchos de los recursos que provee Internet no 
generan rivalidad en el uso de los mismos. No 
es necesario “poseer” la enciclopedia Wikipedia, 
como sí lo era el disponer de los 16 volúmenes 
de la Enciclopedia Británica, o comprar el acceso 
a la enciclopedia digital Encarta de Microsoft. 
Tampoco hay nadie “propietario” de Wikipedia, 
ni tan solo existe una plantilla profesional encar-
gada de la redacción de los conceptos. A pesar de 
ello, Wikipedia consiguió hace cinco años que la 
revista “Nature” considerara que el nivel de erro-
res entre la Enciclopedia Británica y Wikipedia 
(versión inglesa) era perfectamente comparable. 
Mientras, la enciclopedia de Microsoft, Encarta, 
dejó de funcionar hace años. Wikipedia es, en 
este sentido, un ejemplo de “commons”.

Toda la filosofía del P2P parte de la idea de 
que compartir no implica poseer, ya que lo sig-
nificativo es el acceso y el uso. Un uso y acceso 
libre (no forzosamente gratuito) que garantiza 
la mejora constante del tema o del producto, 
si se mantiene en código abierto, y por tanto 
en proceso y oportunidad de mejora constante. 
Desde este punto de vista la lógica P2P resulta 
contradictoria con la ficción individualista típica 
de la tradición liberal (el mito de Robinson Cru-
soe) en la que el individuo acaba destruyendo la 
experiencia comunitaria por sus deseos utilita-

Elinor Ostron (Fuente: Getty images)
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ristas y maximizadores. De esa lógica han ido 
surgiendo y expandiéndose experiencias como 
“Creative Commons” (creativecommons.org), el 
Free/Libre and Open Source Software (FLOSS) 
que potencia los programas e iniciativas en có-
digo abierto como Linux, las movilizaciones de 
la gente de Free Culture contra el copyright y 
las entidades como SGAE en España que tratan 
de mantener viejos privilegios en los productos 
culturales, o las experiencias de “crowdfunding”. 
En principio, las experiencias de “crowdfunding” 
surgieron como traslación al campo financiero 
de la lógica colaborativa y abierta antes men-
cionada. Era una forma fácil y ágil de usar las 
facilidades de conexión que ofrece Internet para 
así financiar colectivamente proyectos o iniciati-
vas artísticas o culturales. La expansión atrajo la 
atención del sector financiero convencional que 
pidió una regulación sobre el tema en la Unión 
Europea. En los Estados Unidos, con experien-
cias tan potentes como Kickstarter, esa regula-
ción ya se ha producido. Algunas iniciativas en 
ese campo (goteo.org) han ido “politizando” su 
acción, comprometiéndose solo con proyectos 
que impliquen código abierto, retorno y posibi-
lidad de colaboración no monetaria.

¿Bienes comunes y ecología?

Uno de los campos en los que el debate contem-
poráneo sobre “commons” o bienes comunes ha 
sido más potente es el de la tierra, vinculándolo a 
la resiliencia o capacidad de mantenimiento de la 
complejidad y riqueza ambiental. Las reflexiones 
de Polanyi en esta esfera son bien explícitas. “(L)
a tierra y la mano de obra no están separadas; 
el trabajo forma parte de la vida, la tierra sigue 
siendo parte de la naturaleza, la vida y la natura-
leza forman un todo articulado” (Polanyi, 2003, 
p. 238). Y añade, “la función económica es sólo 
una de muchas funciones vitales de la tierra. In-
viste de estabilidad a la vida del hombre; es el si-
tio de su hogar; es una condición de su seguridad 
física; es el paisaje y son las estaciones... y sin em-
bargo, la separación de la tierra y el hombre, y la 
organización de la sociedad…formaba parte vital 
del concepto utópico de economía de mercado” 
(ibid., p. 238). Todo el proceso de empobreci-

miento masivo que generaron los cercamientos 
de las tierras comunales y el desplazamiento de 
los campesinos a las ciudades y áreas industriales, 
fueron justificadas por la ineficacia “económica” 
(o sea, desde el punto de vista de la ganancia que 
genera el mercado autorregulado). Y esa misma 
lógica es la que está conllevando la destrucción 
de ecosistema en el que vivimos. “La mano de 
obra y la tierra no son otra cosa que los seres 
humanos mismos., de los que se compone toda 
sociedad, y el ambiente natural en el que existe 
tal sociedad. Cuando se incluyen tales elementos 
en el mecanismo de mercado, se subordina la 
sustancia de la sociedad misma a las leyes del 
mercado” (ibid., p. 122).

Las investigaciones de Ostrom sobre los eco-
sistemas organizados en forma de bienes comu-
nes, muestran de manera empírica la gran capa-
cidad de resiliencia ambiental de esas formas de 
gestión, y la fuerte institucionalidad de que se 
han dotado. Y, en este sentido, dotan de conti-
nuidad histórica a los trabajo de Polanyi, y los 
ilustra de manera muy completa, demostrando 
que han existido y siguen existiendo formas de 
producción, ligadas a la subsistencia, que incor-
poran reciprocidad y redistribución, y que no 
por ello acaban en la “tragedia” prevista para los 
que no aceptan plegarse al mejoramiento y a 
la modernización auspiciados por el “mercado 
autorregulado”. A pesar de todo ello, conviene 
recordar qué son y qué no son los bienes co-
munes. Probablemente lo primero es distinguir 
“bienes comunes” del bien común. No estamos 
hablando de una cuestión moral, sino de siste-
mas concretos de gestión y de mantenimiento 
de recursos sociales y ambientales. No se trata 
de bienes “universales”, sino de bienes de los que 
puede excluir a quienes se considere que deban 
ser excluidos, y que por tanto se basan en un 
conjunto de personas, de implicados, que son 
“titulares” de esos bienes, y que, como hemos 
visto, establecen reglas de apropiación, límites 
en el uso, sanciones y exigencias de trabajo o de 
recursos por parte de los que tienen vinculación 
con los mismos. Se trata de bienes que pueden 
ser privatizados, dados los avances tecnológicos 
y la rivalidad en su uso, lo que puede aumentar 
las posibilidades de exclusión. Todo ello pone de 
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relieve la significación de vincular  “commons” 
(“bienes comunes”) con el “commoning”, la mo-
vilización social y las prácticas colectivas para su 
mantenimiento como tales. Como afirma Bo-
llier, los commons se caracterizan por darse en 
el marco de una compleja infraestructura social, 
compuesta por instituciones culturales, reglas 
y tradiciones que restringen su uso para obje-
tivos personales y no mercantiles por parte de 
los miembros de la comunidad en que se da la 
gestión de esos recursos (Bollier, 2002).  

Las experiencias que Ostrom y otros han sis-
tematizado y analizado, demuestran la impor-
tancia de las estructuras o instituciones que pue-
dan gestionar los bienes comunes, reforzar las 
interdependencias, y disuadir a los que quieran 
aprovecharse de los mismos de manera oportu-
nista. El punto clave es la capacidad de los bienes 
comunes de reforzar las interdependencias, las 
ventajas del compartir, de sentirse implicado (lo 
cual no siempre ocurre con los bienes públicos o 
dependientes de los poderes públicos) y reducir 
las tentaciones a externalizar los costes (lo que, 
en cambio, caracteriza a los bienes privados). 
Cuanta más articulación y reforzamiento de las 
interdependencias, cuanta más conciencia de las 
ventajas del compartir, menos fuertes serán las 
tendencias a segregar, a externalizar costes.

El debate sobre la propiedad es asimismo cen-
tral en el panorama que estamos desplegando. 
Los bienes comunes, en su sentido originario, 
pueden suponer una lógica de “no propiedad” 
(Rodotá, 2011). La estructura de propiedad, 
tanto la estatal como la privada, acostumbra a 
partir de una visión individualista. En ese senti-
do, la propiedad es un atributo del propietario 
(individual o institucional), que concentra su 
poder en las personas u órganos pertinentes. La 
estructura en ambos casos es similar: la capa-
cidad de decidir de alguien (una persona, una 
empresa, una institución gubernamental), sobre 
un bien o un objeto. Existe por tanto una sepa-
ración entre ambas esferas, la del propietario y 
la del objeto. La persona busca su satisfacción (o 
su retribución) en el objeto, partiendo pues de la 
hipótesis que no forma parte del mismo, lo que 
permite su mercantilización. Es esa lógica la que 
nos ha conducido a una visión utilitaria y alie-

nada de la naturaleza, de la que no formaríamos 
parte. Permitiéndonos ello servirnos de la misma 
para nuestras “necesidades”. La tradición comu-
nitaria, la tradición de los “bienes comunes”, no 
comparte esa visión segmentada, como bien se 
pone de manifiesto en la perspectiva adoptada en 
las nuevas Constituciones de Bolivia o de Ecua-
dor, incorporando las perspectivas y cosmovisio-
nes de las comunidades originarias. En esa línea, 
podríamos imaginar no sólo el mantenimiento 
de esas tradiciones, absolutamente necesarias y 
actuales en la contemporaneidad, sino también 
el “vaciamiento” de las estructuras de propiedad 
privada o estatal, incorporando formas de ges-
tionar y administrar el recurso o el bien de que 
se trate, desde la lógica de los “bienes comunes” 
a la que antes hacíamos referencia al referirnos a 
los principios desarrollados por Ostrom.  

¿Economía social?

Como sabemos, cuando hablamos de economía 
social y solidaria, nos referimos a una manera 
distinta a la del mercado competitivo y la del 
mercado redistribuido o administrado por una 
autoridad central. Un modelo económico y de 
empresa que se basa en la reciprocidad entre gru-
pos y personas para satisfacer sus necesidades, 
definiendo, generando y administrando recursos 
para ello (Laville, mimeo; Coraggio, 2003). Lo 
que distingue a ese sistema de reciprocidad es 
que es indisociable de las relaciones entre perso-
nas, que se reconocen y que juntas gobiernan y 
gestionan la procura de sus necesidades. El reco-
nocimiento genera la reciprocidad igualitaria, lo 
que a su vez puede generar espacios más institu-
cionalizados y amplios de solidaridad democrá-
tica. La existencia de esos espacios de economía 
social y solidaria puede coexistir e hibridarse con 
otros espacios regidos por las lógicas de mercado 
o de la economía dirigida. 

Si aceptamos que la economía social es una 
forma de emprender que integra valores como 
la primacía de las personas sobre el capital, cuya 
organización tiene una vocación de gestión par-
ticipativa y democrática, que trata de conjugar 
los intereses de sus miembros con el interés ge-
neral, que es autónoma de los poderes públicos 
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y que dedica buena parte de sus excedentes a 
los intereses de sus participantes y del conjunto 
de la sociedad en que se integra, entenderemos 
que pretendamos relacionar su existencia con la 
perspectiva más arriba esbozada propia de los 
bienes comunes. 

Como ha afirmado Coraggio (2009, p. 148), el 
programa de la economía social y solidaria supo-
ne reconocer el principio de producción humana 
para el autoconsumo, expandiendo (complejizán-
dolas) las prácticas cooperativas, comunitarias y 
solidarias, avanzando en la redistribución de re-
cursos públicos y bienes públicos, impulsando 
formas democráticas de gestión, asumiendo como 
objetivo estratégico la reproducción ampliada de 
la vida de todos y todas. Siendo ese criterio, el de 
la vida, la base de evaluación y reinstitucionaliza-
ción de las actividades económicas y productivas, 
colectivizando las responsabilidades de garantizar 
las condiciones de que ello sea posible. “A la no-
ción éticamente codificada y democráticamente 
discutida de vida vivible en condiciones de uni-
versalidad e igualdad en la diversidad podríamos 
llamarla buen vivir” (Orozco, 2012, p. 16).  

La pregunta a plantearse es qué estructuras so-
cioeconómicas nos podemos dotar para articular 
la responsabilidad colectiva en el sostenimiento 
de esa vida digna de vivirse, entendiendo que ello 
exige la aceptación de la interdependencia social 
y la aceptación de la ecodependencia. ¿Pueden 
dejarse aspectos vitales como los cuidados o los 
fundamentos materiales de la vida en manos de 
entidades cuyo fin es el lucro? ¿Pueden asumir 
esas funciones entes institucionales embebidos 
de lógica jerárquica? ¿Podemos ir más allá de la 
tríada mercado-estado-hogares y vincular en el 
debate a la economía social y solidaria con la au-
togestión, las redes comunitarias, y la tradición 
renovada de los bienes comunes? 

Como señala Laville (Laville, 2009, p.65), la 
economía social y solidaria, subraya la necesidad 
de que las experiencias asociativas, cooperativas 
y mutualistas influyan en las lógicas institucio-
nales, evitando convertir al ciudadano en un 
usuario, sometido a la lógica jerárquica. La pers-
pectiva horizontal, solidaria y autoregulativa que 
hemos ya analizado ya antes en las propuestas o 
principios de Ostrom, apuntan a miradas mucho 

más integradas entre tipo de bienes (vinculados 
a las necesidades vitales) y formas de gestión, 
apropiación, configuración de los recursos. Las 
instituciones propias de los bienes comunes, 
existían, existen y se reconfiguran en los nuevos 
espacios tecnológicos y digitales, y ello ofrece 
nuevas perspectivas tanto para la esfera de la 
economía social y solidaria como para la articu-
lación escalar de las experiencias de procomún.

Entiendo que hay una convergencia, nada des-
deñable, entre los valores y principios que han 
inspirado e inspiran a la dinámica de la economía 
social y solidaria, los que históricamente han pro-
piciado el surgimiento y mantenimiento de los 
bienes comunes de base ambiental y territorial, y 
las nuevas dinámicas que van emergiendo y cris-
talizando en torno a los escenarios tecnológicos 
y digitales. Como ha señalado Escobar (Escobar, 
2010), “categorías elaboradas, tales como autoor-
ganización, no-linealidad, no-jerarquía” son útiles 
para describir los nuevos procesos, descubriendo 
y poniendo en valor un principio poco explorado 
hasta ahora, el de las redes.

Hemos de convenir que en la era contem-
poránea, la vida económica y social se ha ido 
organizando desde principios muy basados en 
elementos como jerarquía, orden, distribución 
de competencias y de especialización, y centra-
lización. Y ello no sólo ha estado presente en 
el desarrollo del capitalismo contemporáneo, 
sino también en las propuestas alternativas que 
se fueron concretando en el socialismo de corte 
estatocéntrico. En las nuevas dinámicas impul-
sadas por el cambio tecnológico, la interactivi-
dad es fundamental, y ella se produce de forma 
autónoma, no centralizada. De alguna manera, 
supone nuevas bases para la interacción social y 
económica, basada en la cooperación, el plura-
lismo (basado tanto en la igualdad como en la 
diversidad) y el aprendizaje colectivo. 

En definitiva, y tal como hemos ido viendo 
a lo largo de estas notas, apostamos por avanzar 
en vías de fertilización cruzada entre las tradicio-
nes y dinámicas propias de la economía social y 
solidaria, y las oportunidades que pueden surgir 
de los procesos de revitalización de las trayecto-
rias históricas y actuales de los llamados bienes 
comunes.
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Comentarios finales

Decía Castoriadis que “el capitalismo vive ago-
tando las reservas antropológicas constituidas du-
rante los milenios precedentes” (2006). En estas 
páginas hemos tratado de contribuir al debate de 
cómo construir alternativas que no pasen por ca-
minos ya probados. El procomún, los commons, 
pueden constituir una alternativa que ponga en 
valor lo ya existente en muchos campos y que 
nos permita explorar nuevas articulaciones. Parece 
claro que la política, en su capacidad de gestio-
nar de manera pacífica y consensuada la toma de 
decisiones que afectan a una comunidad, padece 
de manera directa el gran impacto que genera el 
proceso de cambio de época en el que estamos 
inmersos. Necesitamos un cambio profundo en 
la concepción de la democracia. Vinculándola a 
las dinámicas económicas, ambientales y socia-
les. Incorporando las potencialidades del nuevo 
escenario que genera Internet, e incorporando a 
la ciudadanía de manera directa, comunitaria y 
autónoma a la tarea de organizar las nuevas coor-
denadas vitales Y ello nos obliga, evidentemente a 
hablar, discutir y experimentar nuevas formas de 
producción, de subsistencia, de vida. 

El problema esencial sigue siendo el cómo 
producir y distribuir lo necesario para vivir. 

Las aportaciones de Polanyi y el análisis de los 
bienes comunes aquí esbozados, nos parecen 
caminos significativos a recorrer. No parece 
que ni el mercado, en su configuración global 
y financiera, ni el estado, en su vertiente más 
jerárquica y autista, sean  capaces de afrontar 
esa tarea con posibilidades de éxito. Lo común, 
aparece como una alternativa viable desde las 
diferentes perspectivas (social, económica, cul-
tural y ecológica), para asumir los nuevos retos, 
desde la corresponsabilidad social y la articula-
ción medioambiental. La perspectiva de los bie-
nes comunes abre la puerta a una concepción 
económica que combine producción, consumo 
y gobernanza en un sistema basado en las nece-
sidades humanas. Y, al mismo tiempo, que no 
distinga entre producción y reproducción de 
los seres humanos. En esa línea queda mucho 
por discutir y debatir, pero las aportaciones de 
Polanyi ofrecen una perspectiva absolutamente 
significativa en esa labor. Necesitamos avanzar 
en otra perspectiva democrática, y la propues-
ta de democracia de lo común van ganando 
terreno y está crecientemente presente en la 
movilización social en todo el mundo. No hay 
duda que seguiremos hablando de ello, y mejor 
aún, que seguiremos experimentando acerca de 
ello. 
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En cuanto aspirante a commoner, con este traba-
jo quiero tratar de contribuir a la emergencia de los 
BC como nueva hegemonía organizativa social. Un 
conjunto de prácticas e instituciones que se oponen 
al capital, entendido como fuerza social, que tiende 
a preservar el fin de lucro como valor prevalente en 
la gestión de recursos (De Angelis, 2006).

Para ello, después de describir cómo el debate 
económico en torno al papel del Estado en la 
economía ha contribuido a definir las caracterís-
ticas de los diferentes tipos de bienes, intentaré 
argumentar por qué es importante reformular la 
definición de los bienes en categorías no estric-
tamente económicas.

La caracterización de los bienes en 
la teoría económica

Según algunos autores las primeras discusiones 
sobre la gestión de los bienes comunes se pue-
den encontrar en Hume en 1739, seguidas des-
pués por diversas propuestas de los estudiosos 
de economía pública a finales de 1800s e inicios 
de 1900 (Delgou, 2006 Silvestre, 2003). Otros 
investigadores van aún más allá en el tiempo y 
tratan de identificar un cuerpo legal sobre los 
BC redescubriendo algunas de las normas del 
derecho romano, la Carta Magna inglesa y la 
Carta de los Bosques (Bollier, 2011).

El interés por los BC durante años permane-
ció invisible en el debate sobre la teoría de los 
bienes, lanzado en los años 50 por el economis-
ta Samuelson (1954, 1955, 1958, 1969), cuyo 
objetivo principal era definir el papel del Estado 
en el mercado, a través de la articulación de “la 
teoría pura del gasto público”. Desde entonces, 

Bienes comunes:  
las estructuras que conectan1

Giacomo D’Alisa*

Palabras clave: bienes comunes, bienes priva-
dos, bienes club, bienes públicos.

En la última década, y más aún una vez Elionor 
Ostrom fue reconocida como premio Nobel de 
economía el año 20092, el interés por los bienes 
comunes (BC) ha aumentado de manera expo-
nencial. Académicos de diferentes disciplinas han 
demostrado que más allá de la dicotomía Estado/
mercado también hay otras formas institucionales, 
nacidas de la capacidad de auto-organización de 
las comunidades, con capacidad para asegurar la 
sostenibilidad de los recursos en el tiempo (Comi-
té Nobel, 2009). No obstante, la economía main 
stream ha continuado viendo a los BC como  un 
problema, o mejor dicho, como un fracaso del 
mercado (Stavins, 2011), por ejemplo los empren-
dedores interesados ​​en el destino del planeta han 
argumentado que con el fin de proteger la tierra 
para el interés de todos, sólo se necesita una ac-
tualización del sistema capitalista (Barnes, 2007).

Al tiempo que las discusiones académicas se 
animaban, grupos heterogéneos de personas – 
commoners – han reelaborado prácticas de puesta 
en común - commoning - con el objetivo de de-
sarrollar una gestión alternativa a los sistemas de 
regulación centralizada y al mercado capitalista. 
Para los commoners revitalizar los BC tradicio-
nales y contribuir a la creación de nuevos bienes 
comunes es la manera de hacer emerger otro 
paradigma capaz de revolucionar la sociedad 
industrial (Bollier y Helfrich, 2012).

1. Traducido por Rosa Puig Moré
* Institut de Ciència i Teconologia Ambiental (ICTA), Universi- 
tat Autònoma de Barcelona (UAB) (giacomo_dalisa@yahoo.it).
2.  Ver en esta misma revista en el apartado “referentes ambien- 
tales” una detallada descripción del trabajo de Elionor Ostrom. 
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en los últimos 60 años, si tuviéramos que resu-
mir el principal debate en la economía política 
a través de un lema éste sería sin duda Estado 
frente Mercado.

Samuelson, Nobel en economía en 1970, para 
justificar la intervención pública en la economía, 
propuso dividir los bienes en dos categorías:

•	 Los bienes privados. Estos bienes son dividi-
dos entre los diferentes individuos en base a 
sus preferencias y

•	 Los bienes de consumo colectivo. En estos bie-
nes el uso es compartido entre todos, es decir, 
que el consumo individual de cada uno no 
limita a otros la oportunidad de disfrutarlo.

Los casos extremos, que constituyen el bien 
privado puro (bp) y el bien público puro (BP)  
serían, según el autor, la base para la interven-
ción del Estado, cuando las fuerzas del mercado 
no alcanzan el óptimo de Pareto3 en presencia de 
bienes públicos colectivos (Samuelson, 1958). 
Con este enfoque, típico de la economía del bie-
nestar, Samuelson intentó forjar un papel para 
el Estado en la actividad general y óptima del 
mercado. La necesaria oferta conjunta de los 
bienes públicos se utilizó para justificar la oferta 
del Estado (Samuelson, 1969). El Estado, por lo 
tanto, se justifica para hacer frente a todos aquel-
los bienes que no cumplen plenamente los requi-
sitos de la categoría de bp como la educación, la 
justicia, la defensa pública, las infraestructuras, 
los servicios públicos, etc. (Samuelson, 1955).

La definición de Samuelson rápidamente 
recibió diversas críticas. Algunos autores de-
nunciaron que la definición propuesta era tan 
restrictiva que no se podía incluir ningún bien 
real en la categoría indicada como bien público 
puro (Delgou, 2006). De hecho, en general se 
ha tendido a considerar solo la defensa nacional 
como un bien público puro, ya que no es posi-
ble identificar la unidad individual de consumo 
(Holterman, 1972). Igualmente las teorías de 
Samuelson enseguida fueron criticadas por las 

3. El óptimo de Pareto o eficiencia de Pareto, se llama así 
porque es un concepto introducido por el economista italiano 
Vilfredo Pareto.  Se realiza cuando la asignación de los recur-
sos es de tal manera que no se puede mejorar las condiciones 
de un sujeto sin empeorar las condiciones de otro.

teorías libertarias subjetivistas (Hoope, 1989 
Holcombe, 1997).

Con el tiempo, los economistas se han centra-
do en el análisis de modelos mixtos, en los que el 
sector público y el sector privado compiten entre 
sí para garantizar la eficiencia de la producción. El 
suministro de bienes públicos por parte de sujetos 
privados, golpea el corazón de la tesis de Samuel-
son, según la cual la intervención del Estado pro-
ductor es necesaria debida a la presencia de los 
bienes públicos. Un golpe causado por la tecno-
logía y las instituciones que se han desarrollado y 
organizado con el fin de garantizar la apropiación 
individual, en nombre de la máxima protección 
de la propiedad privada. El ejemplo por excelencia 
que demuestra esta tendencia es la difusión de las 
patentes sobre desarrollos tecnológicos. Esta ins-
titución permite la exclusión temporal de las tec-
nologías en nombre de un estímulo competitivo 
que garantiza este derecho, pero, de hecho, hace 
posible que el conocimiento tecnológico, a pesar 
de ser un bien público de acuerdo con los criterios 
de no-rivalidad, sea regulado por mecanismos del 
mercado (Auster, 1977). 

Gracias al desarrollo de técnicas de exclusión 
(instituciones o tecnología en sentido estricto) 
los agentes del mercado han ido ganando cada 
vez más espacio en la oferta de los bienes pú-
blicos, ya sean estos puros, mixtos o impuros. 
Buchanan (1965) matizó la separación tajante 
entre bienes públicos y privados que estableció 
Samuelson a partir de la idea de bienes puros 
e impuros, que van más allá de la simple des-
cripción del régimen de propiedad jurídica en 
que se encuentren actualmente. La intención de 
Buchanan fue salvar lo que denominó «la in-
creíble distancia establecida por Samuelson entre 
el bien puramente privado y el bien puramente 
público». A partir de Buchanan se comenzó a 
hablar de bienes públicos «impuros» como una 
categoría intermedia entre los bienes privados y 
los bienes públicos puros. Pero este esquema sólo 
identificó un tipo de bien impuro: los «bienes 
de club» o «de peaje» (JY Sandler, T. y Tschir-
hart, 1980 Delgou 2006) caracterizados por a) 
tener acceso parcialmente limitado, ya que son 
condicionados por el problema de congestión o 
aglomeración b) son fácilmente excluibles, gra-
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cias a la utilización de dispositivos tecnológicos 
e institucionales que el sistema socio-económico 
desarrolla (por ejemplo, las autopistas). 

Este desarrollo contribuyó a vaciar la “caja” de 
los BP, ya que transforma lo que es “samulesonia-
mente” BP en bc. Los bienes club son los bienes y 
servicios proporcionados por un grupo de miem-
bros, que serían “el club” precisamente, cuyos 
componentes se agregan impulsados por un be-
neficio mutuo, es decir, el reparto de los costes de 
producción y los beneficios del bien. Estos grupos 
pueden entrar en competición con el Estado para 
la prestación de aquellos bienes y servicios que la 
literatura llama BP “impuros” (Delgou, 2006). 

El intento de Samuelson de mantener una 
clara distinción entre los BP y bp, apoyándose 
principalmente en las características del consu-
mo conjunto e indivisible, en resumen, en la no 
rivalidad del bien, resultó ser poco exitosa, o al 
menos no eficaz a largo plazo. La justificación 
tradicional del suministro público de ciertos 
bienes, debido a la incapacidad del mercado, ya 
desde finales de los años 80 dejó de ser sostenible 
(Marmolo, 1989). Los servicios públicos (agua, 
electricidad y servicios postales), en cuyo nom-
bre Samuelson (1958) afirma que, incluso si la 
exclusión fuera posible el BP no se convertiría 
en bp, están cada vez más sujetos el proceso de 
privatización4.

Por otra parte, como hemos mencionado an-
teriormente,  las teorías del capitalismo libertario 
o anarco-capitalista (Hoope, 1989 Holcombe, 
1997) contribuyeron también a desmontar com-
pletamente las tesis de Samuelson sobre BP. Estas 
no sólo han puesto de manifiesto cómo muchos 
bienes, definidos como públicos o semipúblicos, 
son suministrados con éxito por el sector privado 
(por ejemplo, los servicios de la salud) y cómo 
la teoría de los bienes públicos proporciona una 
explicación pobre del gobierno de la economía, 
como también muestran que ni tan siquiera es 
estrictamente necesario que la defensa nacional 
sea proporcionada por el Estado (basta en pen-

4.  No basta el argumento de Samuelson, que incluso si los 
intereses privados hubieran dirigido el desarrollo de tecnología 
hacia la exclusión del consumo de bienes públicos, el óptimo no 
seria alcanzable en cualquier caso, en cuanto el coste marginal 
del usuario adicional permanecería cerca del cero y el coste de-
creciente hubiera seguido produciendo rendimientos crecientes.

sar en el uso creciente de contratistas militares 
privados en zonas de guerra). De acuerdo con 
esta línea de pensamiento, la gran cantidad de 
desacuerdos en materia de clasificación de los 
bienes viene dada por que en realidad no exis-
te una clara dicotomía analítica entre privado y 
público. De hecho, todos los bienes son más o 
menos públicos o privados; al cambiar los valores 
de los individuos y la composición de la pobla-
ción cambia también su grado de privacidad o 
publicidad. En otras palabras, no puede haber 
una clasificación objetiva en el momento en que 
cambios en las leyes de la propiedad y la apropia-
ción de bienes podrían cambiar las características 
de un bien (Holcombe, 1997).

En resumen, la literatura a favor de un papel 
activo del Estado en la economía ha sido incapaz 
de justificar efectivamente dicha intervención. 
Las visiones críticas por un lado han tratado de 
evitar el problema de la definición de los bienes 
públicos, intentando elaborar una teoría más ge-
neral con el fin de explicar el amplio conjunto de 
bienes mixtos, a través de la teoría de los bienes 
club, mientras que por otro lado los académicos 
libertarios, a partir de la tesis subjetivista, des-
mantelaron por completo la ratio de la interven-
ción del Estado en la economía.

Privado o público, no común 

Por otra parte la confrontación dicotómica Es-
tado/mercado se vio reforzada por el discurso 
de Hardin, un ecólogo que con el fin de discu-
tir las implicaciones sobre el uso de los recursos 
naturales de un crecimiento descontrolado de la 
población, dio vida a la parábola de la “tragedia 
de los bienes comunes” (Hardin, 1968). El tan 
criticado como famoso trabajo de Hardin se con-
virtió en la metáfora económica más conocida 
dentro y fuera del mundo académico. Utilizando 
el ejemplo de los pastores, Hardin señala que 
ante un pasto de libre acceso (que equivocada-
mente identificó como común) los pastores ten-
derían a buscar maximizar su utilidad poniendo 
más y más ovejas y dejándolas pastar tanto como 
sea posible, hasta que el sistema colapsaría debi-
do a la carga ecológica excesiva. De la metáfora 
se infiere que las personas no sujetas a ningún 
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tipo de regulación estatal, o sin una definición 
clara de los derechos de propiedad, agotarán los 
recursos comunes. La aportacíon de Hardin con-
tribuyó decisivamente a conducir el debate sobre 
los bienes comunes a centrarse en los incentivos 
del mercado y en la función productiva del Es-
tado (Comité Nobel, 2009); y en la práctica ha 
llevado a reforzar la lógica del mercado.

La tragedia de los BC generó un enorme 
interés por la gestión de los recursos naturales 
comunes que históricamente habían sido gestio-
nados de manera eficaz y equiparable, en cuanto 
a la eficiencia, a los bienes gestionados por el 
Estado o el mercado. La investigación empírica 
ha demostrado la importancia de los derechos 
del uso de los recursos y de un adecuado diseño 
institucional para garantizar un uso sostenible 
de los recursos (Ostrom, 2006, Laerhoven y Os-
trom, 2007).

En concreto, al analizar un gran número de 
estudios de casos de estudio, Ostrom demostró 
que los problemas de gestión a largo plazo son 
superados eficazmente cuando un conjunto de 
principios – llamados “principios proyectuales” 
– se cumplen (Tabla 1). Ejemplos exitosos típi-
cos son los campos de pastura y los bosques en 
Japón, los bosques de alta montaña en Suiza, las 
Huertas de Valencia, Murcia, Orihuela; y los sis-
temas de riego en las Filipinas (Ostrom, 2006). 
Se tratan de experiencias reales de innovaciones 
institucionales que se basan en un mundo di-
versificado de instituciones establecidas en dife-
rentes períodos históricos y en diferentes partes 
del mundo. 

Las modalidades institucionales desarrolladas 
localmente y gobernadas por comunidades esta-
bles, con áreas de protección de elementos exter-
nos, que han mantenido los recursos con éxito 
durante siglos, se caracterizan por los siguientes 
principios:

i.	 los recursos y su uso puede ser monitoreados 
por los usuarios con un coste de verificación 
bajo;

ii.	  la tasa de reposición de recursos, de la pobla-
ción que se beneficia de ella, de la tecnología 
utilizada y de las condiciones económicas y 
sociales es moderada;

iii.	 las comunidades tienen una red social densa, 
con un frecuente intercambio de comunica-
ción con el fin de fortalecer el capital social 
y las relaciones de reciprocidad (Laerhoven y 
Ostrom, 2007);

iv.	la exclusión de aquellos que no son parte de 
la comunidad puede darse a un coste relativa-
mente bajo;

v.	 los usuarios refuerzan las normas gracias a 
los procesos de monitoreo (Demestez et al. 
2003).	

La comparabilidad entre los estudios existen-
tes sobre la gestión de los recursos naturales se 
ha reforzado en las últimas décadas gracias a la 
utilización sistemática del Desarrollo del Análisis 
Institucional (IAD en Inglés), un modelo mul-
tidisciplinar y multi-escala capaz de detectar la 
influencia de las normas, las características de los 
eventos y las acciones, así como de los actores in-
volucrados en la gestión de los recursos naturales 
(Ostrom, 2011). Recientemente, el sistema ha 
sido integrado con otros elementos para poner 
en evidencia las dinámicas de poder que influ-
yen en dicha gestión, así como las características 
metabólicas de dichas gestiones (Angel, 2013).

Estos trabajos han demostrado que no existe 
una panacea institucional (Ostrom, 2007 a,b), 
y al mismo tiempo han dejado claro que los 
procesos de reorganización jerárquica realizados 
a cargo de los entes estatales y los procesos de 
privatización de los recursos comunes a menudo 
han fracasado debido a que han tratado de trans-
formar el problema de gestión en un problema 
de la tecnología disponible para la exclusión. El 
resultado ha sido anular la capacidad local de 
gestión, apenas algún dispositivo técnico para 
eliminar a los que no pagan por el uso del recur-
so, estaba disponible. 

Para llegar a conclusiones convincentes, la li-
teratura sobre los recursos colectivos ha mostra-
do los diversos errores implícitos de la metáfora 
de la tragedia de los BC. El primero es la asun-
ción de la incondicional búsqueda del beneficio 
como lógica inexorable de los seres humanos, 
sin ningún apoyo empírico (Ormazabal, 2003, 
Ostrom, 2006). El segundo, se genera a partir de 
la confusión entre la calidad del recurso, BC o 
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recursos colectivos, con la relación de propieda-
des que incide en estos, titularidad de la propie-
dad - común, privada, estatal (Ostrom, 2011), 
una confusión a la que también ha contribuido 
la revista científica de la Asociación Interna-
cional para el Estudio de los bienes comunes, 
cuyo título ha sido durante años, “The common 
property resource” (Hess y Meinzen-Dick, 2006). 
De hecho, no existe ninguna relación entre las 
características del bien y el régimen de propiedad 
(de titularidad) que existe sobre este, como se 
muestra en la Figura 2.

Un tercer error, nace de sacar conclusiones 
para un sistema determinado de régimen de 

propiedad, o de propiedad colectiva, cuando 
en realidad el ejemplo discutido era un régi-
men de acceso libre. La diferencia entre los dos 
regímenes, de hecho, ya fue aclarado en 1975 
por Ciriacy Wantrup y Bishop, quienes describ-
ieron el régimen de acceso abierto, como aquel 
régimen según el cual nadie tiene el derecho de 
excluir a nadie del uso de un bien; mientras que 
el régimen de propiedad común, garantiza a los 
miembros de un grupo en particular el derecho 
de excluir a las personas que no pertenecen a 
ese grupo de usuarios del recurso. Es importante 
dejar claro, además, que el régimen de acceso 
libre es a menudo un régimen de facto que puede 

Principios de diseño Significado de los principios Resumen de los principios 

1) Clara definición de 
los limites

Las normas deben definir claramente 
quién tiene la titularidad Principio de exclusión

2) Congruencia entre 
las normas de apro-
piación, suministro y 
condiciones locales

Las reglas de apropiación que limitan 
el tiempo, el lugar, la tecnología y/o 
la cantidad de unidades de recursos 
asignadas, están relacionados con las 
condiciones locales y las reglas que re-
quieren la provisión de mano de obra, 
materiales y/o dinero.

Principio de contexto

3) Métodos de deci-
sión colectiva

Los apropiadores pueden participar en 
la definición de normas: constitutivas, 
colectivas y operativas.

Principio de participación

4) Control
El monitoreo (seguimiento) tendría 
que ser llevado a cabo por los propios 
usuarios.

Principio de control justo 

5) Sanciones progre-
sivas

Las sanciones deben ser graduales y 
no vengativas.

Principio de sanciones 
justas e incrementales

6) Mecanismos de re-
solución de conflictos

Previsión de dispositivos que ayudan a 
resolver los conflictos.

Principio de resolución de 
conflictos

7) El reconocimiento 
del derecho a la au-
toorganización

El derecho a la autoorganización debe 
ser reconocida por las autoridades 
externas.

Principio de autoorganiza-
ción

8) Organizaciones 
estructuradas en varios 
niveles

Las actividades están integradas en or-
ganizaciones compuestas de múltiples 
niveles anidados uno en el otro

Principio de propiedades 
multiescala

Tab. 1 - Principios que garantizan la sostenibilidad de los procesos de gestión de recursos comunes. 
(Fuente: Elaboración propia a partir del trabajo de Ostrom, 2006)
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resultar de diferentes contextos de normas de jure 
(Ostrom, 2007 c) 5.

En conclusión, los estudios empíricos de-
muestran ampliamente la capacidad de las co-
munidades para auto-gobernarse y administrar 
los recursos de manera sostenible, pero la litera-
tura no siempre ha logrado separar la discusión 
sobre la gestión de la de los regímenes de propie-
dad. De hecho, esta superposición ha ralentizado 
la posibilidad de organizar el debate sobre los 
sistemas de gestión de los recursos en un espa-
cio no dicotómico, donde solo la estatalización 
y la privatización son las posibles estrategias de 
política económica.

Los bienes comunes como nuevas 
prácticas constitutivas

El amplio paréntesis presentado reconstruye el 
resultado de la caracterización en la economía 
de los bienes y servicios que se describe a través 
de dos características:

5. Ostrom (2007c) demuestra que la intervención del Estado 
históricamente ha sido a menudo en detrimento de los recursos, 
como un régimen de facto de propiedad común ha sido a me-
nudo transformada en un régimen de jure de propiedad estatal 
pero se convirtió de facto en un régimen de facto acceso libre, 
causando el agotamiento del recurso. 

1.	Rivalidad o “sottraibilità” 6 
2.	Exclusión

La primera tiene que ver con la indivisibilidad 
o disminución del beneficio. Si el uso por parte 
de un individuo reduce la cantidad de bienes 
disponibles para otros, el bien será rival o “so-
ttraibile”. El uso de un individuo adicional de 
un bien no-rival, por lo tanto, no costaría nada: 
formalmente, el coste marginal de un individuo 
adicional es igual a cero.

La segunda propiedad nos dice si es posible, a 
costes bajos, la exclusión del consumo del bien 
de los individuos que no contribuyen para su 
uso. Si es el caso entonces el bien es excluible. 

A partir de estas dos propiedades los bienes 
se dividen en cuatro categorías (Fig. 3) (Bravo, 
2001; Vatn, 2005).

Sin embargo, en este punto debe quedar claro 
que la exclusión es también una característica 
que depende del nivel tecnológico alcanzado por 
la sociedad y de las modalidades institucionales 
que definen la aplicabilidad. Además, la impor-
tancia de la tecnología y de sus efectos sobre la 

6.  Algunos autores como Mas-Colell también utilizan el térmi-
no “depletable” que se traduce a “agotables”, un uso que depende 
del concepto de escasez.

Fig. 2 – Las características de los bienes y los regímenes de propiedad.  (Fuente: 
elaboración propia)
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definición de los bienes ha sido poco profundi-
zada en los estudios de la gestión de los recursos. 
En el fondo,  Ostrom (2006) ha demostrado que 
la gestión de un sistema complejo de recursos 
comunes depende precisamente del equilibrio 
entre la tecnología y el sistema institucional que 
puede ser fácilmente perturbado por la introduc-
ción de una tecnología más “eficiente” por parte 
de un agente externo. Por lo cual, la tecnología 
no es neutral, sino directamente influyente en el 
sistema institucional. El sistema institucional en 
el que vivimos apoya el avance tecnológico, así 
como su protección, para favorecer el crecimien-
to de la economía, cuya norma por excelencia 
es la propiedad privada, que es la mejor entre 
las instituciones excluyentes. Las tecnologías 
más eficientes del sistema institucional actual 
son las que garantizan prácticas de exclusión 
que antes no eran posibles. Un ejemplo claro 
de la evolución del mecanismo de exclusión a 
través del cambio tecnológico se puede ver en 
las emisiones de radio y televisión. El sistema de 
transmisión de señales no permitía excluir a los 
que no pagaban por el servicio, representando 
así lo que sería un caso prototipo de bien pú-
blico puro. Diversos procesos de financiación, 
ya sea el pago de una tasa o tarifa, o la oferta de 
espacios publicitarios, permitieron el desarrollo 
de  canales de televisión privados. Más tarde, las 
tecnologías de decodificación de las señales de 
radio o televisión han dado lugar a la televisión 
de pago, un servicio exclusivo que ha transfor-
mado algunas transmisiones radiotelevisivas 
en bienes club. Este ejemplo, muestra como la 

definición de los bienes en base a una supuesta 
naturaleza de los bienes (rivalidad y exclusión), 
no excluye la posibilidad de que dichos bienes 
sean posteriormente privatizados. La Figura 4 
muestra cómo la tecnología y la escasez, son a su 
vez condicionados por los procesos tecnológicos, 
influyendo sobre los procesos de privatización 
y promoviendo la transformación de los BP y 
bienes comunes (BC) en bp o bc. 

Los BC comparten con los BP, la dificultad de 
la exclusión y con los bp la alta rivalidad. Para 
entender la evolución de los bienes y servicios 
podemos analizar, por ejemplo, el caso del agua. 
Antes del proceso de industrialización de la dis-
tribución del agua, este bien era básicamente un 
BP, ya que se caracterizaba por un gran volumen, 
por lo tanto, una baja rivalidad y, al mismo tiem-
po, el acceso a la extracción era autónomo, y por 
tanto con una alta dificultad de exclusión. El au-
mento de la extracción, vinculada a los procesos 
de industrialización y a la intensificación de las 
actividades agrícolas, juntamente con la descarga 
de contaminantes en las cuencas fluviales y sub-
terráneas, hizo que del agua en algunas zonas se 
convirtiera en un bien escaso y ha transformado 
el BP (cuadro superior izquierdo en la Figura 4), 
en BC (caja inferior derecha en la figura 4). La 
escasez, por lo tanto, hizo evolucionar el bien 
transformándolo de un bien de baja rivalidad a 
un bien de alta rivalidad. La demanda excesiva 
ha provocado la regulación de la distribución en 
las zonas urbanas, determinando de esa manera 
un monopolio de extracción y prohibiendo en 
general extracciones privadas del recurso, indus-

Fig. 3 – Clasificación general de los bienes (Fuente: Ostrom et al.,1994, en Bravo 2001, pág. 407).

Bien público

Bien de club (toll goods)

Bien común

Bien privado

Difícil

Baja

Rivalidad

Alta

Fácil
Exclusividad
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trializando el sistema, a través de la provisión de 
un sistema integral de potabilización y de trata-
miento de las aguas residuales. Por lo tanto, de 
BP en el origen, los avances tecnológicos han 
transformado el  agua, por lo menos en los con-
textos urbanos occidentales, en un bp (porque 
es excluible) en caso de falta de pago de la tasa. 

La teoría de los BP se ha revelado como una 
caja vacía, incapaz de justificar el papel del Esta-
do, su objetivo inicial. El enfoque en la eficiencia 
de la asignación y en los aspectos tecnológicos 
del suministro, ligados a la lógica de la eficiencia, 
ha hecho de los BP un conjunto vacío, un mito. 
El avance tecnológico adecuado del mercado, 
que actúa sobre la escasez y la exclusión, ha des-
plazado cada vez más bienes, antes BP o BC, en 
la caja de los bp.

Debemos, por lo tanto, desmarcarnos de la de-
finición clásica surgida en el debate económico, 
ya que tiene como punto de partida y punto final 
el bien privado, el derecho a la propiedad. Hay 
que tratar de empezar por una definición formu-
lada en función de nuevos fundamentos históri-
co-analíticos, con raíces en los procesos sociales 
y eco-centrados en sus premisas (D’Alisa, 2010).

Un punto de partida para una nueva visión 
de los bienes colectivos podría ser el enfoque de 
la economía constitucional de Marmolo (1998), 
que evidencia que la razón del suministro de BP 
es la utilidad interdependiente de determina-
dos bienes. Según este enfoque, la elección de 
producir un bien por el mercado o por el Es-
tado es determinada por los individuos a nivel 
constitucional y se basa en el grado de interde-
pendencia que existe entre los varios actores so-
cio-económicos. La evaluación de la eficiencia 
en el suministro tiene lugar en un segundo nivel 
cuando el productor – sea este privado o públi-
co - ya ha sido determinado. En otras palabras, 
la decisión de quién debe proporcionar un bien 
no sigue criterios de eficiencia económica y, por 
lo tanto, la incapacidad del mercado para jus-
tificar la intervención del Estado no tiene sen-
tido. La interdependencia de la utilidad refleja 
dimensiones no económicas, como por ejemplo 
dimensiones culturales, históricas y éticas. Las 
opciones para reforzar un resultado eficiente 
de las actividades del Estado son relativas a las 
decisiones colectivas, post-constitucionales. Por 
lo tanto, es importante pasar de los factores de-

Fig. 4. Combinación de los bienes y la influencia que los procesos tecnológicos y de 
escasez tienen sobre su evolución. (Fuente: elaboración propia)
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pendientes de la tecnología de la no exclusión y 
consumo conjunto y su impacto en la asignación 
de recursos, al elemento subjetivo de la utilidad 
interdependiente (Marmolo, 1998).

Para frenar el proceso de privatización de los 
bienes se debe empezar por elecciones consti-
tucionales, de un diseño institucional claro 
para definir los costes de un acceso igualitario 
o selectivo al bien. En la lógica de la economía 
constitucional la cuestión crucial es el apropia-
do diseño institucional. Como han enseñado 
las nuevas prácticas de las últimas décadas es el 
commoning lo que importa y se debe a la volun-
tad de los commoners (Bollier y Helfrich, 2012). 
La interdependencia es un resultado emergente 
de los estudios empíricos, por ejemplo diver-
sos problemas ambientales han sido analizados 
como una mala gestión de las interdependencias 
(Paavola y Adger, 2005), y de las prácticas cuoti-
dianas de lo común. Los usuarios de los recursos 
comunes, reconociendo su estado de dependen-
cia del recurso y del uso que los demás hacen, 
tratan de formar instituciones que funcionen 
como dispositivos de cooperación. El análisis de 
la interdependencia es un buen punto de donde 
iniciar la construcción de una nueva definición 
de los bienes que tenga como referencia el nivel 
relacional existente. Es posible entonces, propo-
ner una nueva definición:

“Los bienes comunes son las estructuras que 
conectan: que conectan a la comunidad (huma-
na), y las comunidades entre sí y con su entorno 
(ambiente) a través de instituciones integradas.”

Los BC se caracterizan por ser relacionales y 
dinámicos, ya que se fundan en  la capacidad de 
adaptación del sistema al que se refieren. Como 
señaló Perna (2005, p.18): “El bien común es, 
ante todo, un bien reconocido como tal por la co-
munidad, por lo que expresa, ante todo, un proceso 
de identidad”. Se trata de una clara referencia a 
la teoría de la identidad, la cual no explica la 
acción colectiva a partir de la acción racional 
individual, y desvía el foco de la atención de una 
acción racional respecto la finalidad a una acción 
racional respecto al valor (Weber 1922 , en Sal-
vati, 2004, p. 47).

De acuerdo con esta lectura, a través de las 
acciones colectivas, de la reivindicación de los 

actores involucrados, se constituye un BC como 
valor, como producción, como ley. En las accio-
nes colectivas la identidad, a menudo, no está 
predeterminada: el actor, de hecho, se adhiere a 
unos determinados sistemas de valores, se reco-
noce, y a través de la acción viene reconocido, 
por lo que viene constituida una identidad por 
medio de la participación y se establece aquel 
sentido de la reciprocidad típica de la gestión 
de los recursos comunes (Salvati, 2004, Ostrom, 
2006). Esta, permite percibir las conexiones en-
tre la identidad y la participación, produciendo 
de esta manera, una de las principales caracterís-
ticas de los BC, es decir, el ser un bien relacional. 
Los BC serán gestionados de manera sostenible 
cuando las estructuras que conectan, es decir, 
las interdependencias, son sostenidas por parte 
de las instituciones creadas por la auto-organi-
zación de los individuos que pertenecen a ese 
determinado contexto socio-ambiental, aun y 
siendo estos tentados de usar gratuitamente el 
recurso o de actuar de manera oportunista (Os-
trom, 2006).

Los procesos históricos de adaptación pueden 
reducir la incertidumbre debida a la acumula-
ción y fusión de los conocimientos científicos, 
locales y temporales (Ostrom, 2006) que dan lu-
gar a la “comunidad de expertos” (D’Alisa, 2010 
b) en la que el sentido de confianza y de reci-
procidad permite crear dispositivos para resolver 
el problema de la innovación institucional. No 
hay principios necesarios ni suficientes para que 
las instituciones funcionen, pero es necesaria la 
voluntad de los individuos para hacerlas funcio-
nar (Ostrom, 2006), es necesaria por lo tanto la 
comunidad.

Desde hace décadas, por el contrario, estamos 
creando individualidad, sistemas líquidos como 
diría Bauman (2006) en los que la desconexión y 
la separación son los caracteres dominantes (De 
Angelis, 2006, 2009 Vatn b, Bollier, 2011). El 
derecho a la propiedad privada es una manera 
de garantizar el acceso individual (Vatn, 2006), 
el bp es una estructura que separa, por lo que 
necesita un proceso de regulación que ponga se-
guridad en esta separación. Por el contrario, los 
BC son una estructura que conecta por lo que 
necesita procesos de acceso que definen: quién, 
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cómo, cuándo y por qué se puede acceder, con 
el fin de no dañar ni el bien en sí, ni el interés de 
los demás a la preservación de este.

En este marco teórico, la separación promue-
ve la racionalidad individual, mientras que la in-
tegración promueve la racionalidad social. Desde 
hace años, las instituciones con características de 
segregación (por ejemplo, la privatización de la 
gestión del agua) se desarrollan más y más, mien-
tras que sería necesario encontrar un equilibrio 
entre aquellas integradoras y aquellas “segrega-
cionistas”7 (Vatn, 2009 b). En un sistema com-
plejo de interdependencia es posible en que las 
entidades integradoras (Anderson, 2006), sean 
requeridas entre varios niveles, no sólo a nivel 
de una escala, sino nidificados en diferentes es-
calas (Paavola et Adger, 2005, Ostrom, 2007, b, 
2009). Las estructuras que conectan son condi-
ciones biofísicas e institucionales, las cuales pue-
den generar conflictos o facilitar la cooperación, 
por lo cual, una institución integradora significa, 
que es capaz de crear contextos que reduzcan: a) 
la separación en el espacio, b) la formación de 
intereses separados; c) la separación en el tiempo 
de los beneficios y costes (Vatn, 2009 b). Por 
este motivo, pensar en instituciones integrado-
ras significa, ante todo, abordar las cuestiones de 
eficiencia distributiva no asignativa, distribución 
también en el sentido de distribución del poder 
(Paavola et Adger, 2005, Paavola, 2007).

Las instituciones actúan como una especie de 
etiqueta, para enmarcar el contexto, definien-
do cual es la racionalidad justa a aplicar (Vatn, 
2005) en un sistema multi-escala, lo que implica 
una visión de la complejidad de los procesos de 
integración y segregación que caracterizan las 
interacciones entre el hombre y el medio am-
biente. 

7. Una institución es segregacionista cuando permite externa-
lizar los costes, es decir, que puede realizar una transferencia 
de costes.
Una institución es integradora cuando fuerza a internalizar los 
costes, es decir, no puede realizar una transferencia de los costes.

Estructura que conecta

Débil FuerteInstitución

Integradora Bien público Bien común

Segregadora Bien privado Bien de club

Fig. 5 Nueva represetanción de los bienes a partir 
de los nuevos criterios propuestos en el texto 
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MUCHA GENTE PEQUEÑA, 
en muchos lugares pequeños,  
cultivarán pequeños huertos,  
que alimentarán al mundo.
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¿Tragedia o cercamiento?: 
Imaginar y promulgar. 
El parque Gezi como bien común1

Bengi Akbulut*
Ceren Soylu**

Palabras clave: comunes, urbano, parque 
Gezi, comunificación

Introducción

La literatura convencional sobre los bienes co-
munes tiene como principal eje de análisis los 
derechos de propiedad. Este enfoque es proble-
mático, entre otras razones porque la dimensión 
política y fuera de mercado de los conflictos so-
bre comunes se obvia. Como consecuencia, los 
análisis no llegan a tener plenamente en cuenta 
el arraigo de los bienes comunes en el contexto 
político-económico más amplio. Por otra parte, 
los análisis siguen limitándose, en la mayoría de 
los casos, a tipos o aspectos específicos de los 
comunes en los que la asignación de los derechos 
de propiedad −privada, estatal o municipal− es 
viable. Sin embargo, no todos los bienes comu-
nes se pueden entender como un conjunto de 
acuerdos de derechos de propiedad instituciona-
les, como atestiguan los debates sobre los “nue-
vos comunes”. La cultura, el conocimiento, las 
características socio-culturales compartidas de lo 
urbano, etc. son cada vez más imaginadas e invo-
cadas como un bien común, independientemen-
te de quién tiene los derechos de propiedad sobre 
sus medios de producción o de sus productos.

1. Traducido por Gabriel Weber. 
* bengi.akbulut@gmail.com.
** University of Massachusetts Amherst, Department of 
Economics (soylu.ceren@yahoo.com)

A partir de esta observación, debe reconocer-
se que es necesaria una nueva conceptualización 
de los bienes comunes y por ello sugerimos una 
comprensión más amplia de lo que constituye el 
bien común, ejemplificándolo a través de la re-
sistencia del parque Gezi en Estambul y la forma 
específica en que el concepto se ha invocado y 
utilizado en su interior. 

Las teorías tradicionales  
de los comunes

La teoría predominante en la que se basa el aná-
lisis de la gobernanza de los bienes comunes ha 
sido durante mucho tiempo la “tragedia de los 
comunes”, un concepto acuñado por Hardin en 
su artículo clásico de 1968. Derivado del análisis 
de Hardin se llega a un conjunto de prescripcio-
nes políticas que se reducen a dos alternativas: 
si se quiere solucionar la problemática del acce-
so libre (erróneamente denominado por Hardin 
como común) o bien se pasa por la definición de 
la propiedad, la centralización y el Estado como 
la forma en que el gobierno central controla los 
sistemas naturales;  o bien se debe definir la pro-
piedad, proceder a la privatización de la misma, y 
dejar que el mercado actúe. A pesar de que parecen 
ser dos extremos opuestos de un espectro, estas 
dos fórmulas políticas comparten las mismas ideas 
centrales: el cambio institucional debe provenir del 
exterior y ser impuesto a las personas afectadas; y 
la asignación de los derechos de propiedad, ya sea 
privada o estatal, va a resolver el problema.
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Más recientemente, la mayoría de las investi-
gaciones (la ganadora del Premio Nobel [2009] 
de Economía Elinor Ostrom fue una de las 
principales promotoras de esta línea de trabajo) 
han demostrado que los derechos de propiedad 
privada o la centralización no son las únicas res-
puestas institucionales a la tragedia de los comu-
nes. En muchos casos, las comunidades a través 
de la definición de sus propias reglas de acceso 
y la aplicación de ellas a través de la supervisión 
mutua evitan igualmente la tragedia. Estas ob-
servaciones llevaron a la idea de la gobernanza y 
la cogestión (Ostrom, 1990). 

Aunque estas teorías son importantes al ir más 
allá de la dicotomía mercado versus Estado, y 
al señalar la complejidad de los mecanismos de 
gobierno, no llegan a explicar la multitud de 
procesos complejos que rodean los comunes. 
En primer lugar, el contexto político-econó-
mico más amplio en el que están situados los 
comunes no se tiene en cuenta. A pesar de ser 
una mejora sobre el individuo económico de 
Hardin, el análisis de Ostrom no va más allá 
del análisis del individuo social-económico. Por 
otra parte desde las teorías marxistas se critica 
que este tipo de aproximación no lleva a cabo 
un análisis de las desigualdades de poder, que 
tienen implicaciones importantes en términos 
de la lucha de las comunidades productoras que 
producen/ utilizan los bienes comunes; y entre 
las comunidades y el mundo “exterior”. En las 
teorías vinculadas a la tradición impulsada por 
Ostrom la preocupación principal es el diseño 
de las instituciones “adecuadas” para proteger 
los bienes comunes de la explotación por parte 
de sus usuarios, pero obvia por ejemplo si estas 
acaban generando por ejemplo “cercamientos”, 
en lugar de “bienes comunes”.

No obstante tanto las teorías tradicionales 
de Hardin-Ostrom como las relacionadas con 
las tradiciones marxistas imaginan los comunes 
como entidades estáticas/objetos con límites 
dados. Los límites de tal visión subyacente se 
están haciendo visibles en la época contempo-
ránea con la aparición de los “nuevos comunes” 
como el espacio urbano, el conocimiento co-
lectivo y la creatividad social, y las diferentes 
ideas de los comunes invocados por numerosas 

luchas sociales que no encajan bien en los mar-
cos existentes para analizar los comunes. En la 
siguiente sección, se desarrolla este último punto 
a través del análisis de cómo se ha movilizado la 
noción de patrimonio común en la resistencia 
parque Gezi en Estambul, Turquía. A través de 
este ejemplo se propone una comprensión de los 
bienes comunes como componentes de las rela-
ciones sociales, y como objetos de valor simbó-
lico, promulgados y encarnados dinámicamente 
a través de prácticas y experiencias.2

Parque Gezi: la promulgación del 
parque como “común”

A finales de mayo de 2013, los activistas urbanos 
de Estambul fueron sacudidos por las noticias y 
que alertaban de la entrada de varias excavadoras 
en el parque de Taksim, el principal centro de la 
ciudad. El parque Gezi, así conocido ahora tras 
el desarrollo posterior de los acontecimientos, 
había estado durante mucho tiempo en el radar 
de los activistas como una resistencia significativa 
en contra de los planes del gobierno de demoler 
el parque y construir una réplica del cuartel de 
artillería que existía en la zona en el pasado, y en 
el que se establecería un centro comercial y una 
residencia de lujo. La resistencia por la defensa 
del parque, que finalmente condujo a su ocu-
pación de facto por los manifestantes, adquirió 
un impulso rápido, en parte como respuesta a la 
brutalidad con la que las fuerzas policiales inter-
vinieron en las protestas pacíficas.3 El conflicto 
movilizó a grupos diversos de personas, tanto de 
dentro como de fuera de Estambul, con diferen-
tes motivaciones que se unieron en su oposición 
a la demolición del parque.

La demolición y reconstrucción del parque 
Gezi es parte de los grandes planes de transfor-
mación integral de la zona de Taksim, anunciada 
como la joya de la corona de la última campaña 
electoral del actual gobierno. Esta transforma-
ción incluye la peatonalización de la plaza de 
Taksim y la gentrificación de varios barrios que 

2. Esta comprensión está descrita y operacionalizada por el tra-
bajo esclarecedor realizado por filósofos de la política neo-mar-
xistas, (por ejemplo, Hardt y Negri, 2009, 2012).
3. La agresión policial contra los manifestantes ocupantes sigue 
en marcha mientras estas líneas están siendo escritas.
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lo rodean. Algunas medidas están casi termina-
das, mientras que otras están en fase de planifi-
cación y ejecución. En respuesta a esta planifi-
cación, varias organizaciones ecologistas, redes 
de activistas urbanos, asociaciones de vecinos, 
asociaciones de derechos civiles, artesanos, sin-
dicatos de trabajadores y una serie de partidos 
de izquierda crearon la plataforma de oposición: 
Solidaridad de Taksim.

La Solidaridad ha sido un actor importante 
en la difusión y politización de la cuestión desde 
principios de 2012, pero evolucionó cuantitativa 
y cualitativamente con los acontecimientos de 
finales de mayo de 2013. La nueva fase se activó 
con el intento de desarraigo de los árboles en 
las esquinas del parque. Activistas afiliados a la 
Solidaridad iniciaron una sentada y 24 horas de 
guardia con el fin de parar el proyecto. La inten-
sificación del uso de la fuerza con la que las fuer-
zas policiales  intervinieron en contra de los ma-
nifestantes pacíficos impulsó una amplia protesta 
pública y el aumento de los manifestantes, o más 
bien los ocupantes, de manera exponencial.4 Al 
final de la primera semana, unas 3.000 personas 
estaban ocupando el parque bajo principios de 
autonomía, autoorganización y autogestión.

Legalmente, los derechos de propiedad de Par-
que Gezi residen en el Estado, como es el caso 
de todos los espacios públicos, mientras que su 
gobierno se encuentra bajo la jurisdicción del 
municipio, que aprobó los planes de reconstruc-
ción del parque a principios de 2012. El pro-
yecto propuesto no implica un cambio en los 
derechos de propiedad o la restricción de acceso 
al espacio en sí mismo, más bien constituye un 
cambio en los tipos de usos que prevalecen en el 
espacio. Es decir, el parque representa un espacio 
público urbano, pero no encaja cómodamente 
dentro de las definiciones y los marcos de los bie-
nes comunes existentes. Por lo tanto, la dinámica 
de la transformación propuesta del parque Gezi 
y, quizás más importante, la forma en que se ha 
usado el concepto por los ocupantes no pueden 
ser adecuadamente cubiertos por los enfoques 

4. Los eventos que se desatan con la lucha del Parque Gezi, la 
intensidad de la protesta social que siguió y el grado de agresión 
en la respuesta del estado son notables y extraordinarias, y están 
más allá del alcance de la presente discusión.

tradicionales mencionados anteriormente: ni 
por la dualidad pública o privada del régimen 
de los derechos de propiedad que gobierna el 
parque, ni por los discursos de cercamientos o 
desposesión.

Más que las quejas sobre el cercamiento o la 
mercantilización en torno a la pérdida de un de-
recho de propiedad o beneficio material, todo 
parece indicar que fue el imaginario social del 
parque como común lo que fue movilizado y pro-
movió la lucha. Es cierto que existen numerosos 
lenguajes y discursos que fueron operacionali-
zados en el contexto de la resistencia, pero los 
manifestantes casi siempre aluden a los distin-
tos usos del parque que serán erradicados con la 
construcción del cuartel. Por ejemplo, además 
de las funciones obvias del parque como espa-
cio con una gran cantidad de flora y fauna, y 
un productor de servicios ambientales como la 
regulación del clima y la liberación de oxígeno, 
las prácticas de la vida cotidiana, tales como sen-
tarse en el suelo y observar las aves, bebiendo 
una taza de té bajo los árboles, dando un paseo 
por el bosque en el centro del día, de la mano 
de un ser querido son presentadas con frecuen-
cia como aspectos principales. En otras palabras, 
los manifestantes priorizan el valor de uso de 
los reclamos del parque y reclaman su futuro en 
virtud de ser sus usuarios, independientemente 
de la cuestión de la propiedad (véase también 
Ozden Firat, 2011).

Estos diferentes tipos de usos se describen 
con más detalle no solo como las dimensio-
nes inmateriales enriquecedoras de la vida (por 
ejemplo, intelectual, emocional, espiritual, etc.), 
sino que constituyen la forma más directa de la 
vida misma como un medio para la producción 
y reproducción de la vida social. Así, el parque 
entra en el imaginario social como un bien co-
mún, definido y defendido como tal, a través de 
los patrones establecidos de uso y las relaciones 
construidas a través de las prácticas - en lugar de 
las disposiciones institucionales de los derechos 
de propiedad que lo rigen (Blomley, 2004). En 
ese sentido, la imaginación del parque como co-
mún resuena también con la conceptualización 
de espacio (urbano) de Lefebvre: el espacio como 
producto social y espacial de las relaciones hu-
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manas construidas a través de prácticas cotidia-
nas, más que como una entidad determinada fija 
(Lefebvre, 1991). Tal definición (re)destaca lo 
inmaterial, así como los procesos inmateriales 
que constituyen bienes comunes.

La resistencia de los manifestantes y las prácti-
cas de ocupación, de manera similar, fueron más 
allá de una defensa o recuperación de los bienes 
comunes, y se extendieron a la movilización de 
ese imaginario social en los procesos de comuni-
ficación. Al principio de la lucha, los manifestan-
tes iniciaron la ocupación del parque y su recons-
trucción como un espacio donde prevalecía una 
existencia basada en los principios de solidaridad 
y de reparto. Las necesidades básicas, tales como 
la provisión de alimentos, limpieza, manteni-
miento de la seguridad, etc. fueron producidas 
y compartidas colectivamente,  promulgando  
una forma de economía de comunidad autoor-
ganizada dentro del parque. Además, se lleva-
ron a cabo foros abiertos sobre temas que van 
desde la coordinación de las necesidades diarias 
hasta cuestiones más amplias como demandas 
políticas con una base diaria. Los foros abiertos, 
en efecto, fueron adoptados y aplicados por los 
manifestantes como un mecanismo democrático 
radical de la organización de la vida social colec-
tiva, a diferencia de la democracia representativa 
y la política electoral. Por otro lado, el parque se 
convirtió en un terreno común donde se llevaron 
a cabo movilizaciones sociales como las luchas 
locales ambientales, las luchas vecinales urbanas 
contra la gentrificación y diferentes reclamacio-
nes dentro del movimiento obrero, vinculándose 
entre ellas a nivel de base y descubriendo su po-
tencial para actuar en común.

En resumen, a pesar de que el parque Gezi 
difícilmente puede ser definido como un bien 
común desde la perspectiva de las característi-
cas materiales o de los derechos de propiedad, 
el lenguaje, las ideas y las prácticas que se adop-
taron a lo largo de la lucha en su defensa per-
mitió su imaginación y construcción como un 
bien común. Es decir, el parque fue imaginado 
y animado como un bien común a través de la 
incorporación del parque Gezi en el imaginario 
social colectivo y las prácticas interrelacionadas 
de comunificación. Por lo tanto, se convirtió 

en un espacio de la existencia común, un bien 
común, definido por procesos e interacciones 
dinámicas en curso.

Conclusión

Hemos tratado de mostrar que la(s) idea(s) de 
los bienes comunes, que recientemente están 
siendo invocadas, tanto en trabajos académicos 
como en discursos populares, van más allá de las 
definiciones tradicionales basadas en los ejes de 
rivalidad y exclusión, o la comprensión de los 
comunes como conjuntos de instituciones de los 
derechos de propiedad. El aumento de la visibili-
dad de un nuevo entendimiento e imaginación, 
que emerge en las luchas sociales vinculadas a 
la reivindicación, recuperación y producción de 
bienes comunes, requiere un pensamiento reno-
vado. Hemos señalado algunos de los aspectos 
en los que este tipo de pensamiento puede ba-
sarse. En particular, se ha argumentado que el 
parque Gezi pasó a ser imaginado y animado 
como un bien común a través de tres procesos 
interrelacionados: la recuperación como un bien 
común a través de los diferentes valores de uso 
que ofrece, su construcción como un espacio de 
vida común y la provisión de un terreno común 
para luchas sociales aparentemente no vincula-
das e independientes.

Sobre esta base, se propone pensar en los 
comunes como una configuración socio-eco-
lógica, a través de la que la parte común que 
compartimos con las relaciones sociales, inclu-
yendo el conocimiento, el lenguaje y los afec-
tos, constituido por ambos procesos materiales 
e inmateriales. En este sentido, se constituyen 
en parte por los valores, prácticas y luchas por 
el acceso y el control de materiales y simbólicos,  
incorporados en el imaginario social. Estos son 
promulgados, realizados y plasmados a través 
de prácticas vividas. Creemos que una relación 
y conceptualización tan dinámica de los comu-
nes es importante para alcanzar y dar sentido 
a los procesos que rodean los bienes comunes, 
así como de los diferentes movimientos que los 
reclaman. 
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Las semillas como patrimonio 
común protegido1
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Semillas como propiedad individual 
– Introducción

En las últimas tres décadas hemos asistido a un 
proceso de concentración y privatización en el 
sector de las semillas. Hoy en día alrededor del 
75% de las semillas comerciales son vendidas 
por diez empresas, tres de las cuales controlan 
de más del 50% del mercado mundial (ETC-
Group, 2011). Se han desarrollado nuevos mé-
todos de producción como la tecnología híbrida 
o las tecnologías de restricción de uso genético, 
obligando a los agricultores a comprar nuevas se-
millas cada temporada (pero conduciendo a una 
mejora de los rendimientos al mismo tiempo, 
al menos en los primeros años). Además des-
de 1940 se han introducido leyes sobre semillas 
para proteger los intereses de los productores. 
Los derechos de propiedad intelectual individua-
les se aplican en la medida de lo posible, obligan-
do a los usuarios a pagar los derechos de licencia 
en la compra de semillas y restringiendo el uso 
de la cosecha. Esto sucedió primero en el ámbito 

1. Traducido por: Francisco Jesús Reche Angulo

nacional, pero en la década de 1960 se fundó la 
primera organización internacional que se ocu-
pa de los derechos de los productores (UIPVV, 
véase la sección siguiente). Este fortalecimiento 
de los derechos del productor, junto con la co-
mercialización de la producción y la agricultura, 
principalmente en Europa y América del Norte, 
han llevado a la extinción de aproximadamen-
te el 75% de las especies de plantas utilizadas 
anteriormente. Hoy “solo unas 150 especies de 
plantas se están cultivando, y la humanidad de-
pende principalmente de no más de 12 de ellas” 
(Esquinas-Alcazar, 2005, citado en Ramirez Vi-
llegas, 2013:78).

Sin embargo, las variedades de plantas de hoy 
en día se basan en miles de años de mejora tra-
dicional. Los agricultores de todo el mundo han 
adaptado sus variedades a las condiciones climá-
ticas y de suelo locales reduciendo las pérdidas 
por plagas y mejorando el rendimiento. Han 
intercambiado sus conocimientos y conservado 
las variedades silvestres de los cultivos con el fin 
de volver a características especiales que pueden 
ayudar a hacer frente a situaciones de estrés bió-
ticas o abióticas específicas. La importancia de la 
preservación de las variedades silvestres de culti-
vos la destaca Ramírez Villegas et al. (2013: 80): 
“El uso de variedades cultivadas ha aumentado 
dramáticamente en la última década y seguirá 
aumentando gracias a las herramientas de la bio-
tecnología”. Los recursos fitogenéticos (RFG) se 
han intercambiado a nivel mundial, pero no todo 
el mundo se ha beneficiado de ello. En su estudio 

* Este documento se basa en el estudio Open-Source für Saat-
gut por Johannes Kotschi y Gregor Kaiser. El autor agradece a 
Johannes Kotschi, Margit Waites y Christiane Gerstetter por 
sus observaciones útiles de versiones anteriores de este artículo 
(grek@jpberlin.de).
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pionero Primero la Semilla (First the Seed), Jack 
Kloppenburg estima que la información y los ge-
nes relacionados con los RFG, valorados en más 
de mil millones de dólares, se han abierto camino 
desde los países en desarrollo hacia los países desa-
rrollados (Kloppenburg, 1988/2004).

Las patentes sobre semillas, características y 
métodos de mejora, a menudo basados en varie-
dades locales y el conocimiento de los agricul-
tores, son el siguiente paso a la privatización del 
patrimonio común de la humanidad −como se 
llamaba hasta mediados de los 80.

En pocas palabras: el desarrollo de políticas 
internacionales sobre los recursos fitogenéticos 
ha llevado en un primer momento a una dra-
mática pérdida de biodiversidad agrícola. En se-
gundo lugar, la privatización del conocimiento 
y las semillas a través de las leyes de semillas y 
patentes obstaculiza la producción comercial y 
tradicional y es un obstáculo importante en el 
desarrollo de nuevas semillas en cooperación con 
los agricultores (Kotschi, 2010). En tercer lugar, 
los agricultores de todo el mundo se enfrentan 
a controles en el campo y a las demandas de 
las grandes corporaciones que tratan de hacer 
valer sus derechos de propiedad intelectual2. La 
argumentación de las empresas en favor de los 
derechos de propiedad intelectual se basa en el 
derecho internacional que a su vez se basa en un 
“feudalismo de la información” como Brathwaite 
y Drahos (2002) lo han llamado.

Frente a estas consecuencias, los agricultores, 
los investigadores y activistas de todo el mun-
do están buscando alternativas. Una posibilidad 
podría ser otro enfoque hacia el fitomejora-
miento, basado en la interacción participativa 
entre productores, agricultores y otras partes 
de la sociedad junto a los principios del patri-
monio común. En los siguientes apartados, se 
describe un posible nuevo enfoque. En primer 
lugar se describe brevemente el marco jurídico 
internacional sobre los Recursos Fitogenéticos para 
la Agricultura y la Alimentación (RFGAA) y a 
continuación se trata el concepto de patrimonio 
común tal y como fue investigado por Elinor 
Ostrom. Después se introducen los conceptos de 

2.  Véase, por ejemplo: www.percyschmeiser.com o www.ig-na-
chbau.de (solo en alemán).

Código Abierto y los Acuerdos de Transferencia de 
Material (ATM), y se analiza si podrían funcio-
nar como alternativas a los derechos privados de 
propiedad intelectual. Ofrecer una base financie-
ra estable para las actividades de mejora es un as-
pecto importante cuando se trata de convencer a 
pequeños y medianos productores de cambiar su 
enfoque de la reproducción. En la sección final, 
se presentan algunas conclusiones y un modelo 
alternativo al sistema actual.

Marco institucional3

En 1961 el primer acuerdo internacional fue fir-
mado por seis países para restringir el acceso a las 
nuevas variedades obtenidas por los productores 
comerciales. La Unión Internacional para la Pro-
tección de las Variedades Vegetales (UIPVV) sentó 
las bases de un intenso debate posterior sobre 
los derechos de propiedad intelectual sobre los 
recursos fitogenéticos en los años 1970 y 80. En 
1983, el Consejo General de la FAO aprobó el 
Compromiso Internacional, que contenía el prin-
cipio universalmente aceptado de que los recur-
sos fitogenéticos constituyen un patrimonio de 

3.  Véase, por ejemplo, para los análisis detallados: BUKO 
(2004), Aoki (2008), Tansey / Rajotte (2008), Brand et al. 
(2008), Kaiser (2012).

Autor: BUKO Campaign against Biopiracy

http://www.percyschmeiser.com
http://www.ig-nachbau.de
http://www.ig-nachbau.de
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la humanidad y por lo tanto deben estar dispo-
nibles sin restricciones. Sin embargo, una serie 
de países desarrollados no estaba de acuerdo con 
el Compromiso, ya que no aceptaba los derechos 
de los productores. En 1989, la FAO adoptó una 
nueva resolución declarando que el patrimonio 
de la humanidad está sujeto al reconocimiento 
de los derechos de protección de las variaciones 
vegetales (Halewood, 2013: 15). Tras las quejas, 
principalmente de los países en desarrollo, el 
Convenio sobre la Diversidad Biológica (CDB) de 
1992 estipula que las naciones tienen derechos 
soberanos sobre sus recursos genéticos y tienen 
que ser consultados y estar de acuerdo cuando un 
tercero desee utilizar esos recursos. Los RFGAA 
están, en principio, bajo el amparo del Convenio 
sobre la Diversidad Biológica, pero el Convenio 
sobre la Diversidad Biológica delega su manejo 
en las instituciones de la FAO. Al mismo tiempo, 
en 1994 se adoptó el Acuerdo ADPIC (aspectos 
relacionados con el comercio de los derechos de pro-
piedad intelectual) de la OMC; en su Art. 27.1, 
contiene la siguiente obligación para los miem-
bros de la OMC: “Las patentes podrán obtenerse 
por todas las invenciones, sean de productos o 
de procedimientos, en todos los campos de la 
tecnología”. Los miembros pueden excluir de la 
patentabilidad las plantas, pero cuando lo hagan, 
en su lugar tienen que proporcionar “protección 
a todas las obtenciones vegetales... mediante un 
sistema sui generis eficaz” o mediante una com-
binación de patentes y sistema sui generis (Art. 
27.3 ADPIC). Desde entonces, se han otorgado 
cada vez más patentes sobre los recursos fitoge-
néticos. Según una encuesta elaborada por Ruth 
Tippe, un investigador de la campaña No a las 
patentes sobre la vida, sobre la Oficina Europea 
de Patentes (OEP) en Múnich, solo unas pocas 
patentes fueron otorgadas hasta 1990. Después 
de 1995, el número aumentó de manera especta-
cular, llegando a alrededor de 200 en 2005. Des-
de entonces, 150 a 180 patentes de plantas son 
otorgadas anualmente por la OEP, la mayoría de 
ellas basadas en ingeniería genética (véase Then/
Tippe, 2009 o Kaiser, 2012 para más detalles). 
Sin embargo, desde 2005, cada vez más patentes 
también se han concedido en el fitomejoramien-
to convencional.

Además, en la última década, decenas de 
acuerdos bilaterales de libre comercio han sido 
negociados entre los diferentes estados, que 
contienen normas de derechos de propiedad 
intelectual más fuertes que el Acuerdo ADPIC 
de la OMC4. Con un mandato que le confi-
rió la Convención sobre la Diversidad Biológica, 
la FAO comenzó en 1994 a debatir un nuevo 
Compromiso Internacional. En 2001, el resulta-
do fue el Tratado Internacional sobre los Recursos 
Fitogenéticos para la Agricultura y la Alimenta-
ción (TIRFGAA). A diferencia de los Aspectos 
relacionados con el comercio de los derechos de 
propiedad intelectual (ADPIC) de la OMC y 
la Unión Internacional para la Protección de las 
Obtenciones Vegetales (UPV), el TIRFGAA es en 
algunos casos compatible con la idea de los re-
cursos fitogenéticos que se comparten como un 
patrimonio común. En su Preámbulo los estados 
declaraban que los recursos fitogenéticos para la 
alimentación y la agricultura son “un interés co-
mún de todos los países”, en el art. 12 TIRFAA, 
las partes acordaron que las patentes no deben 
ser reclamadas en los recursos fitogenéticos “en 
la forma recibida” del sistema multilateral (FAO 
2001), una herramienta que es eficaz, efectiva y 
transparente para facilitar tanto el acceso a los 
recursos fitogenéticos para la alimentación y la 
agricultura como para compartir, de manera jus-
ta y equitativa, los beneficios que se deriven de 
la utilización de tales recursos, sobre una base 
complementaria y de fortalecimiento mutuo.

Aoki (2008) acuñó el término “Guerra de 
Semillas” (“Seed Wars”) al analizar estos aconte-
cimientos internacionales. Se muestran por un 
lado los acuerdos, actores y gobiernos a favor 
de recursos fitogenéticos compartidos colectiva-
mente y, del otro lado, los acuerdos, actores y 
gobiernos que abogan por los derechos priva-
dos de propiedad intelectual. Halewood et al. 
(2013) concluye: “Si bien el impacto de estas 
políticas restrictivas sobre la puesta en común 
de los recursos fitogenéticos para la alimenta-
ción y la agricultura basada en el común no ha 
sido plenamente documentado (...) la evidencia 
anecdótica sugiere firmemente que han tenido 
un impacto negativo sobre la voluntad de una se-

4.  Véase www.bilaterals.org (16.04.2013)
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rie de actores de hacer los RFGAA ampliamente 
disponibles, con consecuencias negativas para la 
investigación científica y el desarrollo agrícola”. 
Esa es la razón por la que nuevas vías tienen que 
ser exploradas.

El patrimonio común

Las crecientes protestas y la resistencia contra la 
privatización y apropiación han llevado a redes-
cubrir el concepto de patrimonio común, cuyos 
orígenes se remontan a la época medieval. El con-
cepto se ha vuelto más y más popular, al menos 
desde 2009, cuando Elinor Ostrom recibió el 
premio Nobel por su trabajo sobre el patrimonio 
común (por ejemplo, Ostrom, 1990). Ella y sus 
colaboradores llevaron a cabo cientos de estudios 
en diferentes países, analizando cómo la gestión 
colectiva de los recursos de uso común −en la 
mayoría de los casos bosques, zonas de pesca, 
praderas o pantanos− tiene que llevarse a cabo 
para tener éxito. Después de 30 años de trabajo, 
se identificaron ocho principios de diseño que 
hacen que una gestión común de los recursos 
naturales sea sostenible y estable durante largos 
períodos de tiempo5:

5.  Véase, por ejemplo: Ostrom (1990), Helfrich et al. (2010).

•	 Límites claramente definidos del recurso, de 
los usuarios y no-usuarios,

•	 Reglas de apropiación que se adapten a las 
condiciones locales,

•	 Acuerdos de elección colectiva para participar 
en la toma de decisiones,

•	 Seguimiento eficaz de los recursos y el uso de 
los mismos,

•	 Sanciones graduales que podrían aplicarse en 
caso de violación de las reglas de la comunidad,

•	Mecanismos de resolución de conflictos,
•	 Autodeterminación de la comunidad, acepta-

da por las autoridades estatales de alto nivel,
•	 Gobernanza policéntrica, es decir, en caso de 

grandes recursos, una gobernanza multinivel 
con la gestión de la comunidad local como base.

La calidad de vida de todas las personas mejo-
ra cuando forman parte de la elaboración de las 
normas y la toma de decisiones; la interacción 
entre las personas es el aspecto más importante 
del patrimonio común. El patrimonio común no 
es solo un recurso administrado de una manera 
determinada; el patrimonio común son las per-
sonas y la interacción entre ellas (el commoning), 
además de los recursos.

Es posible aplicar los principios anteriores a 
los recursos fitogenéticos para la alimentación y 
la agricultura: los límites de los usuarios autori-
zados pueden definirse a lo largo de las fronteras 
(inter)nacionales o a través de grupos especiales 
de cultivos. Una vez acordados los límites, los 
responsables políticos, investigadores, producto-
res y agricultores pueden negociar reglas efectivas 
de apropiación (quién puede utilizar el recurso, 
quién está autorizado a mejorar qué recursos fi-
togenéticos, etc.), las normas de control eficaz, 
sanciones graduales y mecanismos de resolución 
de conflictos. Incluso la autodeterminación y la 
gobernanza policéntrica son posibles −a nivel 
global ya tenemos un acuerdo común en varios 
de estos puntos: el TIRFGAA define los límites 
relativos a los cultivos y forrajes incluidos dentro 
de su ámbito; sus Estados miembros acordaron 
alguna autodeterminación de los agricultores (de-
rechos de los agricultores) y regulan la asignación 
de los recursos fitogenéticos. Puede ser parte de 
la gobernanza global del patrimonio común, si 

Autor: Gregor Kaiser
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se toman medidas concretas y eficaces a nivel na-
cional y local, teniendo las reglas del TIRFGAA y 
su espíritu en cuenta. Por desgracia, todavía hay 
oposición de varios Estados e instituciones que 
defienden los derechos de propiedad intelectual, 
derechos de productores fuertes y sus intereses 
nacionales solamente. Es por ello que el Acuerdo 
de Transferencia de Material (ATM, ver más aba-
jo) y el propio Tratado en general no excluyen las 
patentes sobre recursos genéticos vegetales. En el 
corazón del patrimonio común, tal y como yo en-
tiendo el concepto, está la idea de compartir los 
productos, ideas, conocimientos y recursos con el 
fin de mejorar el bienestar de la mayoría de las 
personas. Pero tenemos que tener cuidado: el po-
der de los actores dominantes (las corporaciones 
multinacionales, las universidades del norte, etc.) 
les permiten apropiarse de recursos genéticos sin 
compartir los beneficios y sin la participación y el 
acuerdo de los usuarios o comunidades tradicio-
nales de estos recursos. La biopiratería y la explo-
tación son las consecuencias de un mal o ingenuo 
entendimiento del patrimonio común.

Es importante tener en cuenta que hay una 
gran diferencia entre el patrimonio común y los 
bienes públicos. Los bienes públicos son de no 
rivalidad, es decir, el uso por parte de una persona 
no impide que otros usuarios utilicen el mismo 
bien, y al mismo tiempo (por ejemplo, el aire), y 
son no excluyentes, es decir, estos productos están 
disponibles para todo el mundo y nadie puede 
ser impedido de su uso. Nadie tiene que pedirle a 
nadie el poder utilizar los bienes públicos. El patri-
monio común también puede ser de no rivalidad, 
pero en la mayoría de los casos es excluyente −una 
determinada comunidad es una parte del patrimo-
nio común, ha acordado las normas y sanciones y 
un tercero que desee obtener acceso a un recurso 
administrado como patrimonio común debe so-
licitar el consentimiento de esa comunidad antes 
de usar dicho patrimonio común.

Código abierto y acuerdos de 
transferencia de material

Discutiendo acerca del patrimonio común, un 
ejemplo al que a menudo nos referimos es el con-
cepto de código abierto conocido por la informá-

tica. “Código abierto” significa, entre otras cosas, 
que el código de software es accesible para todas 
las personas interesadas, que es comprensible, 
que está sujeto a cambios y que no está sujeto 
al cargo de ninguna cuota de licencia. Durante 
varios años, los investigadores y los activistas han 
tratado de aplicar el modelo de código abierto 
a la investigación y el desarrollo biológico (por 
ejemplo Kipp, 2005, Hope, 2008). Uno de los 
mejores métodos conocidos es el modelo CAM-
BIA: un sitio web que se utiliza para compartir 
información sobre los nuevos avances en la me-
jora vegetal; los métodos publicados, herramien-
tas, etc. están patentados, pero no obstante se 
pueden utilizar para investigación adicional, si 
los usuarios están de acuerdo en compartir tam-
bién sus resultados. Pero este modelo no cuestio-
na los derechos de propiedad intelectual, los usa 
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y ofrece productos o métodos patentados solo 
para los miembros registrados.

En 1999, Michaels presentó una Licencia Públi-
ca General para Recursos Fitogenéticos (LPG-RFG) 
basada en los principios de la LPG de programas 
de software (Michaels, 1999). Pero su intención 
de ampliar el acceso a los recursos fitogenéticos 
protegidos solo a los productores no es suficien-
te; los agricultores, jardineros y otras partes deben 
poder tener acceso también. Todos los usuarios de 
materiales protegidos por la LPG-RFG tienen que 
adquirir la licencia de sus resultados y sus nuevas 
variedades de la misma manera, por lo que a través 
de efectos “virales” más y más recursos fitogenéti-
cos pasan a formar parte del patrimonio común 
protegido. Si esta vía no se ha explorado aún, hay 
necesidad de un órgano que establezca las normas 
para este tipo de licencias, porque puede haber la 
necesidad de diferentes licencias para diferentes 
semillas (ya hay 70 licencias de software de código 
abierto diferentes y la Iniciativa de Código Abierto 
las coordina y registra).

Una herramienta importante para la gestión 
del intercambio de recursos fitogenéticos de 
manera transparente son los Acuerdos de Trans-
ferencia de Material (ATM). En los ATM, pro-
veedores y usuarios de RFG fijan los términos 
de intercambio y definen los derechos de cada 
parte. Los ATM ya se utilizan en el intercambio 
de material biológico entre empresas, universi-
dades o en el contexto del TIRFGAA. El hecho 
de incluir referencias a LPG-RFG en un ATM 
significa, por ejemplo, que las partes se compro-
meten a compartir sus resultados con terceros o 
pagar beneficios a los agricultores, quienes de-
sarrollaron los recursos fitogenéticos utilizados 
originalmente.

Como se ha dicho anteriormente en este do-
cumento, los agricultores han desempeñado y 
seguirán desempeñando un papel importante 
en la mejora de las plantas y la protección de las 
variedades locales y silvestres. Pero a menudo 
su trabajo no es valorado adecuadamente por 
los fitomejoradores comerciales y la sociedad en 
general, al menos en los países desarrollados. En 
Filipinas, la Red MASIPAG6 ha establecido una 
red alternativa de agricultores, organizaciones 

6.  Véase www.masipag.org/cms (20.04.2013).

no gubernamentales y científicos para fomen-
tar la agricultura ecológica y la cría en granja. 
Sus más de 35.000 miembros están activos en 
45 de las 79 provincias del país. Las variedades 
terrestres se recogen, se describen, se registran y 
se establecen programas de mejora para la con-
servación, adaptación y nuevas variedades. Hasta 
hoy más de 1.100 variedades de arroz pueden ser 
conservadas y 500 nuevas variedades han sido 
producidas. Estas nuevas variedades no son lla-
madas variedades, ya que con el fin de eludir los 
derechos de protección de variedades de plantas, 
MASIPAG los llama selecciones −un término 
que no está definido en los acuerdos antes des-
critos. Estas selecciones se distribuyen en la red 
y pueden ser adaptadas a las condiciones climáti-
cas locales −sin ningún tipo de derechos de pro-
piedad intelectual, y con un tiempo menor de 
producción en comparación con la producción 
comercial de las variedades (Helfrich, 2012).

Cuando se aplican los principios de diseño del 
patrimonio común a las semillas veremos que 
podría ser posible organizar la producción de 
esta manera −y que el TIRFGAA podría ser un 
elemento de la gobernanza policéntrica, relativa 
al intercambio multilateral de las semillas. Pero 
para esto, deben seguirse al menos tres pasos im-
portantes: en primer lugar, la Junta de Gobierno 
del TIRFGAA debe adoptar una nueva resolu-
ción relativa a la concesión de patentes sobre 
recursos genéticos vegetales. Afirmando que el 
patentando de material “en la forma recibida” 
del sistema no está permitido, no es suficiente. 
Al menos debería acordarse un procedimiento 
que obligue a los usuarios de los recursos fitoge-
néticos recibidos en virtud del Tratado a poner 
sus resultados de nuevo en el sistema. En segun-
do lugar, el concepto de Derechos del Agricultor, 
que aparece bien formulado en el Tratado, debe 
ser implementado a nivel nacional −muy pro-
bablemente contra la enorme resistencia de los 
productores. Y en tercer lugar, el Sistema Global 
de Información previsto (Art.17 TIRFGAA), a 
través del cual la información sobre los recursos 
genéticos incluidos en el sistema puede ser com-
partida, tiene que ser desarrollado y establecido 
(Halewood et al., 2013: 17).
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Financiación de la reproducción en 
la era del patrimonio común

Pensar en la reproducción de nuevas variedades 
de plantas sin la posibilidad de solicitar los dere-
chos de propiedad intelectual significa que tene-
mos que pensar en otras formas de financiación 
de la reproducción e investigación −al menos en 
los países donde la distinción se ha establecido 
entre la reproducción y la agricultura. En primer 
lugar, el comercio con semillas tiene que ser ex-
cluido de la reproducción, porque el comercio 
todavía se puede hacer en los mercados. Conce-
bir los recursos fitogenéticos como patrimonio 
común protegido no significa que las semillas 
no tengan precio. Pero significa que no se puede 
incluir ningún derecho de licencia en el precio 
de las semillas y que los derechos de licencia no 
se pueden utilizar para la refinanciación de la 
reproducción. Además, la cosecha puede ser uti-
lizada para la re-siembra y bajo una gestión del 
patrimonio común no es posible prohibir esto. 
Nuevas instituciones tienen que ser establecidas 
para financiar la reproducción, la investigación 
y la protección y el desarrollo de variedades loca-
les. Posibles nuevos mecanismos de financiación 
podrían ser los siguientes:

•	 un aumento de las subvenciones para la repro-
ducción financiado con ingresos tributarios

•	 un cargo de reproducción que se añadirá al 
precio final de un producto,

•	 contribuciones de los agricultores y producto-
res o de sus organizaciones profesionales

•	 contribuciones obligatorias de los ciudadanos 
(por ejemplo, en Alemania hay una cuota de 
televisión y radio, cada hogar tiene que pagar 
una cantidad mensual especial),

•	 adquisición de patentes existentes y de los 
derechos de protección de variedades vegeta-
les por parte de instituciones sociales que las 
proporcionen para su posterior reproducción

•	 el establecimiento de fundaciones especializa-
das, que financien solo la reproducción pú-
blica, controladas por un comité consultivo 
compuesto por representantes de los diferentes 
grupos de la sociedad.

Algunos proyectos ya han organizado la repro-
ducción y la cooperación entre los agricultores y 
productores en este sentido, por ejemplo, Cría 
Justa7 (Fair Breeding) en Alemania/Austria o fon-
do semilla (Saatgutfonds) del alemán Zukunftss-
tiftung Landwirtschaft8. Ambas son iniciativas 
muy buenas e importantes, pero desempeñan 
un papel de menor importancia en el conjunto 
de los esfuerzos de mejora hasta el momento (si 
bien son muy importantes para aquellos produc-
tores que obtienen su financiación).

A continuación voy a describir un modelo de 
financiación y organización de la reproducción a 
nivel nacional basado en los principios del patri-
monio común; a escala global, el TIRFGAA po-
dría ser la entidad general que coordina las ins-
tituciones a nivel nacional (suponiendo que los 
anteriores cambios sugeridos se hubiesen puesto 
en práctica). Como se ha dicho, el fitomejora-
miento comercial no satisface necesariamente las 
necesidades de los agricultores y de la sociedad. 
Por ejemplo, en Alemania, la mayoría de los con-
sumidores están en contra de los transgénicos, 
pero los productores todavía invierten dinero en 
la investigación y producción de los OMG. Con 
el fin de satisfacer las necesidades de los consu-
midores y de los agricultores, debería establecer-
se un proceso diferente para decidir prioridades 
en materia de reproducción. Por ejemplo, una 
organización sin ánimo de lucro compuesta por 
productores, agricultores, académicos, ONGs, 
etc. podría estar a cargo de la supervisión de los 
programas de mejora y de investigación a nivel 
nacional y decidir sobre los proyectos y la finan-
ciación. Los fondos públicos que hoy han sido 
solicitados por cada compañía podrían ser asig-
nados a la nueva institución. Diferentes departa-
mentos podrían hacer frente a los diferentes tipos 
de cultivos, como las patatas, cereales, verduras, 
etc. Además, las características adaptadas a las 
condiciones regionales podrían ser desarrolladas 
para proporcionar las variedades más adecuadas 
a los agricultores. Dado el carácter no lucrativo 
de dicha organización, las patentes o derechos 

7.  Véase www.kultursaat.de o www.naturata-verein.de 
(20.04.2013). También Kaiser 2012, 173f.
8.  Véase www.saatgutfonds.de (20.04.2013). También Kaiser, 
2012, 171ff.
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de los productores que pudiesen concederse fi-
nalmente no conducirían automáticamente a un 
monopolio. Usando modelos de licencias como 
la LPG-RFG, la institución podría propagar 
rápidamente nuevas ideas compartiéndolas con 
otras organizaciones interesadas; ello podría me-
jorar y ampliar el acervo genético del patrimonio 
común a través del efecto viral de estas licencias. 
Este aspecto viral es muy importante para evitar 
la apropiación de nuevas variedades mejoradas 
por parte de las grandes corporaciones.

Conclusión

La biodiversidad agrícola y una gran variedad de 
recursos fitogenéticos, en general, son esenciales 
para la producción de alimentos en el futuro. 
Entre otras cosas, la comercialización de la re-
producción y la agricultura fueron las fuerzas 
motrices de una pérdida significativa de los re-
cursos fitogenéticos en el pasado. Es muy impor-
tante detener esta tendencia y mejorar la diversi-
dad de nuevo. Para mí, el único camino posible 
parece ser la abolición de los derechos privados 
de propiedad intelectual sobre los recursos gené-
ticos de plantas; al mismo tiempo, la producción 
debería reorganizarse de manera que trate a los 
recursos fitogenéticos como patrimonio común9 
−pero no como un bien público (global). Si las 
semillas, variedades o recursos fitogenéticos en 
su conjunto se convirtieran en un bien público, 
los agricultores locales se enfrentarían a las mul-
tinacionales deseosas de obtener la información 
y las semillas sin dar nada a cambio; ésta era la 
situación antes de la Convención sobre la Diver-
sidad Biológica y el Tratado Internacional sobre 
los Recursos Fitogenéticos para la Alimentación y 
la Agricultura. Por ello las poderosas políticas 
de los actores dominantes, las instituciones y 
los gobiernos tienen que ser tomadas en cuenta 
cuando se piensa en cambiar el sistema.

Como se dijo al principio, el número de 
patentes sobre recursos fitogenéticos sigue en 
aumento a pesar de que las patentes no pueden 

9.  Patentes adicionales sobre recursos fitogenéticos no son ni 
éticos ni conductores de la inversión. Para detalles, véase, por 
ejemplo: Patal (2010), Pirscher (1997), Leger (2005), Alston/
Venner (2000).

otorgarse en Europa en las nuevas variedades 
obtenidas con las técnicas convencionales de 
mejora10. Además, hay evidencias de que el 
acceso restringido a los recursos fitogenéticos 
también es un obstáculo importante para las 
empresas comerciales. Recientemente hemos 
podido observar algunos cambios de las políti-
cas por parte de algunas empresas: por ejemplo 
a principios de 2013 Syngenta anunció un nue-
vo sitio web para ofrecer sus productos y mé-
todos de cultivo hortícola para la investigación 
académica o sin ánimo de lucro en condiciones 
preferenciales11.

Hemos visto varios desarrollos teóricos y prác-
ticos que demuestran que hay alternativas a la 
situación actual del cultivo de plantas comercia-
les. A pesar de que la reproducción requiere una 
cantidad sustancial de fondos para el pago de 
los investigadores y la realización de las pruebas 
necesarias, este dinero no tiene que ser recauda-
do con la venta de las semillas, sino que podría 
proceder de otras fuentes.

Como ha demostrado el ejemplo de MASI-
PAG, la participación de los agricultores en el 
proceso de reproducción es un paso importante 
para alcanzar un mayor grado de interacción en-
tre los usuarios y los proveedores de semillas; es 
un requisito necesario para desarrollar variedades 
que satisfagan plenamente las necesidades de los 
agricultores (y los consumidores). 
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Introducción

Rudolf Steiner (1861 - 1925) es conocido como 
fundador de la antroposofía y, con ella, de dis-
tintos movimientos sociales y culturales en un 
amplio abanico de ámbitos, como las artes (eu-
ritmia y arquitectura), la agricultura (agricultura 
biodinámica), la medicina (medicina antroposó-
fica), la terapia social (movimiento Camphill y 
terapia bibliográfica) y en la pedagogía (Escuelas 
Waldorf ). También fueron de inspiración an-
troposófica las primeras bancas éticas Europeas 
como la GLS (iniciales alemanas para ‘Banca 
Comunitaria de Préstamos y Donaciones’) y el 
Triodos Bank de los países bajos, ambos surgidos 
en los años 70 y hoy entre las bancas de mayor 
crecimiento en Europa al haber pasado incólu-
mes a la crisis financiera que ha azotado a la ban-
ca comercial convencional. Distintas empresas, 
fundaciones y asociaciones fueron también crea-
das y siguen en mayor o menor grado las ideas 
de Steiner relativas a la economía y la gestión. 
De hecho, más allá de sus intentos de estable-
cer una base objetiva para enmarcar y profun-

Rudolf Steiner 
y los bienes comunes: 
la fenomenología social como
herramienta para la evaluación  
y gestión de los bienes comunes

dizar en conocimientos esotéricos, Steiner fue 
un infatigable reformador social. Sus esfuerzos 
en crear alternativas prácticas al modelo de de-
sarrollo económico imperante (Steiner, 1920 y 
1922) fueron particularmente intensos en la fase 
final de su vida a raíz de su preocupación con la 
realidad y las consecuencias de la primera guerra 
mundial y los acontecimientos convulsivos so-
ciales que presenció en la Alemania de posguerra, 
primero con la república de Weimar donde quiso 
influenciar los rumbos del país con su propues-
ta de la trimembración social (Steiner, 1920) y 
después con el ascenso del nacionalsocialismo 
en Alemania, desarrollos que lo llevaron a aban-
donar Alemania en 1923, después del golpe de 
estado de Múnich. 

Sin embargo, Steiner es poco conocido fuera 
de los ámbitos antroposóficos y particularmente 
en el campo de la ecología política y de la eco-
nomía ecológica sus propuestas de reforma y de 
acción social no suelen ser citadas y aún menos 
aplicadas. También a la inversa, se puede afirmar 
que son relativamente pocas personas vinculadas 
a la antroposofía las que se han adentrado en las 
discusiones y propuestas que marcan las agendas 
de la ecología política de carácter no antroposófi-
co o aún en el campo de la economía ecológica. 
Por ello, puede sonar raro el intento de conectar 
Steiner a la discusión en torno a los bienes comu-
nes, tema al cual sus ideas y propuestas no suelen 
estar asociadas. No obstante, como se argumen-
tará en este breve ensayo, los principios de la eco-
nomía asociativa propuesta por Steiner pueden 
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aportar interesantes e importantes ideas cuanto a 
la gestión y organización de los bienes comunes, 
más allá de los sistemas comunales tradiciona-
les. Particularmente, pueden aportar un marco 
para la gestión consciente y autoorganizada de 
bienes y realidades socio-ecológicas más com-
plejas y abiertas, en contraste con la gestión de 
bienes comunes más delimitados y homogéneos, 
como suelen ser los ejemplos clásicos de zonas 
de pastoreo −por más contemporáneo que sean 
ejemplos como los de la Gruyère suiza− o aún 
zonas de caza, pesca y recolección de sociedades 
tradicionales. Inversamente, como procuraré in-
dicar y se puede percibir en los demás artículos 
de este monográfico, el marco de discusiones 
y propuestas en torno a la recuperación de los 
bienes comunes pueden aportar importantes 
elementos para enriquecer y fortalecer las ideas 
y propuestas en el campo de la economía asocia-
tiva de inspiración antroposófica. Por todo ello 
se sugerirán algunos posibles puentes y vías de 
diálogo entre esos movimientos con la intención 
de que se vean reforzados mutuamente. Aunque 
hecho de manera puramente indicativa y resumi-
da, espero con ello animar a otros a profundizar 
en este sendero de exploración recíproca que nos 
parece muy prometedor.

La Economía Asociativa y la 
Trimembración Social de Steiner 

Un primer aspecto epistemológico y práctico en 
sus repercusiones a resaltar es el hecho de que 
las propuestas de Steiner nunca se han presen-
tado en términos de un programa a ser seguido 
(como lo podrían ser el comunismo, el fascismo 
o incluso el liberalismo), sino como lo resultante 
de su observación y comprensión holística de la 
realidad y de las condiciones para su evolución. 
Las propuestas, según Steiner, deben basarse no 
en el juicio moralizante, sino en la comprensión 
profunda de la realidad, en lo que él denomi-
na la observación  atenta de la vida. Para ello, 
Steiner se basó en la visión del mundo de Jo-
hann Wolfgang von Goethe quien, en marcado 
contraste con el reduccionismo y mecanicismo 
de la ciencia Newtoniana entonces en fase de 
consolidación, propuso una perspectiva feno-

menológica que, partiendo del todo dinámico y 
vivo, busca comprender las partes en su contexto 
y movimiento. Superando la pretensión de ob-
jetividad y simplificación de la ciencia mecani-
cista, tanto Goethe como, siguiendo sus pasos 
Steiner, reconocieron el rol fundamental de la 
consciencia individual a la hora de aprehender la 
realidad en la medida en que el fenómeno como 
tal emerge precisamente en el encuentro entre el 
proceso del pensar del observador y los estímu-
los sensoriales captados por los sentidos (Steiner, 
1886; Bortoft, 1996; Kaplan, 2002). Es decir, el 
fenómeno no es un proceso externo, indepen-
diente del observador, ni un proceso puramente 
interno, del pensar. Es un fenómeno emergente 
del diálogo entre la actividad interna del espirito 
humano y la realidad externa. En este sentido, 
debemos entender el pensamiento autoreflexivo 
humano como un órgano de percepción a más, 
en la medida en que la reflexión percibe el pro-
ceso interno del pensar, así como el ojo percibe 
colores o el oído percibe sonidos. 

Llevando esta concepción fenomenológica de 
la realidad y del pensar a la acción humana, de 
manera similar a Gandhi con su satyagraha (el 
amor o la adhesión a la verdad), Steiner afirma 
que la acción individual y social del individuo 
debe surgir no del cálculo estratégico (la elección 
de los ‘mejores’ medios para alcanzar un determi-
nado fin) y tampoco de un compromiso moral de 
hacer el ‘bien’ en lugar del ‘mal’ (lo que supone 
la adhesión a determinados programas o ideolo-
gías). Tampoco debería nascer de la adhesión a los 
valores culturales dominantes entendidos como 
un marco normativo para la ‘buena’ o la ‘mala’ 
conducta social. Al revés, en la concepción de 
Steiner (1886 y 1894), la acción debe nascer de 
la inalienable libertad del individuo a partir de 
la consciencia empática del fenómeno mismo, es 
decir de la búsqueda de coherencia con la verdad 
profunda percibida. Es decir, de una libertad fon-
dada y centrada en la consciencia humana. Por 
ello, como para Gandhi al practicar la no-violen-
cia pero abogar por el satyagraha, las propuestas 
de Steiner se basan en su propia comprensión 
profunda de la realidad y, como tal, deberían ser 
seguidas sólo en la medida en que resuenan y se 
integran en la conciencia del individuo que, de 
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esta forma, las hace libremente y conscientemente 
suyas. No como una ‘hoja de ruta’ a ser seguida 
ciegamente por los demás.

Es de esta perspectiva también que podemos 
comprender la defensa que hace Steiner de la 
emancipación moderna del individuo que logra 
libertarse del pensamiento basado en la adhesión 
a la tradición y a las verdades recibidas dogmá-
ticamente. Sin embargo, y por la misma defensa 
de la libertad y consciencia individual, Steiner 
repudió también el control burocrático y corpo-
rativo del individuo, así como la libertad egocén-
trica y de corta visión vehiculada por las fuerzas 
económicas modernas, del homo economicus y de 
la mano invisible que, como vemos cada vez más, 
acaban haciendo que las fuerzas económicas se 
impongan a los individuos y colectividades, ne-
gándoles su libertad. Steiner se oponía, así, tanto 
al estatismo típico de los regímenes comunistas 
y a los excesos de la gestión pública, burocra-
tizada, del territorio (basados en la normativa 
y el control coercitivo), como a los excesos del 
libre-mercado desprovisto de consciencia. A la 
vez, tampoco propugna una vuelta romántica a 
las sociedades tradicionales basadas en la mo-
ralidad y los valores heredados. Frente a ellos, 
proponía la autogestión y el libre-asociacionis-
mo económico a partir de la adhesión voluntaria 
fundamentada en la conciencia, las necesidades 
sentidas y la libertad de cada cual. 

Es en este sentido que ya podemos encontrar 
un primer punto de contacto entre las ideas de 
Steiner y la cuestión de los comunes, en la medi-
da que estos también se alejan tanto de la visión/

gestión tecnocrática/administrativa, como de la 
apropiación/gestión regida por criterios crema-
tísticos, de ‘eficiencia de mercado’. Como reto-
maremos en la parte final de este escrito, tanto 
la organización asociativa, como la gestión de los 
comunes se basa mucho más en lo que Haber-
mas (1968) denominó la ‘razón comunicativa’ 
que en la ‘razón instrumental’ característica de 
las dos primeras. Sin embargo, la propuesta de 
Steiner se basa en la razón y la argumentación, 
distintamente a los regímenes comunales tradi-
cionales fundados en la tradición y la adhesión. 
De ahí el interés en analizar sus propuestas como 
fundamento para una gestión y apreciación mo-
derna de los bienes comunes, basada en la razón 
empática y en la argumentación. 

Otro elemento fundamental de la concepción 
de Steiner es su concepción del Orden Social 
Tripartido que sugiere que las esferas cultura-
les, políticas y económicas de la sociedad tienen 
que trabajar juntos sin perder su especificidad e 
individualidad. Cada uno de estos tres ámbitos 
tiene una tarea particular: las instituciones de 
carácter político celan por la igualdad política 
y por la protección de los derechos humanos de 
todos independientemente de sus diferencias 
individuales, base para el equilibrio político y la 
paz social. El ámbito cultural se desarrolla bajo 
la libertad de expresión y pensamiento, pro-
moviendo el desarrollo sin trabas del mundo de 
la cultura y del espíritu humano (Geist) en los 
campos de la ciencia, del arte, de la educación, 
de la religión y de la espiritualidad. Ya en el cam-
po económico, la complementariedad de intere-
ses diversos nacidos de la división del trabajo son 
potenciados en la medida que los productores, 
distribuidores y consumidores puedan asociarse 
en libres asociaciones económicas fundadas en la 
fraternidad humana como forma de atender a 
las necesidades fundamentales de cada individuo 
y de la colectividad en su conjunto a partir de las 
complementariedades existentes. Entendiendo 
el carácter eminentemente simbiótico resultante 
de la división social del trabajo y del carácter 
libre de los intercambios económicos, Steiner 
apunta hacia el hecho de que en un organismo 
económico la satisfacción de las necesidades del 
individuo se ve tanto mejor atendida cuanto más 

CSA - Community Supported Agriculture (Fuente: 
http://www.sweetmfarm.com/photographs.htm)
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este trabaja por la satisfacción de las necesida-
des de la colectividad. De esta forma, más allá 
de la visión centrada en la competitividad que 
caracteriza la concepción económica liberal con-
vencional, Steiner apunta hacia la cooperación 
como base de un organismo económico sano. Es 
en este sentido también que podemos entender 
una de las máximas de la economía asociativa 
de que para un organismo económico sano cada 
cual debe aportar en función de sus capacidades 
y recibir en función de sus necesidades, funda-
mentándose pues en la fraternidad. Llegado este 
punto, es importante subrayar que la fraternidad 
asociativa se distingue claramente del redistri-
butivismo paternalista característico de los regí-
menes basados en el control/acción del estado o 
de las administraciones en la medida en que la 
fraternidad no debe ser entendida como pater-
nalismo jerárquico (según el cual los que están 
‘arriba’ o que ‘tienen más’ redistribuyen hacia los 
de ‘abajo’, los que ‘tienen menos’), sino como 
respeto y respuesta empática a las necesidades 
humanas fundamentales que todos tenemos en 
común, a la vez que se reconoce la complemen-
tariedad existente entre la diversidad de capaci-
dades e circunstancias individuales de cada uno, 
base para el asociacionismo económico.

A la vez Steiner intentó señalar los peligros de 
que estas tres esferas se independicen o busquen 
imponer su orden de funcionamiento a las de-
más. Así la libertad de mercado desprovista de 
la conciencia de la interdependencia social y de 
los requisitos para el sano funcionamiento del 
organismo económico –es decir la fraternidad– 
alimenta la codicia y el egoísmo. Ya la igualdad 
aplicada al campo de la cultura y del pensa-
miento, como ocurre en los regímenes políticos 
cerrados, en el fundamentalismo y también en 
consecuencia de los intereses de masificación de 
los mercados culturales y del ocio por parte de 
las corporaciones económicas, lo que podemos 
observar es la disfunción social y la opresión del 
individuo. Por último, los principios de fraterni-
dad aplicados al campo de la política institucio-
nalizada, por medio del cual distintos grupos y 
ámbitos institucionales se protegen y favorecen 
mutuamente, lleva a la corrupción y a la degene-
ración de la política y de la sociedad. 

Por ello Steiner defiende, para el momento 
histórico de su época y podemos decir también 
para el actual, una correcta separación y orga-
nización tripartida de la sociedad y también de 
las instituciones ya que este principio general se 
aplica a todos los niveles de la organización so-
cial, (empresas, asociaciones, organismos econó-
micos, países e incluso a nivel del individuo, en 
la medida en que podemos observar una analo-
gía orgánica una vez que la salud del organismo 
individual está basada en la correcta separación 
y complementariedad de sus sistemas neuro-sen-
sorial −base del pensar−, circulatorio-respirato-
rio −base del sentir− y metabólico-motor −base 
del hacer−, cada cual con sus propios principios 
fundamentales de organización). También para 
la gestión social de los bienes comunes, tal se-
paración y coherencia entre estas tres instancias 
puede mostrarse fundamental en la medida en 
que, asociativamente, se gestiona un bien común 
a partir del equilibrio y complementariedad en-
tre esos tres ámbitos, como ocurre actualmente 
en diversas escuelas Waldorf donde profesores, 
padres y otros implicados colectivamente gestio-
nan la Escuela a partir de la trimembración; o 
aún en experiencias de agricultura sostenida por 
la comunidad (Community-Supported Agricul-
ture - CSA) donde consumidores y productores 
se asocian con la intención de, recíprocamente, 
atender sus necesidades complementarias y don-
de, más allá de las cooperativas de producción o 
de compra, lo que encontramos es un organis-

CSA - Community Supported Agriculture (Fuente: 
http://www.sweetmfarm.com/photographs.htm )  



62 ecologíaPolítica

mo económico asociativo, organizado según los 
principios de la trimembración. 

Conclusiones y algunos puentes más 

Antes de seguir con estos ejemplos de la eco-
nomía asociativa como forma de gestión de los 
bienes comunes, sugerimos un cuadro compara-
tivo de las cuatro formas básicas de propiedad/
gestión del territorio que desarrollaremos a con-
tinuación (cuadro 1) para, a partir de ahí, tejer 
algunos puentes más con la economía asociativa.

En este cuadro, los bienes de libre acceso son 
aquellos que aún no poseen una propiedad y 
ni normas de funcionamiento definidos social-
mente. Al no estar sujetos a un pacto social 
previo que regule su apropiación/utilización 
por parte de los individuos o colectividades 
humanas, podemos entender que se trata de 
sistemas autoorganizados (como la atmósfera o 
los ecosistemas salvajes o incluso los ejemplos 
imaginados por Hardin (1968) en su famoso y 
equivocado ensayo que consideraba ejemplos 
de libre-acceso como si fueran bienes comu-
nes). Son sistemas que podemos encontrar a 

una diversidad de escalas que van desde el más 
pequeño organismo simbiótico, hasta los sis-
temas planetarios y cósmicos. Al ser externos 
a la intervención humana, lo que rige tanto 
su evaluación, como su eventual apropiación 
humana, es la fuerza. La fuerza de los hechos 
y la imposición de la primacía en la medida en 
que es el primero en llegar o aquel capaz de 
imponer su criterio social quienes decidirán. 
Sin embargo, una vez que penetran en la esfera 
de lo social, estos serán evaluados y apropiados 
según una de las tres otras formas de propiedad 
que aparecen a continuación en el cuadro, de-
jando de ser, por lo tanto, bienes de libre dispo-
sición. Desde el punto de vista de recomenda-
ciones para su equilibrio dinámioa, habiendose 
estructurado a partir de una deriva evolutiva 
propia, autoorganizada, la mejor y única forma 
de mantener su integridad y continuidad es la 
no-interferencia humana, es decir, preservar su 
carácter autoorganizado y salvaje. 

Una segunda forma, resultante de la interac-
ción del ser humano con su entorno para satis-
facer sus necesidades, es la gestión y apropia-
ción comunal, ampliamente analizadas en este 

Sistema/
Bienes

Propiedad 
social

Lógica organiza-
tiva

Escala y comple-
jidad de funcio-
namiento óptimo

Sistema de eva-
luación/
decisión

Recomendaciones 
de política

Libre- 
Acceso

Inexistente Autoorganización Todas Fuerza No interferencia

Comunes Comunal Autoorganización 
social

Pequeña/
Local

Participativos, cul-
turales, políticos, 
post -normales . 
Cualitativos

Promoción de me-
canismos y procedi-
mientos de carácter 
participativo y de 
resolución no vio-
lenta de conflictos

Públicos Pública Administrativa
Media/
Local-nacional

Técnicos, políti-
cos, administra-
tivos

Públicas/
Administrativas
Arriba-abajo

Privados Privada Privada/
mercado

Grande/
Local-transnacio-
nal

Individuales/
económicos

Preservación del li-
bre-mercado y del 
crecimiento econó-
mico

Cuadro 1: Distintos bienes/sistemas de propiedad (Fuente: Elaboración propia)
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monográfico. De cara al cuadro propuesto, sólo 
queremos resaltar algunos aspectos de esos bie-
nes: en primero lugar, el hecho de no ser bienes 
libres sino bienes vinculados a una determinada 
comunidad humana (evitamos aquí hablar en 
términos de propiedad ya que lo que caracteriza 
muchas de las realidades comunales tradicionales 
es la ausencia del concepto de propiedad en la 
medida en que más que propietarios, estas co-
lectividades se veían como tributarias y parte del 
medio, en una relación simbiótica y no en térmi-
nos de un ordenamiento jurídico definiendo y 
protegiendo la propiedad). Podemos ver que en 
estas sociedades, el criterio de evaluación, apro-
piación y relacionamiento se basa, en general, en 
criterios culturales (los valores tradicionales y de 
identidad/cohesión del grupo) y políticos (en el 
sentido de las opciones y decisiones individuales 
y colectivas resultantes del pacto social, históri-
camente cambiante y específico, de cada grupo). 
Tanto en los regímenes tradicionales, como en 
los casos más actuales, podemos ver que es la 
horizontalidad y el carácter autoorganizado so-
cial lo que caracteriza la gestión de los bienes 
comunes, lo cual, para los casos más actuales, re-
quiere procedimientos post-normales, en la línea 
de la propuesta de Raveetz y Funtowicz (1993), 
preservándose la horizontalidad y la diversidad 
de perspectivas legítimas a la hora de evaluar y 
gestionar esos bienes. En todos esos casos, más 
que aspectos cuantitativos (también presentes), 
son los aspectos cualitativos los que predomi-
nan (valores, relaciones de poder y los ‘juegos 
de lenguaje’ típicos de lo que Habermas (1981) 
denominó la ‘acción comunicativa’). Desde el 
punto de vista de la escala de funcionamiento/
existencia, el carácter comunal que caracteriza 
esos bienes y la necesaria preservación  del ca-
rácter horizontal y participativo hacen que sean 
sistemas que funcionan a una escala humana, 
local. Una vez que el sistema crece demasiado, 
podemos observar que formas más verticales y 
centralizadas de evaluación y toma de decisión 
suelen predominar, llevando a una gestión de ca-
rácter más vertical y menos horizontal. Es decir, 
entramos en un sistema basado en normas y pro-
cedimientos formales y relaciones jerárquicas de 
poder típicas de los sistemas y bienes públicos. 

En esos sistemas/bienes públicos, en lugar 
de la razón comunicativa, empieza a vigorar la 
razón instrumental (Habermas, 1981) o lo que 
Max Weber (1944) estudió en términos de pro-
ceso de racionalización, en la medida en que lo 
que se busca es la adecuación de los medios a 
los fines (sea la adecuación a las leyes, normas y 
procedimientos, sea la adecuación a los objetivos 
y metas de la planificación). En la medida en 
que el sistema se basa en una jerarquía admi-
nistrativa y en niveles de poder, existe un límite 
físico de escala y complejidad para su correcto 
funcionamiento dado por la distancia entre el 
hecho (bien/sistema público) administrado y el 
administrador/nivel de poder capaz de tomar 
la decisión. Una distancia demasiado grande 
(como observamos en las instituciones europeas 
o en las instituciones supranacionales, por ejem-
plo) suele generar una dificultad creciente en la 
adecuada circulación de las informaciones y en 
la implementación de las decisiones. Es decir, 
tiende a ser disfuncional en términos de adecua-
da apreciación y respuesta a la realidad concreta 
considerada. Ello suele traducirse en rigidez y 
lentitud de adaptación hasta que, como ya lo 
apuntaba Kohr, observamos sistemas que o bien 
se derrumban bajo su propio peso, o bien ex-
plotan por sus presiones internas (Kohr 1957 y 
Stahel, 2007). 

La última forma es la propiedad privada. En 
ella el individuo o el sujeto jurídico (empresas, 
corporaciones y también cooperativas o funda-
ciones) hacen valer su derecho de propiedad y li-
bertad de acción en la medida en que esta no esté 
limitada por ningún tipo de regulación jurídica 
y/o cultural/ética. Es decir, predomina el criterio 
individual y no el colectivo. En la medida en que 
son empresas comerciales con objetivos o nece-
sidades de supervivencia económica, en última 
instancia predominan los criterios crematísticos 
de la eficiencia del mercado de forma que, como 
lo puso Polanyi (1944), el orden de producción, 
distribución y consumo es confiado al mecanis-
mo autoregulado del mercado en el cual el cál-
culo económico regula las relaciones sociales y 
las relaciones del ser humano con su entorno. 
Siendo un mecanismo basado en los libres acuer-
dos locales entre compradores y vendedores, su 
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carácter autoregulado permite una gran flexibi-
lidad y adaptación a distintas escalas y contextos 
que van del pequeño intercambio local hasta el 
funcionamiento de los mercados globales. Sin 
embargo, la avaluación y apropiación/transfor-
mación de los bienes, recursos y sistemas resulta 
de un criterio extremamente reduccionista y de 
corta visión: la rentabilidad crematística en las 
transacciones. Subordina, en la imagen de Marx, 
las relaciones cualitativas  políticas entre los su-
jetos sociales (y, podemos añadir, las realidades 
ecológicas) a las relaciones de compra y venta del 
mercado, es decir, relaciones cuantitativas entre 
objetos. Sin embargo, para su funcionamiento 
autoorganizado, exige precisamente la no-in-
terferencia de factores externos no-económicos 
como lo son la regulación política y cultural de 
modo que, en palabras de Polanyi (1944: 104-
105) “en lugar de que la economía se vea mar-
cada por las relaciones sociales, son las relaciones 
sociales quienes se ven encasilladas en el interior 
del sistema económico”.

Podemos ver, así, que distintas formas de propie-
dad y de representación de la realidad del territorio 
o de los bienes van asociados a distintas formas de 
evaluación de la realidad y también a distintas for-
mas de organización social. A la vez, podemos ver 
que las características intrínsecas de esos distintos 
regímenes de gestión los hacen apropiados para 
distintas escalas y grados de complejidad. Sistemas 
autoorganizados como los sistemas naturales libres 
o incluso el libre-mercado le dan al sistema un gran 
grado de flexibilidad y adaptabilidad, lo que per-

mite abarcar sistemas de larga escala, complejidad 
y dinamismo. El mismo carácter autoorganizado 
lo encontramos en la organización de los bienes 
comunes. Sin embargo, en la medida en que los 
regímenes comunales tradicionales se basan en los 
valores y conocimientos heredados y plasmados en 
las normas tradicionales que rigen la organización 
social y la gestión de los bienes, esos sistemas pue-
den encontrar dificultades de adaptación a contex-
tos rápidamente cambiantes o a la introducción de 
nuevos elementos disruptivos. Ello puede ser ob-
servado tanto en los casos clásicos de introducción 
de nuevas tecnologías (como por ejemplo el caso 
clásico de los Yir Yoront estudiado por Lauriston 
Sharp (1952), como en la actualidad cuando co-
munidades tradicionales entran en contacto con 
las fuerzas económicas, culturales y administrativas 
expansivas de la modernidad.1 Ello suele ser así sea 
porque algunos miembros del grupo se vinculan/
benefician de esos nuevos elementos y no se sujetan 
más a las reglas tradicionales, o sea porque las fuer-
zas externas se apropian de los recursos comunales 
en un proceso de cercamientos. En muchos casos, 
el cambio en los valores culturales y en las reglas de 
conducta social heredados no son capaces de ha-
cer frente a la nueva realidad y sus requerimientos, 
mientras que en otros los elementos nuevos rom-
pen y deslegitimizan las identidades sociales y cul-
turales tradicionales al introducir nuevos valores, 
aspiraciones y necesidades, con lo que la pertenen-
cia a la comunidad tradicional deja de funcionar 
como elemento guía de la acción social. 

Es frente a este tipo de situaciones que el enfo-
que de Steiner puede aportar elementos nuevos y 
fundamentales para la gestión comunal de los bie-
nes. Al estar basada no en los valores tradicionales 
heredados, sino en la observación fenomenológica 
presente de las realidades y en la argumentación 
razonada entre los miembros del grupo, que per-
mite dar respuestas mucho más adaptadas a rea-
lidades nuevas y más complejas. Principios como 
las elecciones y votaciones sociocráticas, la tri-
membración social o la aplicación de la ‘ley social 

1. Un buen  estudio del conjunto de fuerzas políticas, econó-
micas, técnicas y culturales por detrás del derrumbe de sistemas 
tradicionales de organización y gestión de los bienes comunes 
puede ser encontrado en Helena Norberg-Hodge (1992) y tam-
bién en el monográfico del The Ecologist (1992) dedicado a los 
bienes comunes.

Escuela Waldorf: la Prairie Moon (Fuente: 
http://wellcommons.com/groups/locavores/2011/
apr/8/prairie-moon-waldorf-school-earns-state-/)
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fundamental’ son todos elementos que pueden 
servir para la gestión práctica y efectiva de bienes 
comunes. Particularmente, el potencial descom-
pasado entre las realidades comunales cambiantes 
y los valores culturales con sus inercias deja de 
ser problemático en la medida en que la razón 
comunicativa y las relaciones dialógicas se aplican 
no a la construcción de los valores culturales com-
partidos, sino a la comprensión de los fenóme-
nos y realidades comunales presentes. Dinámicas 
participativas; prácticas de evaluación científica 
post-normales; análisis multicriterio; prácticas 
de comunicación y de resolución no-violenta de 
conflictos y todo tipo de prácticas de evaluación y 
de aprensión de la realidad de carácter horizontal 
e inclusivas no solo son posibles como también 
necesarias en la medida en que es la comunidad 
afectada e interesada en determinado bien común 
que, a cada momento, busca organizar y orientar 
la acción social en función de este conocimiento 
del fenómeno construido colectivamente y ob-
servado a cada instante a partir de las dialécticas 
comunicativas y no en cuanto saber y conoci-
miento culturalmente cristalizado y transmitido 
de generación en generación, esperando que la 
acción social e individual se conforme con esta 
tradición. Es decir, podríamos decir que el enfo-
que fenomenológico propuesto por Steiner actua-
liza la razón comunicativa al contexto moderno, 
basándose en la razón y la libertad en contraste 
con los contextos tradicionales de los valores he-
redados y la conformidad. 
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Pesca, de los comunes a las cuotas 
individuales transferibles

Miquel Ortega Cerdá*

¿Quién tiene derecho a pescar? Esta es una de 
las preguntas centrales en cualquier gestión pes-
quera imaginable.  

La respuesta más básica a la pregunta es el 
acceso libre, es decir, que pesque quien quiera 
cuando quiera. No obstante ya hace tiempo que 
es bien conocido que el acceso libre fácilmente 
llevará a la sobreexplotación, y que ante un re-
curso pesquero limitado los pescadores activos 
tendrán una tendencia a limitar el acceso a otros 
potenciales interesados para repartirse entre ellos 
el recurso disponible. 

Por otra parte, históricamente pescar no ha 
sido una actividad individual –pues la compra 
de las herramientas de pesca en muchas ocasio-
nes superaba la capacidad individual de compra 
–, y por ello desde hace centenares de años en 
muchas zonas de todo el mundo se desarrollaron 
organizaciones pesqueras que facilitaban la tecno-
logía necesaria y al tiempo realizaban una gestión 
conjunta de la pesca local, limitando también el 
acceso a la misma a sus miembros. En España 
tenemos ejemplos documentados desde el siglo 
XIV a través de las cofradías, unas entidades que 
realizaron prácticas de gestión comunal de los 
recursos marinos mucho antes de que el Estado 
comenzara a intervenir en la planificación de la 
gestión del recurso. Estas prácticas de gestión 
comunal fueron progresivamente abandonadas 
conforme el Estado, acompañando el proceso de 
industrialización de la pesca, fue aumentando su 
intervención en la gestión pesquera, pasando a de-
cidir unilateralmente quién tiene derecho a acce-
der a la pesca y quién no, a través de una compleja 
reglamentación. No ha sido hasta recientemente 
que en España se han comenzado a implementar 
de nuevo prácticas de cogestión pesquera, en la 
línea de lo estudiado por ejemplo por Elinor Os-

trom y su equipo como posibles alternativas de 
gestión comunal de los recursos.  

El acceso libre al recurso es, por tanto, un sis-
tema de gestión pesquera cada vez más acotado, 
y casi en extinción en los países con mayor ca-
pacidad de gestión administrativa, entre los que 
se encuentran todos los europeos.

Múltiples sistemas de gestión pesquera 
para limitar el acceso a la pesca  

Con el tiempo se han desarrollado decenas –si 
no centenares− de sistemas de gestión pesquera, 
principalmente a través de dos grandes familias 
de mecanismos: la limitación de la actividad 
pesquera (por ejemplo limitando el número de 
embarcaciones a través de censos cerrados y/o 
el tiempo en el mar, o la limitación de las zonas 
donde se puede pescar) y la limitación de las 
capturas finales (a través del establecimiento de 
cuotas de captura o mecanismos similares). 

En las últimas décadas –principalmente en la 
última− ha aumentado la presión para privilegiar 
entre todas las alternativas posibles una de ellas, la 
gestión a través de las llamadas cuotas individuales 
transferibles. Estos sistemas funcionan a través de 
la asignación a cada embarcación –de manera in-
dividual− del derecho a pescar una cantidad deter-
minada de capturas, permitiendo explícitamente 
en la mayoría de los casos, y en cualquier caso im-
plícitamente, la compra-venta de los derechos, así 
como el alquiler o venta temporal de las mismas. 

La idea de asignar cuotas individuales transferi-
bles a la pesca no es nueva; existen trabajos científi-
cos al respecto desde los años 50, algunos países las 
adaptaron para algunas pesquerías a finales de los 
años 70, y en 1986 por primera vez un país –Nueva 
Zelanda− optó íntegramente por apostar por las 
cuotas individuales transferibles en la gestión de 
todas sus pesquerías. Sin duda es un sistema con 
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ventajas y desventajas bajo la perspectiva técnica, 
no obstante en este texto se quiere plantear una 
reflexión sobre el contexto político que las está pro-
moviendo, ya que la intensidad con que esta pro-
puesta ha sido apoyada requiere un análisis, a mi 
entender, más amplio que el estrictamente técnico.

Promoviendo la extensión de las 
cuotas individuales de pesca  

El origen del impulso de las propuestas basadas en 
la asignación individual de cuotas en la pesca se 
ha de buscar en EE.UU., aunque en la actualidad 
también podemos encontrar organizaciones tra-
bajando en la promoción de esta idea en todo el 
mundo. Por ejemplo en Europa destaca el intenso 
trabajo que está realizando la organización ameri-
cana Environmental Defense en los últimos años.

Desde la vertiente política la promoción del 
concepto en EE.UU. ha corrido a cuenta de 
una pléyade de organizaciones políticas conser-
vadoras promotoras del libre mercado. Una de 
las más activas es la organización conservadora 
Frontiers of Freedom cuya misión “es promover 
los principios de la libertad individual, la paz a 
través de la fuerza, los límites en el gobierno, la 
empresa libre, los mercados libres, y los valores 
americanos tradicionales”1, y que adquirió cierta 
popularidad en la primera década de este siglo 
por su agresiva campaña negacionista del cambio 
climático financiada por las principales empresas 
petroleras2. El presidente de esta organización 

1. Más información en: http://www.ff.org/. Última visita 17 
de abril de 2013.
2. http://www.sourcewatch.org/index.php/Frontiers_of_Freedom. 
Última visita 17 de abril de 2013.

coordina la “Catch shares coalition” que pro-
pone las cuotas individuales como un “sistema 
CONSERVADOR (en mayúsculas en el texto 
original) de gestionar las pesquerías”3.  

Naturalmente esta coalición política no es la 
única, y otras organizaciones han trabajado en 
esta línea. Por su carácter transversal (apoyo a 
ONGs, centros de investigación, movimientos 
políticos, etc.) resulta especialmente interesante 
entender la dinámica de la financiación privada. 
Una parte importante de las actividades políticas 
para la promoción de las cuotas individuales ha 
sido financiada a través de programas de algunas 
de las grandes fundaciones conservadoras ameri-
canas pro libre mercado. Así, por ejemplo la Alex 
C. Walker Educational and Charitable Foundation 
(cuyo lema es “aproximaciones de mercado para 
solucionar las desigualdades económicas y prote-
ger el medio ambiente”) financió4 en la primera 
década de este siglo, conjuntamente con la Charles 
G. Koch Charitable Foundation5 (una fundación 
pro libre mercado que ha financiado todo tipo de 
actividades relacionadas con el libre mercado y a 
organizaciones como el Tea Party6),  la creación 
de una coalición de entidades formada por la an-
teriormente citada Environmental Defense Fund, la 
organización Property and Environmental Research 
Center (PERC)7 (cuya misión es mejorar el medio 
ambiente a través de los derechos de propiedad y 
el libre mercado) y la Reason Foundation8 (igual-
mente dedicada a la defensa del libre mercado) 
dedicada desde el año 2003 a la promoción de 
las cuotas individuales a través de encuentros con 
políticos y la realización de publicaciones9. Esta 
coalición es únicamente un ejemplo; estas mismas 
organizaciones han financiado durante la última 
década a través de decenas de millones de dólares 

3. Más información en: http://fishingandfreedom.com/about. 
Última visita 17 de abril de 2013.
4. Más información en: http://walker-foundation.org/walker/pdf/
Philanthropy-Fisheries.pdf. Última visita 17 de abril de 2013.
5. Más información en: http://www.cgkfoundation.org/. Últi-
ma visita 17 de abril de 2013.
6. Más información en: http://en.wikipedia.org/wiki/Political_ac-
tivities_of_the_Koch_brothers. Última visita 17 de abril de 2013.
7. Más información en: http://perc.org/. Última visita 17 de 
abril de 2013.
8. Más información en: http://reason.org/about/. Última visita 
17 de abril de 2013.
9. Más información en: http://perc.org/sites/default/files/pr_
ifq_hurdles.pdf. Última visita 17 de abril de 2013.

 

La pesca de lanzón (Gymnammodytes cicerellus) 
en Cataluña, un ejemplo de cogestión pesquera. 
Autor: Miquel Ortega
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muchas otras investigaciones, actos públicos, pu-
blicaciones, etc. en este ámbito.

El rearme conceptual de los 
conservadores americanos en su 
relación con el medio ambiente

La promoción por parte de estas entidades con-
servadoras de las cuotas individuales como siste-
ma de gestión no es casualidad. ¿Por qué desti-
nar tantos recursos a un tema que en términos 
de volumen de población afectada es en muchos 
sentidos aparentemente marginal? La respuesta es 
que se está convirtiendo en un ejemplo perfecto 
para reforzar el rearme conceptual de la derecha 
americana en su relación con el medio ambiente.

Resulta ilustrativo en este sentido la reciente 
publicación (marzo de 2013) de Jonathan H. Al-
der “Conservative principles for environmental 
reform”10 en la que analiza lo que considera una 
deficiente aproximación de los conservadores a 
las temáticas ambientales. Según su análisis hasta 
la actualidad las políticas ambientales conserva-
doras principalmente se han centrado en suavizar 
o ralentizar las políticas ambientales propuestas; 
o directamente en negar los problemas ambien-
tales, pero sin ser capaces de proponer una al-
ternativa a los problemas ambientales existentes 
coherente con los valores conservadores, lo que 
ha provocado que el discurso ambientalista haya 
sido –a su entender− cooptado por las posiciones 
reformistas. Para revertir esta situación propone 
una serie de principios que él considera “conser-
vadores” para una nueva política ambiental. Son 
los siguientes (solo los enuncio, explicarlos sería 
demasiado largo para este texto):

1.	En primer lugar, no dañar.
2.	Ser verdes a través del crecimiento.
3.	Promover y proteger la propiedad privada.
4.	Hacer pagar a quien contamina.
5.	Tomar las decisiones de manera descentralizada.

De todos ellos las cuotas individuales pesque-
ras se han convertido en el ejemplo estrella de 
la propuesta “promover y proteger la propiedad 

10. https://papers.ssrn.com/sol3/papers.cfm?abstract_
id=2234464. Última visita 17 de abril de 2013.

privada”. El concepto resulta mucho más fácil de 
aplicar – tal como reconoce el mismo autor− en 
la pesca que en el aire o al agua.

La idea de que una buena parte de los proble-
mas ambientales se puede solucionar a través de 
una mejor y mayor asignación de derechos de 
propiedad privada es central en el nuevo discurso 
conservador, y en este sentido la pesca se iden-
tifica como un excelente laboratorio y ejemplo.

La secuencia lógica subyacente es:
1.	Promover la idea de que las aproximaciones de 

gestión pesquera hasta el momento han fraca-
sado, y que es debido a que las políticas se han 
basado en una planificación gubernamental, 
centralizada y regulatoria.

2.	Afirmar que a través de un sistema de cuotas 
individuales –identificado como la asignación 
de derechos de propiedad privados– y la actua-
ción del libre mercado, se puede solucionar la 
problemática de la sobrepesca.

Es en este contexto, en el de una reconceptuali-
zación del rol de la propiedad privada en las polí-
ticas ambientales, en el que políticamente se sitúa 
la promoción de las cuotas individuales pesqueras. 
Por ello no nos debe extrañar que fundaciones 
generalistas conservadoras centradas en la promo-
ción del libre mercado estén dedicando gran can-
tidad de recursos a la promoción de este aspecto 
aparentemente poco relevante para gran parte de 
la sociedad. Se trata de construir un ejemplo en el 
marco de una reconceptualización mayor.

Esto obviamente no significa que todas las orga-
nizaciones que actualmente apoyan los sistemas de 
cuotas individuales sean conservadoras, ni que exis-
ta una visión uniforme en el pensamiento conser-
vador americano (existen diferencias significativas 
en este tema entre los más tendientes al libre mer-
cado y los más tradicionalistas) pero en cualquier 
caso es necesario entender el contexto político en 
el que se realizan las propuestas que en ocasiones se 
proponen como meramente técnicas. 
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Pese a los avances del capitalismo en su etapa 
neoliberal, y las estrategias de ocupación y aca-
paramiento territorial que convierten las aguas1 
en mercancía, en contextos locales y nacionales 
perviven prácticas de reconstrucción de la rela-
ción entre la sociedad y la naturaleza, en las que 
el manejo comunitario del agua se convierte en 
posibilidad de reconfiguración de la defensa de 
los bienes comunes.

Histórica y ancestralmente, el agua ha sido 
concebida como parte de la naturaleza que en-
trega sentido a la vida de todos los seres, y con-
figura las relaciones de proximidad entre ellos 
en el tránsito que realiza desde las montañas, y 
lugares de su nacimiento, hacia los mares en los 
que confluye su devenir cíclico. 

La concepción del agua como parte integral 
de la naturaleza alberga inmanente e intrínseca-
mente su definición como bien común2, pues re-
presenta una herencia natural que, de hecho, no 
debiera ser apropiada bajo ninguna forma de pri-
vatización o mercantilización −procesos que en 
las últimas décadas han desacralizado las aguas 
y las han convertido en mercancía transable que 
permite la acumulación económica de agentes 
privados y corporativos−. En el surgimiento de 

* CENSAT Agua Viva. Amigos de la Tierra – Colombia (agua@
censat.org)
1. Hacemos referencia a las aguas, en plural, pues para comu-
nidades ancestrales colombianas, como los Misak territorializa-
dos en el departamento del Cauca, existen aguas diferenciadas 
respecto al papel que cumplen al construirse la relación con los 
seres vivos (aguas para limpiar los cuerpos, aguas para preparar 
los alimentos, aguas para calmar la sed, aguas para ritualizar...)
2. En este artículo el concepto de bien común es diferente al 
utilizado en otros artículos de la revista. Se ha mantenido con 
la voluntad de mostrar la diferencia de conceptos existente entre 
los propios usuarios. Nota del editor.

Manejo público–comunitario 
del agua
Recuperación social del horizonte común  
en el contexto colombiano
Danilo Urrea*

las sociedades humanas existió un derecho natu-
ral de acceso al bien común (Shiva, 2005) que 
ha desaparecido paulatinamente producto de la 
transferencia de derechos al Estado y a los grupos 
empresariales privados y corporativos.

Una mirada al caso colombiano. 

Las comunidades organizadas para la prestación 
del servicio del agua en Colombia han trabajado 
sin el apoyo sistemático del Estado, y en condicio-
nes adversas, frente a un modelo de desarrollo que 
impacta negativamente en los territorios. La pobla-
ción a través de sus sistemas de agua ha garantizado 
el acceso a la misma, y se calcula que en el país 
existen alrededor de 12.000 pequeños prestadores 
del servicio de agua, muchos de ellos en zonas rura-
les3. Posterior al proceso de Referendo por el Agua 
(2006 - 2011), que pretendía la consagración en la 
constitución colombiana del derecho fundamental 
al agua, la organización de los sistemas de gestión 
comunitarios ha emergido bajo la figura de Red 
Nacional de Acueductos Comunitarios4. 

Además de los esfuerzos de esta articulación 
para enfrentar los ataques de instituciones ofi-
ciales nacionales como la Super Intendencia de 

3. La Super Intendencia de Servicios Públicos Domiciliarios 
señaló la cifra aproximada de 12.000 pequeños prestadores de 
agua, la mayoría de ellos fuera de los registros de formalización 
del prestador. 
4. La Red Nacional de Acueductos Comunitarios está com-
puesta por más de 40 organizaciones territoriales de diferentes 
departamentos del país, entre las que destacan: Red Territo-
ral de Acueductos Comunitarios de Bogotá y Cundinamarca 
-RETACO-, Federación de Acueductos Rurales del Valle del 
Cauca -FECOSER-, Asociación de Acueductos Comunitarios 
de Antioquia -ADACA-, Red de Acueductos Comunitarios del 
Norte de Bolívar, entre muchos otros. 

mailto:agua@censat.org
mailto:agua@censat.org
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Servicios Públicos Domiciliarios -SSPD- y la 
Comisión de Regulación de Agua Potable y Sa-
neamiento Básico -CRA-, que cada vez ahogan 
más a las comunidades organizadas con exigen-
cias en la normatividad (en una clara contra-
dicción con la inasistencia que el Estado y sus 
instituciones, como las nombradas, han tenido 
para con las comunidades), la propuesta de cons-
trucción del modelo público–comunitario de 
gestión del agua y territorial, ocupa los debates 
y esfuerzos de la Red. 

Siendo Colombia un país biodiverso natural y 
culturalmente, existen diferencias dependiendo 
de las características geográficas de los territorios 
donde se ubican las diferentes comunidades y 
organizaciones pertenecientes a la Red. General-
mente, la construcción del modelo público-co-
munitario parte, en principio, de los análisis de 
las dinámicas territoriales que han dado lugar a 
la gestión del agua por parte de las comunidades 
y a la búsqueda de autonomía territorial. Frente 
a una política de aguas construida para favorecer 
la inversión privada y el control trasnacional de 

los territorios5, las organizaciones comunitarias 
contraponen un modelo comunitario que de he-
cho ha funcionado en Colombia desde hace más 
de 50 años. Ese modelo ha partido de la protec-
ción del territorio bajo la concepción según la 
cual territorios degradados no pueden producir 
aguas de calidad y en cantidad suficientes para 
los seres vivos. Por tanto, la defensa y cuidado del 
territorio es condición necesaria para la gestión 
del agua, no solamente para garantizar el consu-
mo de la población rural, también para asegurar 
el cuidado de las fuentes de las que dependen 
poblaciones urbanas.

Las relaciones de solidaridad y reciprocidad en 
el interior de las comunidades se convierten en la 
segunda condición objetiva para la posibilidad del 
modelo. La división social del trabajo se realiza en 
función del bien general y al agua no se le asigna 
valor de cambio, de acuerdo a lógicas de oferta 
y demanda, como sucede con el fenómeno de la 

5. Veáse Urrea y Camacho. Agua y trasnacionales en la costa 
caribe colombiana. En http://censat.org/publicaciones?task=-
view&id=2&catid=10049

Olla Comunitaria (Autor: Gert Stenssens)

http://censat.org/publicaciones?task=view&id=2&catid=10049
http://censat.org/publicaciones?task=view&id=2&catid=10049
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privatización. La diferencia entre valor y precio 
está claramente manifiesta,  los valores asociados 
al agua (espirituales, tradicionales, ancestrales, et-
cétera) guían la cotidianidad de la construcción 
social y el trasegar comunitario. Las tarifas por el 
servicio se definen en asambleas populares, y las 
ganancias, cuando se obtienen, se reinvierten en 
el mejoramiento de los sistemas, procurando la 
dignificación de la vida de la población. 

En el fondo, esta alternativa entraña la resignifi-
cación de lo público −en riesgo de desaparición en 
la etapa neoliberal del capitalismo, que mercan-
tiliza el patrimonio natural a través de estrategias 
como la financiarización− desde la gestión comu-
nitaria. Así, la dimensión comunitaria del manejo 
de los bienes comunes pretende demostrar que es 
posible concebir lo público más allá del Estado, y 
simultáneamente abre el debate respecto al papel 
del Estado, la posibilidad, o no, de reconstruir los 
estados nacionales y / o la construcción de un mo-
delo estatal que encarne la defensa de los derechos 
y las reivindicaciones proferidas por los pueblos. 
Ésta es una discusión en ciernes, pues no existe 
uniformidad de posición frente a la perspectiva 
de construcción-reconstrucción-transformación 
del Estado, aunque hay un acuerdo en los puntos 
señalados anteriormente respecto a su papel de 
administrador del derecho y su transferencia al 
modelo corporativo6.

La emergencia del Estado liberal moderno 
generó derechos de agua, enmarcados en lógi-
cas de propiedad opuestas al derecho natural de 
los pueblos al acceso y al control de las fuentes 
que desde tiempos inmemoriales garantizaron el 
surgimiento y la supervivencia de civilizaciones 
asociadas al manejo de los comunes. Desde la 
aparición misma del Estado liberal moderno y 
su control en la administración de los bienes na-
turales, la concepción del derecho ha transitado 
desde el natural hacia el privado, para derivar en 
el derecho de mercado. Esto último porque en 
el fenómeno de la globalización, que perfila la 
desaparición de los estados nacionales para dar 
paso a la gobernanza corporativa, el derecho se 

6. Para un mayor análisis de los debates contemporáneos fren-
te al derecho humano al agua: Urrea y Pinzón. El agua y el 
derecho ¿Humano demasiado humano? En http://censat.org/
articulos/10024-analisis/10704-el-agua-y-el-derecho-ihuma-
no-demasiado-humano

regula por la capacidad de poder adquisitivo de 
las sociedades, y el mercado regula el acceso al 
agua en una clara transfiguración, tanto del papel 
del Estado para la implementación y efectiviza-
ción del derecho, como de la garantía natural de 
acceso de los bienes comunes7. 

El Estado en Colombia, y en varios otros paí-
ses de América Latina ha permitido y actuado 
como cómplice de las privatizaciones, la mer-
cantilización y lo que en la contemporaneidad 
se define como financiarización de la naturaleza 
−y dentro de ella la financiarización del agua8−, 
fenómenos que atacan la concepción del pa-
trimonio natural en clave de bien común, y 
despliegan estrategias que, más allá de simples 
amenazas, materializan la nefasta intención de 
transformar el bien común en mercancía. Las 
formas de privatización del agua, que combinan 
la privatización de la gestión y de las fuentes, y 
con ello la negación del acceso a ella, desterri-
torializan comunidades en diferentes partes del 
planeta, al tiempo que territorializan al capital y 
le entregan control político sobre las fuentes de 
agua y sobre las otrora autonomías hídricas de 
etnias (indígenas y afrodescendientes), culturas 
campesinas y sociedades urbanas.  

Lejos de compartir una visión según la cual se 
deba caminar hacia la desaparición del Estado, 
por no cumplir en la mayoría de los casos sus 
funciones como garante del derecho de los pue-
blos, las comunidades organizadas comprenden 
que contribuir a su desaparición sería de alguna 
manera favorable al modelo corporativo. 

7. La propuesta de la construcción de un mercado integral del 
agua fue presentada por Nestlé en la pasada Cumbre de Na-
ciones Unidas sobre Desarrollo Sostenible, más comúnmente 
conocida como Río + 20, realizada en junio del año 2012 en la 
brasilera ciudad de Río de Janeiro.
8. La financiarización la comprendemos como la configuración 
de un mercado de títulos que controla la producción y la distri-
bución de la riqueza. Los agentes que controlan la riqueza son 
ajenos al proceso y a los circuitos de producción, y son de origen 
trasnacional. En esta estrategia, el mercado del capital financiero 
genera control político y control directo sobre los patrimonios, 
y la financiarización de las materias primas se convierte en clave 
de acumulación financiera. Así, la inversión en los territorios se 
convierte en un activo financiero, con posibilidades de tran-
sacción en bolsa y de acumulación de capital producto de la 
especulación sobre los bienes naturales. En el caso del agua, se 
ha venido gestando una estrategia de mercado, bajo el enfoque 
del mercado global del agua, que permite su acaparamiento y 
comercialización. 

http://censat.org/articulos/10024-analisis/10704-el-agua-y-el-derecho-ihumano-demasiado-humano
http://censat.org/articulos/10024-analisis/10704-el-agua-y-el-derecho-ihumano-demasiado-humano
http://censat.org/articulos/10024-analisis/10704-el-agua-y-el-derecho-ihumano-demasiado-humano
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Para la apropiación social y redistribución 
de los saberes y conocimientos, la construcción 
de estrategias para la defensa hídrica, la gestión 
comunitaria y la protección y manejo de los te-
rritorios del agua, la Red Nacional de Acueductos 
Comunitarios desarrolla una apuesta pedagógica 
concreta. A través de la propuesta enmarcada 
en la Escuela del Agua, componentes de análisis 
geopolítico, formación técnica y normativa ins-
talan capacidades para la lucha por el agua como 
bien común desde principios y premisas de la 
educación popular ambiental y los intercambios 
de experiencias que combinan teoría y práctica. 

A largo plazo, el proceso de articulación de 
acueductos comunitarios proyecta la creación de 
una ley propia que tenga en cuenta las particu-
laridades y especificidades de las organizaciones 
y comunidades.   La definición de un marco ju-
rídico de prestación del servicio adecuado a las 
necesidades y posibilidades de las comunidades 
organizadas, se ancla también en la autonomía 
política de las legislaciones populares que se han 
mandatado en escenarios de expresión legislativa 
popular de carácter nacional. 

En un país como Colombia, en el que actual-
mente se decide la posibilidad de parar la guerra 
e iniciar un proceso de reconstrucción de las rela-
ciones entre los seres humanos y las de estos con la 
naturaleza, el papel de las organizaciones comuni-
tarias y su relación territorial para la gestión autó-
noma y soberana del agua tiene muchas lecciones 
para compartir. En la defensa del agua como bien 
común y en la concepción integral del territorio 
se obtienen puntos de encuentro y estrategias de 
dignificación de la vida con resignificación de 
concepciones disputadas por el corporativismo 
y la mercantilización de lo que nos es común.  

Referencias

Shiva, V. Las Guerras del Agua. Icaria Editorial. 
Barcelona. 2005.

www.censat.org

Niños rio (Autor: Gert Stenssens)
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La literatura del bien común está en pleno apogeo. 
Con más o menos acierto, organizaciones y grupos 
de interés intentan vincular su misión a una cul-
tura que parece responder con eficacia a la lógica 
del contexto social y económico actual. La recu-
peración de espacios comunes para promocionar 
modelos de uso beneficiosos para la comunidad, el 
carácter social y de experimentación que impregna 
las propuestas impulsadas y su conexión con el ám-
bito local son algunas de las razones que nos hacen 
pensar que la aproximación que podemos observar 
en los movimientos locales de consumo alimenta-
rio tiene lazos con la cultura del bien común.

El modelo de consumo agroalimentario vigen-
te dista de los principios del bien común ya que 
genera un sistema de intermediarios que aleja al 
productor del consumidor y, además, propicia 
una barrera de conocimiento en torno al produc-
to comercializado. Por otro lado, el consumidor 
generalmente desconoce los beneficios –si los 
hay– que la actividad comercial proporciona en 
el desarrollo económico y social local. 

La cadena agroalimentaria en España, funda-
mentada en la cadena de valor de Porter, tiene 
numerosos defensores (véase Toribio, 2012). 
Desde el Gobierno se apuesta por un modelo de 
cooperativas agroalimentarias concentradas para 
promover organizaciones más potentes y facilitar 
así el impulso internacional de estas1. De todas 

* Grupo de investigación i2TIC. IN3. (ricardespelt@uoc.edu) 
1.  Algunas dudas sobre la estrategia legislativa del Gobierno 
español en relación a las cooperativas agroalimentarias http://
alturl.com/jc5r2 (Espelt, 15.02.2013).

Consumo agroalimentario  
para el bien común. 
Los grupos de consumo en España
Ricard Espelt*

formas, los datos indican que el consumo alimen-
tario en España ya está muy concentrado: el grupo 
Carrefour controla el 25% (Mauleón, 2009). 

Al bajo nivel de atención por el desarrollo lo-
cal que ya se ha indicado, se suma el impacto 
medioambiental que provoca el transporte de 
alimentos en el esquema de consumo prepon-
derante y que resulta considerable. Según un es-
tudio reciente sobre la importación de alimentos 
en España, publicado por ‘Los Amigos de la Tie-
rra’ (2012) con la colaboración de investigadores 
de la Universidad de Sevilla y Vigo, entre 1995 y 
2005 la importación de productos agroalimen-
tarios creció un 53%. Actualmente, se importan 
29.000 millones de toneladas de alimentos cada 
año y su transporte genera una emisión de 4,7 
millones de CO2. En definitiva, cada producto 
agroalimentario que se consume en el país, según 
dicho estudio, recorre una media de 5.013km.

Como alternativas a este modelo, han surgido 
nuevas aproximaciones al consumo de productos 
agroalimentarios fundamentadas en una cone-
xión directa entre productor y consumidor. Su 
tipología e idiosincrasia son diversas: huertos ur-
banos, grupos de consumo, tiendas de productos 
locales, apadrinamiento de animales, etc. Bini-
melis & Descombres (2010) las organizan según 
la proximidad entre consumidor y productor. En 
su conjunto, todas ellas incentivan el desarrollo 
local, proporcionando formas de resiliencia so-
cioeconómicas en el propio territorio. Uno de los 
formatos más habituales en esta aproximación al 
consumo agroalimentario, basado en los princi-

mailto:ricardespelt@uoc.edu
http://alturl.com/jc5r2
http://alturl.com/jc5r2
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pios de la cultura del procomún, es el de los gru-
pos de consumo. La eclosión de esta tendencia 
es posible gracias al auge de consumidores cada 
vez más implicados y responsables. 

Los movimientos de transición2 han propi-
ciado el impulso de estas iniciativas como parte 
de una nueva forma de entender el desarrollo 
socioeconómico local y el impacto de la activi-
dad humana sobre el medioambiente. Esta red 
es significativa en el norte de Europa, especial-
mente en el Reino Unido, donde grupos locales 
desarrollan otro modelo de consumo agroali-
mentario. Rob Hopkins y Tamzin Pinkerton 
publicaron un libro, Local Food. How to make 
it happen in your community (2009), que ha 
influenciado y, a la vez, ha servido de manual a 
numerosas comunidades que se están vinculan-
do a esta tendencia. 

2. Mapa de movimientos de transición mundial http://www.
transitionnetwork.org/projects/map

Uno de los elementos clave de esta nueva 
aproximación al consumo de alimentos es la 
voluntad de sentirse parte de una comunidad 
que se involucra positivamente para empoderar 
y propiciar un cambio de hábitos. Es decir, el 
espíritu de colaboración entre los miembros de 
las distintas comunidades locales es un elemen-
to relevante. Y, aunque los grupos de consumo 
agroalimentario tienen elementos organizacio-
nales que les distinguen, todos ellos comparten 
una misma visión, distinta a la que ofrece la ca-
dena de valor dominante.

Cuando un conjunto de personas se organiza 
para adquirir alimentos colectivamente podemos 
hablar de grupo de consumo agroalimentario. 
Su carácter informal, a nivel jurídico, hace di-
fícil  cuantificarlos en España3. La tipología de 

3.  En la red podemos encontrar varios directorios que intentan 
reflejar la efervescencia de los grupos de consumo agroalimen-
tario. A pesar del esfuerzo, es difícil obtener un mapa completo 

Autor: Ricard Espelt

http://www.transitionnetwork.org/projects/map
http://www.transitionnetwork.org/projects/map
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funcionamiento también es diversa, aunque se 
pueden destacar dos grandes patrones: cestas de 
alimentos cerrados y elección abierta de pro-
ductos. Lógicamente, el segundo comporta más 
esfuerzo logístico. Cabe destacar que –en algu-
nas ocasiones– los grupos están formados por 
productores que, a su vez, son consumidores: 
aportan sus alimentos como oferta de compra al 
grupo y consumen productos de otros miembros 
o de terceros.

En este análisis, es importante apuntar el pa-
pel de las TIC propiciando nuevas dinámicas en 
red: de lo local a lo global. Internet resulta clave 
en el empoderamiento de nuevas comunidades 
locales como una herramienta de comunicación 
global, pero –además– las TIC actúan como un 
elemento facilitador para la organización y co-
municación de los consumidores implicados en 
cada uno de los grupos. Por un lado, los consu-
midores pueden concentrar la oferta y articular 
la demanda directamente con los productores 
de confianza, para después organizar la propia 
entrega de alimentos. En este sentido,  junto a 
estas organizaciones, también han surgido espa-
cios virtuales (como Hermeneus, con una gran 
implantación en el País Vasco) que facilitan la 
distribución a partir de los propios agentes loca-
les. Y, por otro lado, son capaces de amplificar y 
difundir su ejemplo a través de canales virtuales 
diversos, como blogs, wikis, redes sociales…, y 
en distintos formatos (texto, gráfico, vídeo…) 
aportando información de valor. 

En definitiva, los grupos de consumo promue-
ven el conocimiento en torno a la comercializa-
ción, impulsando el desarrollo socioeconómico 
local, ampliando el sentimiento de comunidad, 
favoreciendo la cohesión social y un modelo de 
consumo más responsable con el medioambien-
te. Y, en la mayoría de las ocasiones, con un mo-
delo organizativo democrático inspirado en el 
cooperativismo: toma de decisiones en sistema 
asambleario y un voto por persona. Un esque-
ma distribuido, horizontal, en red, basado en la 
colaboración para contrarrestar el actual patrón 

de estos por su propia casuística. A  nivel del territorio español 
podemos destacar: http://goo.gl/maps/P9YhG (gestionado por 
Grupos de Consumo); a nivel catalán :http://goo.gl/maps/VheuZ 
(gestionado por La Repera); y a nivel de la ciudad de Barcelona: 
http://alturl.com/krzg8 (gestionado por Esther Vivas).

jerárquico, concentrado y cimentado en la com-
petencia. Estas premisas deberían promover un 
nuevo modelo de políticas públicas4 más inspira-
do en los principios del bien común. 
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1

El caso de Mubende (Uganda)

En agosto de 2001 el fenómeno del acapara-
miento de tierras aún no era una realidad am-
pliamente conocida, sin embargo, cuando las 
fuerzas militares ugandesas (UPDF2) irrum-
pieron violentamente en las comunidades de 
Kitemba, Luwunga, Kijunga and Kiryamako-
be, en el distrito oeste de Mubende, estaba te-
niendo lugar uno de los casos paradigmáticos 
de acaparamiento de tierras3 en el continente 
africano. Las comunidades afectadas se orga-
nizaron para luchar por sus derechos, deman-
daron al Estado y a la empresa transnacional, y 
tras más de 10 años de lucha, la justicia parece 
estar más cerca que nunca.

Más de dos mil personas fueron violentamen-
te desalojadas de sus tierras sin compensación o 
asentamiento alternativo. Sus hogares, pertenen-
cias y plantaciones fueron destruidos, viéndose 
expuestas a condiciones de vida gravemente pre-
carias (Businge 2001; Banga y Nuwagaba 2002; 

* Investigadora miembro del GEA-UAM (Grupo de Estudios 
Africanos, Universidad Autónoma de Madrid) (celiamurias@
gmail.com)
1. Expresado por el juez Anup Singh Choudry en la sentencia 
emitida por el Tribunal Supremo el día 28 de marzo de 2013. 
Se puede consultar su versión íntegra aquí: http://www.ulii.org/
ug/judgment/high-court/2013/52
2.  Ugandan People´s Defense Force, por sus siglas en inglés.
3. Según la definición amplia de la FAO, hablamos de aca-
paramiento de tierras en el caso de inversiones extranjeras 
(gobiernos, fondos privados) que adquieren (mediante ventas, 
licitaciones, etc.) más de 1.000Ha. Para más información con-
sultar referencias.

Desplazamientos forzosos  
en Uganda. La importancia  
de la acción coordinada
Celia Murias Morcillo*

FIAN 2004)4. La expulsión de sus tierras, ade-
más, amenaza directamente la seguridad alimen-
taria de las poblaciones, violando su Derecho 
Humano a la Alimentación.

El desalojo forzoso, que se llevó a cabo en 
presencia de autoridades gubernamentales, tuvo 
lugar para alquilar las más de 2.500 ha de tierra 
al gigante cafetalero transnacional alemán Neu-
mann Kaffee Gruppe (NKG) para el estableci-
miento de una plantación de café a través de su 
subsidiaria local, la Kaweri Coffee Plantation 
LTD. NKG es líder mundial en la comerciali-
zación de café verde con presencia prominente 
en toda la cadena de mercado. La presencia de 
representantes de la empresa los días previos y 
posteriores a la expulsión hace imposible imagi-
nar que no fueran conscientes de las condiciones 
ilegales en las que el desalojo estaba teniendo 
lugar. 

De acuerdo a la Constitución ugandesa y la 
Ley de Tierras5 está prohibida la venta de tierras 
a empresas extranjeras. Por ello, el país fundó 
en 1991 la Autoridad Ugandesa de Inversiones 
(UIA), la cual funciona como intermediaria 
entre gobierno e inversores, comprando los 
terrenos a los dueños (entes privados o comu-
nidades), y alquilándosela posteriormente a los 
inversores. Tanto la Constitución como la Ley 
de Tierras también amparan a los residentes/

4. Para ampliar información sobre las condiciones de vida de 
los desplazados tras la expulsión forzosa, consultar referencias. 
5. Artículo 237(c) de la Constitución, y Capítulo 227, artículo 
2 de la Land Act.

“Justice delated is justice denied1”

http://www.ulii.org/ug/judgment/high-court/2013/52
http://www.ulii.org/ug/judgment/high-court/2013/52
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usuarios de las tierras6, con disposiciones que 
obligan en caso de venta o alquiler a corrobo-
rar la efectiva indemnización justa y adecua-
da, y el realojo de los residentes7, entre otras 
medidas. 

Acaparamiento de tierras, lógica  
de continuidad

Como se ha dicho anteriormente la expulsión 
violenta de las comunidades de Mubende ocurría 
años antes de que sonaran las alarmas a nivel 
internacional ante la proliferación de casos de 
acaparamientos masivos de tierras (y de recursos 
hídricos asociados) producidos desde la subida 
de precios de los alimentos de 2007-2008, y la 
crisis global, que fomentaron la inversión en el 
sector agrícola.

Esta práctica representa una continuidad de 
la lógica privatizadora impuesta por las institu-
ciones de Breton Woods (FMI, BM) a través de 
los Planes de Ajuste Estructural implementados 
durante las décadas de los ochenta y noventa, 
con el adelgazamiento del estado y el estímulo 
al comercio exterior como ejes centrales, en el 
caso africano mayormente de materias primas 
(lo que agudiza su posición en la economía glo-
bal como estados rentistas). El modelo econó-
mico actual es una consecuencia lógica de éstos 
y ha profundizado en la priorización nacional 
a las Inversiones Extranjeras Directas, a través 
de los más recientes Tratados de Libre Comer-
cio. Como es habitual en el enfoque económico 
neoliberal, se establece un fuerte vínculo entre 
crecimiento económico y desarrollo, por lo que 
la Estrategia Ugandesa para la Reducción de la 
Pobreza incluye diversos planes sectoriales, entre 
ellos, el Plan de Modernización de la Agricultura 
(PMA) del año 2000, cuyo objetivo es la con-

6.  Se reconocen hasta 4 sistemas de tenencia de tierras, entre 
los que se encuentra la “tenencia comunal de uso” o customary 
tenure, y el mailo, según el cual la tierra tiene una titularidad 
privada pero permite el uso y disfrute a los ocupantes, con el 
pago de una pequeña renta. Estos sistemas eran por los que se 
regían la mayoría de los afectados, cuya legalidad y derecho 
sobre la tierra amparan ambos documentos.
7. Artículo 26 (2) de la Constitución, así como el capítulo 227 
de la Ley de Tierras establece disposiciones para calcular las 
compensaciones de los residentes de uso, no solo por las tierras 
sino también por los cultivos, las construcciones y las molestias 
ocasionadas.

versión del modelo productivo en agroindustrial 
hacia la exportación. Considerando estas fechas y 
esta agenda político-económica, el estímulo del 
gobierno ugandés al establecimiento de inversio-
nes como la plantación Kaweri forma parte de 
una estrategia institucionalizada, y representa el 
éxito de esta.    

La importancia de coordinar  
la acción

En un principio, las víctimas emprendieron va-
rias tentativas para buscar una solución median-
te las instituciones políticas apropiadas8. Ante la 
imposibilidad de llegar a ninguna medida efec-
tiva, la comunidad se organizó en el grupo Wake 
up and fight for your rights, Madudu Group pre-
sentando el 15 de agosto del 2002 una demanda 
colectiva de 401 afectados contra el gobierno y 
la empresa filial, en la que reclaman compensa-
ción y la devolución de sus tierras. Con ello daba 
comienzo un largo proceso de reclamación de 
justicia. Las injerencias de ambos demandados 
a lo largo de estos más de 10 años de proceso 
han sido constantes, hasta el punto de que, tras 
al menos 7 cambios de magistrados, no se había 
hecho ningún avance sustancial en la resolución 
del caso hasta el momento. Se pusieron en prác-
tica otros actos de intimidación más violentos 
como la detención de Peter Kayiira en 2005, uno 
de los representantes del grupo y ex-director de 
la escuela comunitaria, acusado de malversación 
de fondos gubernamentales. Tras medio año en 
prisión, fue puesto en libertad por falta de prue-
bas y se retiraron todos los cargos9.  

Frente a esta situación de desprotección y 
coacción institucional, y ante la imposibilidad 
de generar cambios significativos en solitario, la 
estrategia del movimiento se centró en visibilizar 
su causa y  generar sinergias con otros actores 
a nivel nacional e internacional. La comunidad 
organizada supo aprovechar el potencial de las 
Redes Transnacionales de Defensa para avan-

8. Acudieron al Ministerio de Agua y Medio Ambiente, al Mi-
nisterio de Estado para Tierras, al Parlamento, e incluso a la 
Comisión de Derechos Humanos de Uganda, que desestimó 
su caso por no ser de su competencia.
9. Información recogida en  entrevista personal con Peter Ka-
yiira, y también por FIAN Netherlands (consultar referencias). 
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zar en sus reivindicaciones. Podríamos definir 
las RTD como “comunidades de especialistas 
y/o activistas trabajando internacionalmente 
por un tema concreto, que se relacionan por 
unos valores compartidos, un discurso común 
e intercambios significativos de información y 
servicios” (Risse, Rott y Sikkink, 1999:18). Re-
sultan especialmente relevantes en el avance de 
temas como los Derechos Humanos, el medio 
ambiente, y los derechos de pueblos indígenas, 
mujeres e infancia.

Las RTD se ponen en acción, entre otros fac-
tores, cuando los canales nacionales para resolver 
un conflicto no son efectivos y las víctimas no 
cuentan con las herramientas políticas o judi-
ciales para resolverlo, como es el caso. En este 
momento se aplica el modelo boomerang de in-
fluencia, esto es, el grupo local busca aliados in-
ternacionales para ejercer presión sobre su propio 
gobierno, de modo que se presiona desde ambas 
esferas de influencia (nacional/internacional) 
para provocar el cambio deseado (Keck y Sik-
kink, 1999:93). El vínculo con estas redes pone 
a disposición de las luchas sociales o políticas 

locales recursos internacionales (información, 
influencia, visibilidad y/o recursos económicos a 
los que les sería muy difícil acceder en solitario), 
como ha sido el caso de la lucha local de Mu-
bende. En ella se han canalizado desde recursos 
económicos, seguimiento, testimonio y apoyo 
legal al vincularse con Action Aid Uganda, hasta 
el desarrollo de una estrategia de denuncia, visi-
bilidad y presión internacional en coordinación 
con organizaciones de Derechos Humanos como 
FIAN10. 

En un sentido más amplio y atendiendo a 
su potencial simultáneo como actores locales 
e internacionales, uno de los puntos fuertes de 
trabajar en coordinación en estas redes es la in-
ternacionalización y la amplitud de la lucha, ya 
que no solo se trabaja por la resolución del caso 
particular, sino por influenciar las políticas y el 
avance del marco normativo a nivel global. Éste 
influenciará a su vez los cambios normativos a 
nivel nacional, aprovechando conscientemente 

10.  FIAN Internacional (FoodFirst Information and Action 
Network) centra su trabajo en el efectivo cumplimiento del 
Derecho Humano a la Alimentación.  http://www.fian.org/

Autora: Celia Murias Morcillo

http://www.fian.org/
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su capacidad para situar temas en la agenda po-
lítica global, y su alcance a grandes audiencias 
que genere acción. Por ejemplo, en la década de 
los noventa, la comunidad Ogoni de la región 
petrolera del Delta del Níger aprovechó estraté-
gicamente la centralidad en esos años de la lucha 
por los Derechos de los Pueblos Indígenas para 
la internacionalización y la legitimación de su 
causa (Obi, 2001: 181).

Gertrud Falk, investigadora de FIAN que ha 
trabajado con la comunidad desde el inicio se-
ñalaba, de este modo la importancia para ambas 
partes del empoderamiento local y del trabajo 
articulado local/ internacional: “la población 
local conoce su historia de discriminación y 
violación de derechos mejor que nadie, y sabe 
cuál es la mejor solución para ellos. Vinculando 
[su lucha] a escala internacional ambas partes se 
apoyan mutuamente. Los desplazados consiguen 
apoyo y las organizaciones internacionales acre-
cientan su credibilidad trabajando en estrecha 
coordinación con organizaciones locales. (…) 
sus derechos tienen que estar en el centro y am-
bas partes aprenden la una de la otra” 11. 

La sentencia, avances para exigir 
responsabilidades

Finalmente, el juez Anup Singh Choudry dictó 
sentencia el 28 de marzo de 201312. Se la puede 
considerar sin duda una victoria de la moviliza-
ción y perseverancia de la población desplazada, 
quien a pesar de las presiones y del paso del tiem-
po ha permanecido firme con la convicción de 
que la justicia puede y debe ser alcanzada. 

El proceso legal aún no está cerrado puesto 
que el dictamen del Tribunal Supremo está sien-
do recurrido, pero los términos de esta sentencia 
y la claridad con la que el juez ha descrito las 
violaciones de Derechos Humanos sufridas por 
la comunidad, aportan importantes apoyos para 
el avance de las demandas a nivel global de las 
redes transnacionales de defensa.

Se trata de una sentencia polémica, ya que de 
acuerdo al juez, el punto cardinal de este caso 
radica en las irregularidades detectadas en el 

11. En comunicación personal, a 29 de abril de 2013 
12. http://www.ulii.org/ug/judgment/high-court/2013/52

acuerdo de venta. Identifica como responsables 
(y condenados a pagar los daños junto con la 
empresa) a los dos abogados que gestionaron el 
acuerdo de venta de las tierras y posterior alqui-
ler13, intuye una trama de corrupción en torno 
a la expulsión (abogados, policía, representantes 
locales, y no descarta a personal de la empresa o 
de la UIA) y exculpa al gobierno de la violencia 
ejercida, al que considera una víctima más de 
esta trama fraudulenta.    

De acuerdo a la legislación internacional, los 
estados, como actores principales sujetos al dere-
cho internacional y responsables de velar por el 
pleno disfrute de los Derechos Humanos, están 
sujetos a obligaciones para con todos los derechos 
recogidos en la Carta Internacional de los Dere-
chos Humanos14, el Derecho al Desarrollo, y los 
recogidos en las sucesivas Convenciones (tortura, 
mujer, infancia, etc.). Estas obligaciones señalan 
que los estados tienen el deber de respetar (en-
tre otras, no verse vinculado a ninguna práctica 
ilegítima), de proteger (impedir activamente los 
abusos contra individuos o grupos del resto de 
actores no estatales, incluidas las empresas), y de 
adoptar medidas positivas para facilitar su dis-
frute, incluido el proveer de remedio efectivo. 

El gobierno ugandés podría ser declarado res-
ponsable por el incumplimiento de estas obli-

13. Según sentencia “James Nangwala y Alex Rezida abogados, se 
les ordena pagar 37 billones de shillings por defraudar al gobierno y 
a los residentes, por deshonestidad, negligencia, robo y malversación 
de dinero de su cliente”. 
14. La Carta Internacional de los Derechos Humanos consta 
de la Declaración Universal de los DDHH, el Pacto Interna-
cional sobre Derechos Económicos, Sociales y Culturales, el 
Pacto Internacional sobre Derechos Políticos y Civiles y sus dos 
protocolos facultativos.

Autora: Celia Murias Morcillo

http://www.ulii.org/ug/judgment/high-court/2013/52
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gaciones. Sin embargo, en opinión del juez no 
hay pruebas para demostrar que las órdenes del 
desalojo violento provenían del Estado (respetar) 
y este ha desarrollado efectivamente legislación 
para proteger a la población, recogidas en la Ley 
de Tierras y otras (proteger), una visión muy 
difícil de creer tratándose de un caso que ha tar-
dado más de 10 años en resolverse y del que era 
uno de los acusados. 

En cuanto a la empresa, en la actualidad no 
contamos con un régimen jurídico global ni una 
institución internacional que permitan regular 
de manera vinculante el comportamiento del 
sector privado para con los Derechos Humanos. 
Los cuerpos legislativos internacionales no son 
aplicables penalmente a las empresas transnacio-
nales fuera de sus fronteras15, y la multitud de có-
digos de conducta existentes señalan recomenda-
ciones voluntarias, no obligaciones. El marco de 
“Empresas y Derechos Humanos” desarrollado  

15. La extensión de las obligaciones de los estados para exigir 
responsabilidades jurídicas a las empresas domiciliadas en su 
territorio por actos ocurridos en terceros países (extraterrito-
rialidad de las obligaciones de los estados), es otro caballo de 
batalla de las RTD.

entre 2005 y 2011 por las NNUU16 propone 
un marco legislativo que regule esta relación y 
aclare el papel de cada agente en la protección 
y promoción de los Derechos Humanos. Este 
marco es, en su forma actual, claramente insufi-
ciente, ya que las empresas continúan sin tener 
obligaciones vinculantes, aunque sí se especifi-
can responsabilidades; responsabilidad de respe-
tar, de apoyar, y de mostrar la debida diligencia 
para no ser cómplices de violaciones de Derechos 
Humanos17.

La sentencia, que condena también a Kaweri 
a pagar indemnizaciones, señala que la empre-
sa “tenía la obligación de asegurar que nuestros 

16. El informe final del Representante Especial Jonh Ruggie 
“Protect, Respect and Remedy: a Framework for Business and Hu-
man Rights” publicado en 2008, presenta un marco concep-
tual hacia una mayor rendición de cuentas de las empresas y 
propone por primera vez los principios rectores (guías para su 
implementación), y la aplicabilidad por cada actor. En él avanza 
hacia la aclaración del papel de las empresas como co-encargadas 
(con los estados) de respetar y hacer respetar los DDHH. En la 
actualidad están en fase de implementación. Más información 
http://www.ohchr.org/en/NewsEvents/Pages/DisplayNews.as-
px?NewsID=11164
17. Se refiere a no tolerar, ignorar ni mucho menos autorizar 
abusos contra los derechos humanos en su esfera de influencia 
(importante para alcanzar a delimitar su grado de responsabi-
lidad), así como no prestar apoyo ni incentivar acciones que 
pudieran desembocar en abusos.

Autora: Celia Murias Morcillo

http://www.ohchr.org/en/NewsEvents/Pages/DisplayNews.aspx?NewsID=11164
http://www.ohchr.org/en/NewsEvents/Pages/DisplayNews.aspx?NewsID=11164
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pueblos indígenas no eran explotados. Debe-
rían haber respetado los Derechos Humanos 
(…) y no deberían haberse instalado en la tie-
rra sin asegurarse de que los residentes habían 
sido apropiadamente compensados, realojados 
y adecuadamente notificados18”. 

Los términos de esta sentencia beben sin duda 
del trabajo de presión e incidencia política de las 
RTD sobre el alcance que debe tener la protección 
de los Derechos Humanos, y legitiman las deman-
das para responsabilizar legalmente a las empresas 
de las violaciones de los mismos. La utilización 
del lenguaje de Derechos Humanos y el énfasis 
implícito y explícito en la debida diligencia y la 
co-responsabilidad, entre otros, reconocen la cen-
tralidad de estos temas que las TDR llevan años 
reclamando, y sienta las bases para futuras recla-
maciones y avances a nivel internacional en esta 
dirección. El trabajo coordinado local/internacio-
nal no solo ha permitido que la resolución del 
caso de Mubende avance sustancialmente en los 
tribunales del país, sino que aporta referentes para 
futuras acciones penales similares y para nutrir el 
trabajo global de incidencia a nivel normativo.

Con la ejecución de las medidas dictadas en la 
sentencia de la Corte Suprema paralizada a la espe-
ra del pronunciamiento de la Corte de Apelaciones 
de Uganda, la justicia largamente denegada parece 
encontrarse, no obstante, un poco más cercana. 
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Hasta hace pocos años, la responsabilidad legal 
de conservar el patrimonio natural, paisajístico 
y cultural ha recaído casi exclusivamente en las 
administraciones públicas, que han ido implan-
tando diversas medidas de protección como son 
la declaración de espacios naturales protegidos, 
la protección de determinados recursos naturales 
y paisajes a través de la planificación urbanísti-
ca y la catalogación y declaración de diferentes 
bienes culturales, entre otras. Sin embargo, los 
poderes públicos no han podido cubrir todas las 
necesidades existentes y el retroceso ecológico ha 
sido constante.

Ante este hecho, los gobiernos han tendido a 
potenciar políticas de conservación basadas en 
mecanismos de mercado. Se ha presentado el 
mercado como mecanismo racional de asigna-
ción de recursos e incluso se ha afirmado que los 
problemas ecológicos surgen de la ausencia de 
racionalidad mercantil privada, como en el caso 
de la mal llamada “tragedia de los comunes”. Aun 
así, la mayoría de estrategias de conservación ba-
sadas en sistemas de mercado han chocado con 
la complejidad de los sistemas ecológicos y han 
demostrado dificultades insalvables para separar y 
valorar monetariamente o mercantilizar elemen-
tos interrelacionados e interdependientes de estos 
ecosistemas (Martínez Alier, Roca, 2003). Conse-
cuentemente, los gobiernos que siguen las direc-
trices de la economía neoclásica y que explican 

La custodia de los comunes
Jofre Rodrigo Aribau*

las externalidades como fallos del mercado se ven 
incapaces de corregirlas a pesar de acarrear un cos-
te social inmenso y ecológicamente irreversible.

Cabe mencionar también, que los mecanis-
mos de negociación globales y los acuerdos in-
ternacionales sobre medio ambiente en muchas 
ocasiones tampoco han funcionado, tal y como 
demuestran los resultados de la renovación de los 
acuerdos de emisiones de carbono de Kyoto. El 
último texto de Elinor Ostrom antes de morir, 
“Green from the grassroots”, publicado el 12 de 
junio de 2012, posteriormente a la Cumbre de 
Río +20, destaca la inacción y la inutilidad de 
los acuerdos globales ante realidades diversas y 
apunta que la política que tiene más sentido es 
la que se está llevando a cabo a nivel local sin 
esperar a grandes acuerdos nacionales o inter-
nacionales.

Paralelamente a estas dos políticas de conser-
vación basadas en el Estado o el Mercado en el 
ámbito de la gestión territorial, se ha ido de-
sarrollando, desde principios del siglo pasado 
y principalmente en los países anglosajones, la 
Custodia del Territorio (en adelante CDT). La 
CDT, que es como se ha traducido en castellano 
el término inglés land stewardship/trust, reúne un 
conjunto de estrategias e instrumentos que pre-
tenden implicar a los propietarios y usuarios del 
territorio en la conservación y el buen uso de 
los valores y los recursos naturales, culturales y 
paisajísticos, sin directamente confrontarse al de-
recho de propiedad privada. Para conseguirlo, las 
llamadas entidades de custodia buscan acuerdos 

*Doctorando del Instituto de Gobierno y Políticas Públicas 
(IGOP) de la Universidad Autónoma de Barcelona (jofre.ro-
dri@gmail.com)
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y otros mecanismos de colaboración continua 
con propietarios de terrenos, diferentes usuarios 
del territorio (como por ejemplo agricultores, 
pastores y ganaderos, silvicultores o sociedades 
de caza y pesca), y otros agentes públicos y pri-
vados (Pietx, Basora, 2009: 299).

Las entidades de custodia son organizacio-
nes públicas o privadas sin ánimo de lucro que 
participan activamente en la conservación de la 
naturaleza, el paisaje y el patrimonio cultural a 
través de las técnicas de custodia del territorio. 
El principal instrumento que utilizan estas enti-
dades son los acuerdos de custodia. El acuerdo 
establecido comporta un conjunto de compro-
misos y pautas de colaboración a largo plazo (en 
muchos casos a perpetuidad) que asumen tanto 
la entidad de custodia como el propietario o 
usuario de los terrenos y que, habitualmente, se 
materializan por escrito en un documento que 
puede tomar formas diferentes. A la vez, estos 
acuerdos se basan en el principio de volunta-
riedad. Es decir, las partes acceden siempre de 
forma voluntaria, sin ningún tipo de imposición.

La CDT, desde sus orígenes, ha sido una ini-
ciativa de la comunidad para gestionar un legado 
natural y cultural común con el fin de conser-
varlo para las generaciones futuras y su bienestar. 
Desde mi punto de vista este objetivo coincide 
plenamente con los objetivos del procomún ya 
que, como constata Joan Subirats (2011) respec-
to a los bienes comunes, la CDT también busca 
que la ciudadanía deje de ser un simple recep-
táculo o contenedor de derechos reconocidos, 
para convertirse en un ejercicio permanente de 
corresponsabilidad y solidaridad social sobre los 
problemas comunes.

Acuerdo de Custodia del Foro Asturias Sos-
tenible (FAS) con Alfredo Labra, ganadero eco-
lógico en los Picos de Europa. Autor de la foto: 
Oscar Prada (Fuente: FAS, http://www.asturias-
sostenible.org)

Una de las principales preguntas que intentó 
responder Elinor Ostrom al largo de su carrera 
(y las ciencias sociales en general) fue: ¿Cómo 
llegan los individuos a acuerdos y mantienen re-
laciones duraderas para la consecución del bien 
común y evitan así las tentaciones de actuar 
únicamente bajo el interés individual y corto-

placista (free rider)? En otras palabras: ¿Cómo 
las personas confían las unas en las otras de ma-
nera sincera? Los resultados de su investigación 
muestran que la gente tiene una destacada capa-
cidad para generar sus propias reglas para poder 
seguir viviendo de los recursos naturales de los 
que depende su subsistencia sin agotarlos o des-
truirlos. Ostrom demostró que esta “capacidad 
institucional” se basa en una serie de principios 
de funcionamiento que favorecen la reciprocidad 
como base de la confianza y de la subsiguiente 
cooperación. Si entendemos la CDT como una 
herramienta para crear confianza, reciprocidad y 
cooperación en la conservación del patrimonio 
natural y cultural, entonces vemos claramente su 
relación con el marco del procomún. Pero, ¿es la 
CDT una estrategia válida para la gestión de los 
bienes comunes? ¿En qué supuestos es aplicable 
la CDT y qué puede aportar al procomún?

Para poder encontrar una respuesta a estas 
preguntas el primer paso sería definir que en-
tendemos por el común (the commons). Según 
el Instituto de Gobierno y Políticas Públicas de 
la Universidad Autónoma de Barcelona (IGOP, 
2012): “El común parte de la idea de inclusión 
y el derecho de todos al acceso, mientras que la 
propiedad y la idea de Estado que la fundamenta 
se basa en la rivalidad de los bienes, y por tanto 
en la exclusión y la concentración del poder en 
unas instituciones que lo aseguran y protegen. 
El común no es mercantilizable, y no puede ser 
objeto de posesión. Expresa, por tanto, una ló-
gica cualitativa, no cuantitativa. No tenemos un 
bien común, formamos parte de lo común, en la 
medida que formamos parte de un ecosistema, 
de un conjunto de relaciones en un entorno.”

En base a este marco teórico, podríamos afir-
mar que uno de los principales problemas que 
afrontamos es el fracaso de los derechos de pro-
piedad privada individualizados para satisfacer 
los intereses comunes. Ostrom y Schlager (1992) 
sugieren la utilidad de distinguir entre diferentes 
derechos de propiedad parcial que pueden estar 
asociados a la gestión de bienes comunes (p.ej. 
derecho de acceso, de extracción, de gestión, 
de alienación). En su libro Governing the com-
mons, Ostrom (1990) describe varios ejemplos 
de acuerdos que involucran derechos parciales 

http://www.asturiassostenible.org
http://www.asturiassostenible.org
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de propiedad. Por ejemplo, algunos campesinos 
de los Alpes suizos mantuvieron, durante siglos, 
parcelas privadas de tierra en los fondos de valle 
(donde se produce los cereales, fruta y verdu-
ra) pero en verano pasturaban su ganado en los 
pastos alpinos de propiedad comunal bajo unas 
reglas definidas y estrictas.

En este sentido la CDT es un instrumento 
útil ya que actúa sobre los derechos de propie-
dad privada para cambiar dinámicas negativas 
de degradación de bienes comunes y llegar así a 
acuerdos de beneficio colectivo. A grandes ras-
gos, existen tres tipos de acuerdos de custodia 
en función del grado de implicación y compro-
miso que quieran asumir propietarios y entidad 
(Asensio, Collado, Cortina y Pietx, 2005):

•	 Compromiso de conservación. Habitual-
mente, la entidad de custodia ofrece apoyo y 
asesoramiento en la propiedad  sobre las ac-
tuaciones que quiera impulsar, informa de los 
cambios o las novedades técnicas y legales que 
puedan afectar a la finca y le facilita oportuni-
dades de ayuda y voluntariado. 

•	 Transmisión de la gestión de la finca a la en-
tidad de custodia (vía arrendamiento o cesión 
de uso, por ejemplo), que se compromete a 
gestionarla según los objetivos de conservación 
fijados en el acuerdo. 

•	 Transmisión de la propiedad a la entidad de 
custodia.

Ha pasado más de un siglo desde las primeras 
experiencias de CDT en EE.UU. y esta ha ido 
evolucionando acompasadamente con las insti-
tuciones y los marcos jurídicos aprobados, dan-
do un salto cualitativo y cuantitativo los últimos 
años. Si analizamos sus resultados principales, 
vemos que en los últimos decenios el crecimien-
to en número de entidades de custodia y de hec-
táreas protegidas ha sido muy significativo. Por 
ejemplo, actualmente en EE.UU. hay 1.700 en-
tidades de custodia registradas que tienen 5 mi-
llones de miembros, movilizan 100.000 volun-
tarios anualmente y gestionan aproximadamente 
15.000.000 de hectáreas. Las estrategias de CDT 
son tan variadas como lo son las comunidades 
que la desarrollan y los recursos que gestionan.

Paralelamente a este extraordinario crecimiento 
de la CDT, también encontramos problemas que 
condicionan su éxito: dependencia de ingresos 
procedentes de la administración pública, difi-
cultad de monitoreo de los espacios custodiados, 
dificultades para controlar la calidad de gestión y 
actuación de las entidades respecto sus objetivos 
fundacionales, etc. Desde mi punto de vista, las 
variables que hacen de la custodia del territorio 
una estrategia exitosa coinciden en gran medida 
con los principios de diseño para la gestión de bie-
nes comunes en los sistemas socio-ecológicos que 
analizó Elinor Ostrom. Y no solo coinciden con 
la CDT sino que, en un artículo que se publicará 
proximamente, Wilson, Cox y Ostrom (in press) 
generalizan estos principios para mejorar la efica-
cia de los grupos en general partiendo de un aná-
lisis de las dinámicas evolutivas de la cooperación 
de las especies y la propia evolución biocultural 
de la especie humana. 

En este ámbito cooperativo y en red en que se 
basa el común, Internet ha abierto un nuevo mun-
do de posibilidades que hay que ir explorando y 
que puede aportar soluciones hasta ahora no con-
templadas (siempre y cuando las ofensivas contra 
estas libertades no prosperen, como la recientemen-
te rechazada ACTA “Anti-Counterfeiting Trade 
Agreement”). Como afirma Joan Subirats (2011), 
Internet representa una palanca multiplicadora del 
común por su capacidad para facilitar la innova-
ción y la creación de valor cooperando y minimizar 
costes de interacción entre sus usuarios cambiando 
la lógica de mercado y Estado. 

El problema de escala, tan presente en el de-
bate del procomún, también se ve condicionado 
por el surgimiento de Internet. Esta es una de las 
grandes variables a estudiar y en la que la CDT 
puede aportar información relevante al ser un mo-
vimiento internacional en red con un largo reco-
rrido histórico. Un ejemplo próximo al autor es la 
Xarxa de Custodia del Territori1 (XCT), una red 
de CDT pionera en el Estado español que actual-
mente colidera un proyecto europeo (Landlife2) 
con el objetivo de intercambiar conocimientos, 
unificar criterios y potenciar la red de movimien-

1. www.custodiaterritori.org
2. www.landstewardship.eu
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tos de CDT en Europa (focalizándose en el arco 
oriental del Mediterráneo) y ayudar así a detener 
la pérdida de biodiversidad en su territorio.

Una “Custodia de los Comunes” como es-
trategia de conservación de lo común, no solo 
en el ámbito natural sino también urbano3, 
podría contribuir a esa “rica mezcla de instru-
mentos” que Ostrom (2010) comenzó a iden-
tificar como solución a los problemas actuales 
de marco institucional y democrático. Vere-
mos en un futuro si la CDT sabe encontrar 
su camino ante este gran cambio de época. 
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Gabriel Weber e Ignasi Puig Ventosa*

Ecologistas políticos y activistas han luchado por 
un (re)control gubernamental del suministro de 
agua y un paso atrás en la mercantilización en 
curso de los bienes comunes en varias ciudades, 
con éxito en algunos casos, como en Berlín. En 
las últimas décadas, muchos municipios han 
privatizado la gestión del agua, junto con la 
implementación de sistemas de tarificación uni-
taria (por metro cúbico) para el suministro de 
agua. Varios autores (por ejemplo, Bakker, 2003, 
2005; Abeysuriya, Mitchell, Willetts, 2008; Kai-
ka, 2003) han criticado sistemas de tarificación 
unitaria como una manera de convertir el patri-
monio común hídrico (water commons, en in-
glés) en un bien privado. Más precisamente han 
desafiado la noción de la economía neoclásica, 
lo que sugiere que los problemas ambientales 
pueden ser resueltos mediante la repercusión 
del coste total (full cost pricing) y el principio de 
que “el usuario paga”. Dado su escepticismo con 
esta argumentación orientada hacia el mercado, 
es probable que los ecologistas políticos casi in-
tuitivamente argumenten en contra de sistemas 
de tarificación unitaria en la gestión de residuos. 
Este estudio investiga los instrumentos de mer-
cado en el suministro de agua y en la gestión de 
residuos y, más concretamente, si la tarificación 
unitaria en la gestión de residuos sigue la misma 
lógica de la transformación de los bienes comu-
nes en bienes privados.

Instrumentos de mercado  
en el suministro de agua  
y la gestión de residuos
¿Una manera de transformar bienes  
comunes en bienes privados?

*Ent, environment and management, Gabriel Weber (gweber@
ent.cat) e Ignasi Puig Ventosa (ipuig@ent.cat)

Bienes comunes, privatización, 
comercialización y mercantilización

El proceso de mercantilización –es decir, el pro-
ceso de transformación de los bienes comunes 
(que no deberían estar a la venta, debido a que 
son un derecho humano inalienable), tales como 
el agua– ha sido criticado ampliamente (por 
ejemplo, Swyngedouw, 2005; Loftus y McDo-
nald, 2001; Bakker, 2008). Las críticas tienen 
que ver con las maneras en que los recursos na-
turales y los procesos se hacen intercambiables a 
través del mercado, y las consecuencias de ello. 
Al mismo tiempo, muchos autores han utilizado 
el enfoque de mercantilización de la naturaleza 
para impugnar las perspectivas de “ambienta-
lismo de mercado” (por ejemplo, Anderson y 
Leal, 2001; Bakker, 2005), que sostiene que los 
problemas ambientales se pueden resolver me-
diante la creación de mercados. El medio am-
biente ha sido un lugar clave del conflicto entre 
los partidarios de la expansión de las reglas del 
mercado, las relaciones y modos de gobernanza 
(por ejemplo, Christoff, 1996; Hawken, Lovins, 
Lovins, 2010; Lovins, Lovins, Hawken, 1999; 
Mol y Sonnenfeld, 2000) y los que se oponen a 
esa ampliación (por ejemplo, Anderson y Leal, 
2001; Bakker, 2005; Derman y Ferguson, 2003; 
Gómez Baggethun y Ruiz Pérez, 2011).

Bakker (2005) reclama que, en el caso del 
“ambientalismo de mercado”, el proceso de re-re-
gulación de los recursos por lo general implica 
tres procesos interrelacionados pero diferentes: 

mailto:gweber@ent.cat
mailto:gweber@ent.cat
mailto:ipuig@ent.cat
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la privatización, la comercialización y la mercan-
tilización de la naturaleza. La comercialización 
implica cambios en las prácticas de gestión de 
recursos que introducen principios comerciales 
(como la eficiencia), métodos (como la evalua-
ción coste-beneficio) y objetivos (por ejemplo, la 
maximización del beneficio). La privatización y la 
comercialización son procesos distintos. La priva-
tización puede ocurrir sin la plena comercializa-
ción, es el caso por ejemplo de muchas cooperati-
vas de viviendas o la producción y distribución de 
alimentos ecológicos. Al revés, una organización 
puede utilizar estrategias de comercialización, 
mientras que la propiedad permanece en el sector 
público, por ejemplo en las empresas de energía 
u operadores ferroviarios (Bakker, 2005). Mer-
cantilización implica la creación de un bien eco-
nómico a través de la aplicación de mecanismos 
destinados a apropiarse y a estandarizar una clase 
determinada de productos o servicios, y permi-
tiendo a estos bienes o servicios que se vendan a 
un precio determinado por el mercado (Bakker, 
2005). Mercantilización y comercialización están 
relacionadas, pero son distintas analíticamente. 
Esta última implica cambios en las instituciones 
de manejo de recursos, una condición necesaria 
pero no suficiente para la primera, que consiste 
en la conversión de un recurso en un bien econó-
mico –de ninguna manera es un proceso senci-
llo, como los economistas neoclásicos reconocen 
cuando se hace referencia a los múltiples fallos del 
mercado que caracterizan el uso de recursos tales 
como el suministro de agua.

Economía neoclásica  
y la repercusión del coste total  
(full cost pricing)

Al defender una privatización, comercializa-
ción y/o mercantilización (por ejemplo, en el 
suministro de agua o la gestión de residuos) la 
perspectiva del ambientalismo de mercado se 
propone el uso de los principios económicos y 
las herramientas que se aplican generalmente 
para recuperar los costes. Estos herramientas se 
derivan de la perspectiva dominante de la econo-
mía neoclásica, con su énfasis en la repercusión 
del coste total, basada en el principio de que “el 

usuario paga” (Abeysuriya, Mitchell, Willetts, 
2008). La economía neoclásica es la perspectiva 
dominante de la economía que hoy en día sus-
tenta las políticas gubernamentales de los países 
industrializados. Esta perspectiva tiene la prefe-
rencia por el mercado como medio para asignar 
los recursos escasos mediante el uso de mecanis-
mos de repercusión de precios. Así, el principio 
de que “el usuario paga” y la repercusión del cos-
te total, donde los ingresos para recuperar todos 
los costes se elevan a través de tasas o tarifas a 
los usuarios de los servicios, son valores funda-
mentales en la economía neoclásica. Incluir to-
dos los costes monetarios en el precio significaría 
que los ingresos percibidos de los usuarios serían 
suficientes para recuperar los costes incurridos 
por los proveedores de servicios (Smith, 2002). 
Además de la crítica de los ecologistas políticos 
(por ejemplo, Kaika, 2003), de dar un precio a 
derechos humanos inalienables (como el acceso 
al agua), hay también una crítica de la economía 
ambiental en el sentido de que la repercusión del 
coste total por lo general solo cubre los costos 
operativos (Tardieu y Prefol, 2002). 

Enfoques neoclásicos en la aportación de ser-
vicios elementales como el suministro de agua o 

Bolsa en un sistema de tarificación unitaria en 
la gestión de residuos en Argentona, Cataluña. 
(Autor: ENT, environment and management)
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la gestión de residuos se promueven como políti-
cas “internacionalmente aceptadas” que incluyan 
la separación de la prestación de servicios por 
parte del gobierno, la financiación a través de 
tarifas unitarias impuestas a los usuarios, y plena 
consideración de costes a través de la repercusión 
del coste total basado en el principio de que “el 
usuario paga” (suministro de agua, por ejemplo 
Kaika, 2003) o del principio de que “el que con-
tamina, paga” (p.ej. en la gestión de residuos, 
Puig Ventosa, 2008).

Instrumentos de mercado  
en materia de suministro de agua  
y gestión de residuos

Tras el principio de “el usuario paga” y la repercu-
sión del coste total la perspectiva del ambientalis-
mo de mercado propone sistemas de tarificación 
unitaria (es decir, de “pago por uso”) en el sumi-
nistro de agua. De acuerdo con esta lógica se ha 
reconceptualizado el agua como un bien comer-
cializable en vez de un bien público, y se deduce 
que los consumidores de agua se clasifican como 
clientes en lugar de ciudadanos, que tienen acceso 
al agua a través de la compra de agua como una 
mercancía, más que el derecho a un servicio de 
suministro de agua (Bakker, 2003).

En muchos casos se han aplicado sistemas de 
tarificación unitaria conjuntamente con la pri-
vatización del suministro de agua con el objetivo 
de maximizar los ingresos y reducir los gastos 
en la provisión de agua. A menudo, esto inicial-
mente ha acelerado el movimiento hacia mejo-
res resultados ambientales y el uso más eficiente 
de la infraestructura, aunque con algún coste 
en términos de equidad y accesibilidad (Searle, 
2007). Sin embargo, en el medio y largo plazo 
este enfoque ha conllevado en muchos casos a 
una fuerte reducción de servicios y un aumento 
de los precios, lo que creó una oposición pidien-
do un decomodificación del agua y una desglo-
balización del capital invertido en suministro 
de agua (Bond, 2010). Como consecuencia, los 
gobiernos a menudo han tratado de reafirmar 
el control gubernamental sobre el agua, como 
en Buenos Aires (Argentina), Cochamamba 
(Bolivia), Hamilton (Canadá), París, Grenoble 

(Francia), Potsdam, Berlín (Alemania), Dar-es-
Salaam (Tanzania), así como a nivel estatal en 
Malasia (por ejemplo, Bakker, 2008; Hachfeld, 
2008; Lobina y Hall, 2007).

Bajo propiedad privada, en muchas zonas 
el suministro de agua se ha convertido en un 
negocio en lugar de un servicio público, con 
el principal objetivo de la maximización de la 
eficiencia económica en vez de la equidad so-
cial. A menudo, el esfuerzo por maximizar la 
eficiencia económica se justifica por la escasez 
de agua como una condición universal y natural 
al mismo tiempo. Ecologistas políticos han argu-
mentado, sin embargo, que esta escasez no es na-
tural, sino que se produce por los seres humanos 
(por ejemplo, Kaika, 2003; Otero et al., 2011), 
ya que extraen más del 50% de la escorrentía 
en muchas regiones del mundo (por ejemplo, 
África del Norte, Asia Central, Sur-Oeste de 
los EE.UU. o el sudeste de Inglaterra [Bakker, 
2003]).

Similar al principio de “el usuario paga” en el 
suministro de agua, muchos autores han aboga-
do por instrumentos de mercado en la gestión de 
los residuos y, más concretamente, para el prin-
cipio de “quien contamina, paga” (por ejemplo, 
Narayana, 2009; Pearce y Turner, 1993). Según 
este principio, los productores de residuos (por 
ejemplo, hogares) deberían pagar por la produc-
ción de residuos, lo que se conoce como “siste-
mas de pago por generación” (o pay-as-you-throw 
[PAYT]) (Miranda y Aldy, 1998). Los sistemas 
de pago por generación en la gestión de residuos 
siguen la lógica de la consideración de todos los 
costes (full cost accounting) e intentan conseguir 
la eficiencia económica (EPA, 1997). La con-
sideración de todos los costes generalmente se 
refiere al proceso de recogida y presentación de 
información para cada alternativa disponible, a 
fin de concluir con una decisión que tenga en 
cuenta los impactos ambientales, económicos y 
sociales. En consonancia, el principio de “quien 
contamina, paga” sugiere que los productores de 
residuos (por ejemplo, hogares) deberían pagar 
por tanto por la gestión de los residuos como por 
las medidas ambientales que sean necesarias (por 
ejemplo, Puig Ventosa, 2008). Varios investiga-
dores han criticado que la consideración de to-
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dos los costes en muchos casos solo se utiliza para 
determinar los costes económicos de sistemas de 
tarificación unitaria (por ejemplo, Karagianni-
dis, Xirogiannopoulou, Tchobanoglous, 2008). 
Especialmente los costes de los daños causados 
al medio ambiente son a menudo dejados de 
lado. Esta deficiencia del mercado significa que 
la capacidad de recepción del medio ambiente 
está infravalorada y los costes de eliminación de 
residuos y perjuicios medioambientales deberían 
reflejarse en los precios del producto (Pearce y 
Turner, 1993).

Las diferencias entre el suministro 
de agua y la gestión de residuos

Los instrumentos de mercado y sistemas de tari-
ficación unitaria (es decir, “pago por uso” o “pago 
por generación”) se han aplicado ampliamente al 
suministro de agua y a la gestión de residuos. En 
ambos casos se ha llevado a cabo para aumentar 
la eficiencia económica. Además, su aplicación se 
ha justificado con el argumento de proteger los 
recursos escasos y el medio ambiente. A pesar de 
estas similitudes, también hay varias diferencias.

Una distinción importante entre el suministro 
de agua y la gestión de residuos es que la tarifi-
cación unitaria en el caso de los residuos apenas 
cumple con los criterios que se proponen por el 
ambientalismo de mercado.

Primero, la implementación de sistemas de 
pago por generación en la gestión de residuos 
en general no va de la mano de la privatización. 
Mayoritariamente, los elementos principales de 
la gestión de los residuos permanecen en ma-
nos públicas. Esto incluye la planificación de la 
gestión, la repercusión de tasas de residuos, el 
cobro a los clientes y el tratamiento de los re-
siduos. Algunos municipios han externalizado 
la recogida de residuos, sin embargo este hecho 
ocurrió independientemente de contar o no con 
un sistema de tarificación unitaria.

Segundo, la gestión de residuos mediante 
pago por generación no significa una comercia-
lización total de la gestión de residuos mediante 
el uso de los principios, métodos y objetivos co-
merciales. A pesar de que los sistemas de pago 
por generación de residuos aspiran a la eficiencia, 
su objetivo no es la maximización del beneficio, 
sino evitar los residuos y aumentar el reciclaje. 
Otro objetivo puede ser informar a los ciudada-
nos de que hay costes (externos) asociados a la 
producción de residuos, más allá de costes ope-
rativos de recogida y tratamiento. 

Tercero, el sistema de pago por generación en 
la de gestión de residuos no está relacionado con 
la mercantilización. A pesar de que los residuos se 
están convirtiendo cada vez más en una mercancía 
(por ejemplo, Barros et al., 2009), este proceso 
está relacionado con otras causas, como el aumen-
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to de los precios de otros productos básicos, que 
pueden ser sustituidos por residuos. Además, el 
sistema de pago por generación en la gestión de 
residuos no conduce a una marginación de los 
hogares pobres (como es a menudo el caso en el 
suministro de agua [por ejemplo, Smith, 2002]).

Sin embargo, los sistemas de pago por ge-
neración no están exentos de toda crítica por 
parte de la ecología política. Un primer punto 
es que puede dar lugar a vertidos ilegales (Kara-
giannidis, Xirogiannopoulou, Tchobanoglous, 
2008) o al turismo de residuos, lo que suele dar 
lugar a conflictos con los municipios vecinos. 
En segundo lugar, los sistemas de pago por ge-
neración pueden conllevar en algunos aspectos 
incremento del control por parte del gobierno. 
Algunos ciudadanos pueden sentirse conmina-
dos por la obligación de utilizar un determinado 
tipo de bolsas (que tienen que comprar en el 
ayuntamiento o en tiendas seleccionadas por el 
gobierno) o etiquetas (que, en su caso, son leídas 
durante la recogida). Para algunos, esto puede te-
ner una connotación de vigilancia gubernamen-
tal adicional. La percepción del control por parte 
del gobierno puede ser particularmente alta si los 
procesos se ejecutan de arriba hacia abajo y sin la 
consulta de todos los actores relevantes.

Conclusión

En este artículo hemos investigado la ecología po-
lítica de los sistemas de tarificación unitaria y más 
concretamente en los ámbitos del abastecimiento 
de agua y de la gestión de residuos. Hemos de-
mostrado que la ecología política es muy escéptica 
con la recuperación del coste total y el principio 
de que “el usuario paga”, ya que pueden conducir 
a la marginación de los hogares más pobres y a la 
exclusión del acceso al agua, que anteriormente 
era (y se supone que es) un bien común. Por otra 
parte, se encontró que la idea de pago por genera-
ción en la gestión de residuos apenas cumple con 
las perspectivas del ambientalismo de mercado 
(privatización, comercialización y mercantiliza-
ción) para la solución de problemas ambientales.

Hemos demostrado que los sistemas de pago 
por generación en la gestión de residuos, a pesar 
de que incluyen algunos instrumentos de merca-

do, difieren significativamente de los vinculados 
con el suministro de agua. Estos no van de la 
mano de la privatización de los bienes comunes 
ni con una nueva ampliación de la frontera del 
mercado. Sin embargo, los sistemas de pago por 
generacion de residuos también comprenden 
algunos elementos que preocupan desde la pers-
pectiva de la ecología política. Esto incluye los 
efectos distributivos, el turismo de los residuos 
y un control gubernamental adicional. Los par-
tidarios de sistemas de pago por generacion de 
residuos, por lo tanto, deben comprender proce-
sos de participación que consideren las múltiples 
partes interesadas y considerar cuidadosamente la 
justicia social, en la aplicación de tales sistemas. 
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Introducción 

Desde el 2003, la economía Argentina ha cre-
cido de forma sostenida, como también lo han 
hecho sus exportaciones en términos monetarios 
y físicos. En el año 2008 Argentina fue el 4to y 
5to productor de oro y cobre de América Latina 
(USBM 2011) y el 3r y 4to productor mundial 
de soja y maíz (FAOSTAT 2010). Sin embargo, 
este proceso también se ha visto acompañado 
por un aumento significativo de la conflictivi-
dad socio-ambiental en torno de actividades 
extractivas como la minería y la soja (Svampa y 
Antonelli 2009, Binimelis et al 2009, Walter y 
Martinez Alier, 2010).

Los análisis económicos tradicionales que eva-
lúan el desempeño de una economía a través de 
indicadores como el Producto Bruto Interno o 
la Balanza Comercial no permiten evaluar cuá-
les son las presiones y costos ambientales que 
se ocultan tras estas contabilidades. El análisis 
de Flujo de Materiales forma parte de una fa-
milia de indicadores del metabolismo social, 
como también son el agua virtual o el HANPP 
(Apropiación Humana de la Producción Prima-
ria Neta) que busca trasparentar y caracterizar 
algunas características de las economías y sus 
intercambios desde un punto de vista material 
y ambiental.

Este artículo presenta los principales resulta-
dos de un análisis de los flujos de materiales de la 

Análisis de flujo de materiales de la 
economía Argentina (1970-2009)
Tendencias y Conflictos extractivos	

* Institut de Ciències i Tecnologies Ambientals, Universitat Au-
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Mariana Walter, Julien Brun, Pedro Pérez-Manrique, Ana C. González-Martínez, 
Joan Martínez Alier * 

economía Argentina entre los años 1970 y 2009 
y discute los vínculos entre estos flujos materiales 
y la creciente conflictividad socio-ambiental en 
Argentina. Se trata del primer estudio de este 
tipo para Argentina basado en fuentes de infor-
mación nacionales y por un período de 40 años. 
Esta metodología de análisis ha sido ya aplicada 
y sistematizada en la mayor parte de los países de 
la OECD. En América Latina, se ha desarrollado 
para Chile, Perú, México, Ecuador, Colombia y 
Brasil (Giljum, 2004; Russi et al. 2008; Gon-
zalez-Martinez y Schandl, 2008; Vallejo, 2010; 
Vallejo et al. 2011; Eisenmenger et al. 2007) y 
muy recientemente la UNEP ha publicado el 
primer análisis para América Latina y el Caribe 
(West y Schandl, 2012).  

El análisis económico del flujo de materiales 
es la compilación consistente de todos los in-
gresos materiales a una economía nacional, la 
acumulación material en el sistema económico 
(e.g. stock de viviendas, ganado) y las salidas de 
materiales hacia otras economías o el ambiente 
(EUROSTAT 2001, p.17). Estos flujos pueden 
ser directos o indirectos, como las toneladas de 
cobre que un país importa o la mochila eco-
lógica que la extracción de este metal dejó en 
su país de origen o se emitieron a la atmósfera 
durante su transporte transoceánico. El estudio 
realizado para Argentina solo considera los flujos 
directos de lo que se importa, exporta y extrae 
en Argentina, dejando de lado el agua y el aire 
(Fischer-Kowalski et al. 2011). 
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Balance comercial físico y monetario 
de Argentina

La figura 1 ilustra la evolución de las importa-
ciones y exportaciones en términos físicos y mo-
netarios de la economía Argentina entre 1970 y 
2009. Los datos provienen de las estadísticas de 
comercio internacional de las Naciones Unidas 
(COMTRADE, UNSG, 2009). La figura indica 
lo que se pagó y se cobró por la compra y venta 
de bienes y por otro lado lo que se exportó e 
importó en cantidad de toneladas. La diferencia 
entre lo que se exportó e importó en términos 
materiales y monetarios es la balanza comercial 
física y monetaria. No es posible, por falta de 

espacio, realizar un análisis de la figura incor-
porando la historia económica de Argentina, 
pero destacamos algunas características claves 
de los últimos años para enmarcar la reciente 
conflictividad socio-ambiental en torno del ex-
tractivismo. 

Se observa como desde mediados de los años 
1990 se produce un aumento sustancial en la ex-
portación de materiales (biomasa de bajo valor 
agregado principalmente) y que, mientras la ba-
lanza comercial física es crecientemente negativa 
(se exporta mucho más de lo que se importa en 
toneladas), desde el 2000 la balanza monetaria co-
mienza a ser positiva, aunque no en la proporción 
inversa a la física. En el año 2009, por cada tonela-

Figura 1. Importaciones y exportaciones en términos físicos y monetarios de 
la economía Argentina entre 1970 y 2009
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da exportada Argentina podía comprar menos de 
0.4 toneladas (España 1.6). Aunque los términos 
de intercambio han mejorado levemente desde los 
años 90, se mantienen desfavorables, aumentando 
sostenidamente la presión extractiva y exportado-
ra de commodities en Argentina. Esta figura ilustra 
así la trampa en la que Argentina se encuentra, en 
la que, para aumentar sus ingresos necesita expor-
tar crecientes cantidades de materiales. Pero, ¿a 
qué costo socio-ambiental?   

Extracción de materiales en 
Argentina

Uno de los aspectos más novedosos del estudio 
de flujo de materiales de Argentina es la cuan-
tificación de la cantidad y tipo de materiales 
que se extraen anualmente en Argentina (Figura 
2). Priorizando fuentes nacionales y utilizan-
do fuentes internacionales cuando fue necesa-
rio (Perez-Manrique et al. 2013), se cuantifica 
la extracción anual de biomasa (cereales, soja, 
madera, pasturas y pienso para ganado, pesca, 
caza), minerales industriales (e.g. fosfato), me-
talíferos (e.g. oro, cobre), combustibles fósiles 
(gas, petróleo) y materiales de construcción 
(e.g. arenas, mármol), obteniendo un perfil de la 
evolución de la presión extractiva de la economía 
Argentina en su territorio.

Entre 1970 y 2009 la extracción de materiales 
en Argentina pasó de 386 millones a 660 millo-
nes de toneladas, con una tasa de crecimiento su-
perior a la de la población del país. Esto significa 
que el aumento en la extracción de materiales no 
está impulsada por el consumo doméstico pero, 
fundamentalmente, por la exportación de com-
modities (agricultura y minería). Comparando 
con otros países exportadores de la región, Ar-
gentina tiene la mayor extracción de materiales 
per cápita, 16.46 ton/cap. Colombia tiene un 
extracción per capita promedio de 8.3 ton/cap 
(Vallejo et al. 2011) y Ecuador de 7.4 ton/cap 
(Vallejo, 2010). 

La biomasa representa el 70% del flujo mate-
rial, y se compone en un 71% por las pasturas y 
piensos para ganado, en un 2% por pesca y extrac-
ción maderera y en un 27% por cultivos. Entre 
1997 y 2009, la extracción de cultivos pasó de 50 

Mt a 137 Mt, siendo la soja el cultivo que más cre-
ció, saltando de 26,000 toneladas a 30.9 Mt en el 
mismo período. El área cultivada con soja también 
se vio disparada, pasando de 38,000 Ha en 1970 
a 18 millones de Ha en el 2009, lo que representa 
más de la mitad de la tierra cultivada (MAGyP 
2011). Pengue (2001) señala que la soja ha des-
plazado otros cultivos de consumo doméstico 
como cereales tubérculos y vegetales. También ha 
habido una reducción de las áreas de pastoreo para 
ganado, así como la práctica de la rotación de cul-
tivos (PEA2 2010; Santarcángelo y Fal, 2009). La 
expansión espacial de la soja es indisociable de la 
aprobación, en el año 1996, de la soja transgénica 
y el despliegue de su paquete productivo (siembra 
directa, gifosato) en el país (Teubal, 2006). Desde 
el año 1996 la soja pasó a representar alrededor del 
26% de todos los cultivos.

La expansión de la frontera agropecuaria 
impulsada por la soja, principalmente, ha pro-
movido crecientes conflictos con comunidades 
indígenas y rurales que han sido desplazadas 
(Aranda, 2013), desposeídas de sus recursos, 
envueltas en protestas y conflictos por la conta-
minación del aire, el agua y las personas por el 
uso de químicos como el glifosato (Binimelis et 
al. 2009, Paganelli et al. 2010, Aranda, 2013), 
y las tasas de deforestación más altas de la histo-
ria del país (UMSEF 2007). Más recientemente 
también ha aumentado la violencia y crimina-
lización ejercida sobre los movimientos locales 
que se oponen al despojo de sus tierras en el 
norte del país (Aranda, 2013).

El Segundo flujo que consideramos en este 
artículo es la extracción de minerales metalíferos 
que entre 1970 y 2009 aumentó 27 veces. Entre 
1997 y 1998 la, extracción de metales pasó de 
9.6 Mt a 34.4 Mt. Es durante estos años que 
se abrieron 3 emprendimientos mineros de gran 
escala para la extracción de oro, cobre, plata y 
litio (Bajo la Alumbrera, Cerro de la Vanguardia 
y el Salar de Hombre Muerto). El valor de estas 
exportaciones ha crecido significativamente, pa-
sando de 150 millones dólares en 1990 a 1,200 
millones en 1999 (Prado, 2005). Durante la últi-
ma década el gobierno Argentina ha promovido 
la minería metalífera como una de las claves para 
el desarrollo del país, un proyecto que ha encon-
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trado con una creciente oposición de las comu-
nidades locales. Desde el referéndum minero de 
Esquel en marzo del 2003, una ola de conflictos 
y mobilizaciones locales ha impulsado la prohi-
bición de la actividad en 6 de las 23 provincias 
Argentinas (Walter y Martinez Alier, 2010; Ur-
kidi y Walter, 2011; Svampa y Antonelli, 2009). 
Así como con el avance de la frontera sojera, 
también ha habido un aumento en la criminali-
zación y represión de las comunidades opuestas 
a la minería, una tendencia que resuena en otros 
países de América Latina (Chérrez et al. 2011, 
Encuentro Memoria Verdad y Justicia, 2012).

Conclusiones

La economía Argentina sigue un modelo cre-
cientemente intensivo en extracción de materia-
les para exportación con una balanza comercial 
física negativa. Las consecuencias de este modelo 
de crecimiento se plasman en un aumento en 
la presión ambiental y la conflictividad en las 
comunidades que se oponen al avance de la fron-
tera extractiva en sus territorios.  

Las tendencias identificadas para Argenti-
na se replican en la mayor parte de los países 
Latinoamericanos donde la presión extractiva 
(West y Schandl, 2012) y la conflictividad so-
cio-ambiental (OCMAL, 2013) aumentan, pro-
moviendo nuevos marcos de reflexión. Análisis 
sobre cambios en el metabolismo social global 
(Muradian et al. 2012), la consolidación de un 
nuevo modelo extractivista (Gudynas, 2009) 
y el surgimiento de un nuevo “consenso de las 
commodities” (Svampa, 2012) están señalando el 
inicio de una nueva etapa que conflictos territo-
riales en América Latina. 
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Comercializar con materias primas es una acti-
vidad que se lleva a cabo desde el principio de 
los tiempos, pero nunca había tenido ni una im-
portancia ni un crecimiento tan grande como el 
mantenido en la última década, hasta el punto 
que está cambiando la configuración del sector 
extractivo y del consumo global, así como las 
normas mismas del comercio internacional.
Desde finales de los años 80 el volumen de materias 
primas comercializadas en el mundo no he dejado 
de crecer, en los últimos 30 años se ha multiplicado 
por 2,5 (Gráfico 1). En el mismo periodo el volu-
men de materiales extraídos ha aumentado “solo” 
un 80% (Gráfico 2), lo que señala que el volumen 
comercializado internacionalmente ha tenido un 
crecimiento mayor que el que le correspondería 
proporcionalmente al aumento asociado a la mayor 
extracción. En los últimos años de la primera dé-
cada del siglo XXI aproximadamente una décima 
parte de los materiales extraídos fueron comercial-
izados internacionalmente, se trata por tanto de 
volúmenes extraordinarios.  

Ante tamaño crecimiento del comercio, para 
poder diseñar políticas de sostenibilidad ade-
cuadas, así como para entender la relación de 
poderes en la definición de las políticas econó-
micas y de aseguramiento de suministros, resulta 
necesario, pero insuficiente, acudir al estudio de 
los niveles de consumo en los diversos países (in-
cluyendo la distribución interna), o el volumen 
de flujos entre países. Deberían analizarse qué 

Siglo XXI. La emergencia  
de los invisibles titanes de  
las materias primas
Miquel Ortega Cerdá, Mónica Vargas y Olivier Chantry*

actores están realizando estos flujos, el nivel de 
concentración en las materias primas más im-
portantes, y la posible responsabilidad que ten-
gan las organizaciones que realizan el comercio 
de las sustancias, tanto en la distribución de la 
riqueza/pobreza generada por estos flujos, como 
en las responsabilidades ambientales o sociales 
que se deriven de su actividad.

Gigantes, desconocidos  
e importantes

¿Quiénes son los principales comerciantes de mate-
rias primas mundiales? ¿Qué evolución han tenido? 
¿Qué rol juegan en la actualidad? Estas pregun-
tas son extraordinariamente difíciles de contestar 
pues no existe ningún organismo que obligue a un 
mínimo de transparencia o realice un seguimiento 
global de estos actores. No obstante, diversos gru-
pos están comenzando a tratar de obtener informa-
ción. En este artículo utilizaremos principalmente 
los datos obtenidos por el Financial Times y publi-
cados el pasado 15 de abril en el artículo “Traders 
reap $250bn harvest from boom in commodities”. 
Se trata, según el diario, del estudio más completo 
existente hasta la actualidad en este ámbito. A con-
tinuación se señalan algunos de los aspectos más 
importantes recogidos en el artículo:

•	 La alta demanda de los países emergentes hizo 
que el beneficio en el sector de las comercia-
lizadoras de materias primas se disparara en 
la primera década del siglo XXI. Si en el año * Observatorio de la Deuda en la Globalización (www.odg.cat) 

(miquel.ortega@odg.cat)

http://www.odg.cat
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Gráfico 1 Flujo comercial internacional de las principales categorías de materias primas y porcentaje de 
crecimiento

Fuente: Monika Dittrich, Stefan Giljum, Stephan Lutter, Christine Polzin: Green economies around the world ? Implications of 
resource use for development and the environment. Vienna, 2012.

Gráfico 2 Extracción global de materias primas y porcentaje de crecimiento
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2001 el beneficio estimado de las primeras 20 
marcas era de 2.100 millones de $, desde en-
tonces se mantuvo un crecimiento constante 
y se llegó, en el año 2008, a un máximo de 
36.500 millones de $ (es decir un crecimiento 
de un 1600% en 7 años), disminuyendo muy 
ligeramente los siguientes años (debido a la 
crisis económica) y remontado el año 2012 a 
33.500 millones de $.

•	 Los principales comerciantes y sus respectivos 
beneficios obtenidos en la década 2003-2013 
son los siguientes (miles de millones de $): Mit-
subishi 40,4; Glencore 33,5; Mitsui 28,2; Car-
gill 22,3; y los siguientes 16 comercializadores 
119,2. En total las 20 entidades más impor-
tantes tuvieron un beneficio de 243.600 millo-
nes de $ en una década. A modo comparativo 
esta es una cantidad superior a los beneficios 
de Toyota, VW, BMW, Renault y Ford juntos 
en la misma época (235.300 millones de $), o 
JPMorgan Chase, Goldman Sachs y Morgan 
Stanley juntos (225.500 millones de $).

•	 Las ventas en términos monetarios de las prin-
cipales diez comercializadoras de materias pri-
mas (Vitol, Glencore, Trafigura, Cargill, Mit-
subishi, ADM, Noble, Wilmar, Luis Dreyfus y 
Mitsui) fueron en 2012 de 1.200.000 millones 
de $, aproximadamente lo mismo que la to-
talidad del PIB español (1.063.355 millones 
de € en 2011). 

•	 Los grandes beneficios obtenidos en la pri-
mera década del siglo XXI permitieron a las 
comercializadoras comenzar a invertir y pasar 
a poseer sus propias producciones a finales de 
la década, facilitando así una integración ver-
tical, así como un mayor riesgo de producir 
movimientos especulativos.

•	 Las comercializadoras pagan, comparativa-
mente con los grupos extractivos, tasas bajas. 
Mientras que para las industrias extractivas las 
tasas medias están entre 30-45%, las comer-
cializadoras pagan cantidades no superiores al 
10%, al poder basarse en cualquier país que 
consideren adecuado. Usualmente trabajan 
desde Suiza, pero también en Hong Kong, 
Dubai, Kuala Lumpur y sobre todo Singapur, 
que tienen programas específicos de bajas tasas 
para atraerlas. 

•	 Pese a ser desconocidas por el gran público tie-
nen un rol destacado y controlan partes signi-
ficativas de algunos flujos básicos para el fun-
cionamiento de las economías. Por ejemplo:

	 – �Vitol, Glencore, Trafigura, Mercuria y Gun-
vor conjuntamente mueven 15 millones de 
barriles de petróleo diario, lo que equivale 
a todas las necesidades de importación de 
EEUU, China y Japón.

	 – �Glencore declaró al comenzar a cotizar en 
bolsa en 2010 que controlaba 60% del co-
mercio mundial de zinc, 50% de aquel del 
zinc concentrado, 50% del cobre, 30% del 
cobre concentrado, 30% de la alúmina (óxi-
do de aluminio), 22% del aluminio, 23% 
del cobalto. Sus ventas diarias de petróleo 
equivalían a 3% del consumo mundial y 
comercializaba un tercio del carbón trans-
portado por mar. Además, era uno de los 
principales exportadores de granos, contro-
lando 9% del comercio global1.

	 – �En agricultura el llamado grupo ABCD 
(ADM, Bunge, Cargill y Dreyfus) controlan 
los principales flujos agrícolas, por ejemplo 
manejan cerca de la mitad del flujo mundial 
de grano y soja.

	 – �En algunos productos nicho como el café, 
algunas de las comercializadoras pese a ser 
desconocidas tienen un poder extraordina-
rio, por ejemplo Neumann Kaffe Gruppe a 
través de Ecom Agroindustrial es el suminis-
trador de café molido de una de cada siete 
tazas consumidas en el mundo.  

Relación de las principales 
comercializadoras de materias 
primas con el sistema financiero2

Las empresas comercializadoras de las materias 
primas, además de comercializar con estas ma-

1.  Véase: http://www.nxtbook.com/sosland/mbn/2011_05_31/
index.php?startid=12,  http://www.glencore.com/docu-
ments/investorpresentation0310.pdf; :  http://www.reuters.
com/article/2011/10/28/us-commodities-houses-idUS-
TRE79R4S320111028 y  http://www.foreignpolicy.com/arti-
cles/2012/04/23/a_giant_among_giants 
2. Para más información, véase: ODG-TNI. Impunidad S.A. 
Herramientas de reflexión sobre los “súper derechos” y los “súper 
poderes” del capital corporativo. Edición: ODG - TNI, Barcelona 
2013 [En proceso de edición].

http://www.nxtbook.com/sosland/mbn/2011_05_31/index.php?startid=12
http://www.nxtbook.com/sosland/mbn/2011_05_31/index.php?startid=12
http://www.glencore.com/documents/investorpresentation0310.pdf
http://www.glencore.com/documents/investorpresentation0310.pdf
http://www.reuters.com/article/2011/10/28/us-commodities-houses-idUSTRE79R4S320111028
http://www.reuters.com/article/2011/10/28/us-commodities-houses-idUSTRE79R4S320111028
http://www.reuters.com/article/2011/10/28/us-commodities-houses-idUSTRE79R4S320111028
http://www.foreignpolicy.com/articles/2012/04/23/a_giant_among_giants
http://www.foreignpolicy.com/articles/2012/04/23/a_giant_among_giants
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Nombre Descripción

Facturación 
2012
(miles de mi-
llones de $)

Vitol

Fundada en 1966 en Holanda. Es el principal 
comercializador de energía mundial. Gestiona 
6 millones de barriles diarios de petróleo y de-
rivados (suficiente para suministrar a Alemania, 
Francia e Italia juntos). También comercializa 
gas, carbón, energía y emisiones de carbono. Ha 
expandido sus actividades al azúcar y el grano.

303

Glencore

Fundada en 1974, con el nombre de Marc 
Rich + Co AG. Inicialmente estaba centrada en 
petróleo, ha diversificado sus actividades y no 
solo comercia si no que abarca la producción, 
refinamiento, procesamiento, almacenamiento 
y transporte de materias primas. 

214

Cargill

Fundada en 1865. Opera en 65 países, es la 
comercializadora de materias primeras agrícolas 
más importante del mundo, y tiene el porcenta-
je mundial más alto de comercio en productos 
como el azúcar y el maíz.

134

Trafigura

Fundada en 1993. Comercializa 2,4 millones 
diarios de barriles de petróleo y derivados. 
Controla el 40% del mercado libre de cobre, 
zinc y plomo. 

120

Noble group
Fundada en Hong Kong en 1987. Está diver-
sificada –al igual que Glencore− entre energía, 
metales y agricultura.

94

ADM

Fundada en 1902. Realiza comercio y trata-
miento de productos agrícolas, es uno de los 
principales productores de etanol proveniente 
de maíz, y uno de los principales comercializa-
dores de maíz.

89

Mitsubishi

Fundada en 1954, comercializa materias primas 
desde 1968. Tiene instalaciones mineras de 
cobre en Latinoamérica, campos de petróleo, y 
minas de carbón y hierro en Australia.

70

Mitsui & CO., 
Ltd

También japonesa, dispone porcentajes entre 
un 5-10% en proyectos de minería, petróleo 
y gas natural en países como Chile, EEUU, 
Filipinas y Mozambique.

67

Louis Dreyfus 
Commodities

Fundada en 1985 su expansión se realizó a 
partir de 2006. Centrada en la comercialización 
de productos agrícolas.

57

Wilmar

Fundada en 1991 en Singapur. Centrada en 
la comercialización y producción de palma de 
aceite. Controla un 25% del comercio de acei-
tes vegetales en China, y un 60% del comercio 
minorista de aceite vegetal en China.

45

Tabla 1 Las diez principales comercializadoras de materias primas mundiales

Fuente: Financial Times, 15 de abril de 2013.
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terias, están profundamente intrincadas con el 
sistema financiero a través de diversos meca-
nismos.

En primer lugar, gracias a los grandes benefi-
cios y los altos retornos, en ocasiones han actuado 
directamente como financiadoras de proyectos ex-
tractivos en substitución de la banca tradicional. 
Un efecto colateral de esta nueva operatoria es 
que se evitan los incipientes intentos de establecer 
sistemas de salvaguardias ambientales y sociales 
en el sistema financiero. Así, por ejemplo, cuan-
do la petrolera Rosneft, a finales de 2011 decidió 
comprar la petrolera TNK-BP, creando a través de 
esta operación la petrolera privada más grande del 
mundo, necesitó pedir un préstamos de 10.000 
millones de dólares. No fue la banca tradicional 
quién se lo facilitó si no que fueron Vitol y Glen-
core quienes financiaron uno de los acuerdos más 
grandes firmados nunca en el sector petrolero. Se 
aseguraron así una importante cantidad de recur-
sos en los siguientes años.  

En segundo lugar, la banca, que usualmente 
está relacionada con el sector de las materias pri-
mas a través de la compra-venta de derivados y 
otros instrumentos financieros, está cambiando 
su rol, entrando –debido a los altos márgenes 
existentes− en los últimos años directamente a la 
compra-venta de materias primas, como lo mues-
tran la reciente entrada de Morgan Stanley y JP-
Morgan en el comercio de petróleo y aluminio.  

En tercer lugar debe señalarse que en los últi-
mos años ha habido numerosos estudios centra-
dos en la especulación en el sector de las materias 
primas, y este ámbito suele ser asimilado espe-
cíficamente a la acción de entidades financieras. 
Sin embargo, algunas de las principales comer-
cializadoras a través de sus coberturas de riesgo 
van más allá de ser “operadores de cobertura de 
buena fe”, que solo estarían participando en el 
juego financiero para cubrirse de los riesgos (el 
llamado hedging)3. Al contrario, lo cierto es que 
el hedging no es un seguro, sino más bien un me-
dio para apostar, permitiendo la maximización 
de los beneficios. Las empresas comercializadoras 

3. Una descripción de la estrategia de hedging de Glencore 
se encuentra en: Glencore. Annual Report 2011. 31 desembre 
2011, p. 27 (http://www.glencore.com/documents/Annual_Re-
port_2011.pdf ).  

gozan aquí de una situación privilegiada4, al no 
ser consideradas como actores que especulan, no 
se les aplican las limitaciones en los mercados 
de futuros que se intenta imponer al resto de los 
actores financieros5. Por ello, tienen ganancias 
jugando sobre las fluctuaciones de los precios 
en el mercado real y en el financiero. Usan los 
contratos de futuros no sólo para cubrirse, sino 
también para tener beneficios adicionales6. 

La situación privilegiada que tienen estas 
transnacionales en términos de la determina-
ción de los precios en los mercados de mate-
rias primas7 y del acceso a la información, han 
contribuido significativamente a registrar ga-
nancias récord en los últimos años, con unos 
impactos sociales y ambientales derivados poco 
conocidos. 

¿Hora de poner punto y final?

Por ahora, y que tengamos conocimiento, en 
el Estado español se ha investigado las implica-
ciones ambientales y sociales de algunas de ellas 
(por ejemplo Glencore o Cargill), y también se 
ha realizado algún estudio sectorial (por ejemplo 
en el ámbito de sus afectaciones sobre la sobera-
nía alimentaria), pero la extraordinaria impor-
tancia de estos “nuevos gigantes del comercio” 
nos plantea la duda de si no es necesario actuar 
sobre el conjunto del fenómeno de las comer-
cializadoras de materias primas y su rol en la 
economía global. 

4. Véase:  Permanent Subcommittee on Investigations of the 
Unided States Senate. The role of Market Speculation in Rising 
Oil and Gas Prices: A need to put the cop back on the beat. Staff 
Report. Junio de 2006. Disponible en:  http://levin.senate.gov/
newsroom/supporting/2006/PSI.gasandoilspec.062606.pdf  ]
5. Véase al respecto Chantry, Duch y Vargas (2011).[Fuente: 
Chantry, O., Duch, G. y Vargas, M. Navegando por los mean-
dros de la especulación alimentaria. Edición Mundubat, GRA-
IN, Revista “Soberanía alimentaria, biodiversidad y culturas” y 
ODG, 2011. Disponible en: http://www.odg.cat/documents/
publicacions/INFORME_ESPECULACION_ALIMENTA-
RIA_def.pdf ]
6. Véase por ejemplo el caso Glencore Energy UK Ltd v 
Transworld Oil Ltd. El fallo de la Corte Comercial Inglesa (Engli-
sh Commercial Court) fue a favor de Transworld y demostró 
cómo Glencore, gracias a su pretendida cobertura financiera 
intentó aumentar sus ganancias en un 21% sobre una transac-
ción que ya le generaba beneficios per se (http://www.onlinedmc.
co.uk/index.php/Glencore_Energy_v_Transworld_Oil).
7. Usualmente, son denominadas price-makers. 

http://www.glencore.com/documents/Annual_Report_2011.pdf
http://www.glencore.com/documents/Annual_Report_2011.pdf
http://levin.senate.gov/newsroom/supporting/2006/PSI.gasandoilspec.062606.pdf
http://levin.senate.gov/newsroom/supporting/2006/PSI.gasandoilspec.062606.pdf
http://www.odg.cat/documents/publicacions/INFORME_ESPECULACION_ALIMENTARIA_def.pdf
http://www.odg.cat/documents/publicacions/INFORME_ESPECULACION_ALIMENTARIA_def.pdf
http://www.odg.cat/documents/publicacions/INFORME_ESPECULACION_ALIMENTARIA_def.pdf
http://www.onlinedmc.co.uk/index.php/Glencore_Energy_v_Transworld_Oil
http://www.onlinedmc.co.uk/index.php/Glencore_Energy_v_Transworld_Oil
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Temas posibles y acciones no faltan:

•	 Parece claro que es necesario aumentar la visi-
bilidad y trasparencia de sus actuaciones, para 
conocer mejor los mecanismos con los que 
operan y reforzar el seguimiento social de sus 
actuaciones.

•	Debe analizarse mejor el riesgo sistémico que 
supone su tamaño y control oligopólico en 
algunos sectores, y tomar medidas para evi-
tarlo.

•	 La fluctuación de los precios de las materias 
primas −especialmente las asociadas a procesos 
especulativos− genera beneficios récord para 

los invisibles titanes de las materias primas, 
pero genera problemas sociales importantísi-
mos. Deberían cuestionarse las actuales me-
didas de libre mercado, y analizar las posibles 
medidas aplicables de intervención por parte 
de las administraciones públicas.

•	 Debe entenderse mejor su relación con el sec-
tor financiero, que parece ser importante, pero 
es poco conocida.

•	 Debe forzarse a asumir su corresponsabilidad 
ambiental y social a escala local y global.

¿Alguien recogerá en el Estado español el reto de 
trabajar en éste ámbito? 
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La revolución del árbol en Turquía: 
“Chapulando* cada día”1

Equipo EJOLT, Turquía.**
Begüm Özkaynak, Cem Iskender Aydın, Pınar Ertör Akyazı e Irmak Ertör

La ausencia de consulta, la intervención violenta de 
la policía y la transformación del espacio público a 
espacio privado explican porqué la ocupación del 
parque Gezi no solo significó salvar árboles, sino 
salvar la democracia en Turquía. Pero mientras esta 
historia oculta el crecimiento rápido de una ma-
nifestación en un parque de Estambul hacia una 
revuelta a nivel nacional, también esconde un mo-
tivo diferente del conflicto: la agresión nacional 
al medio ambiente. Aquí nos centraremos en la 
perspectiva de justicia ambiental de las protestas.

El caso del parque Gezi está relacionado con 
otros conflictos ambientales en Turquía sobre re-
cintos urbanos y megaproyectos (por ejemplo la 
construcción de presas, del tercer puente encima 
del Bósforo y la construcción de un canal paralelo 
al Bósforo) y también sobre conflictos de mine-
ría, conflictos nucleares y degradación ambiental 
−muchos en zonas que son ecológicamente sensi-
bles y/o con alto valor de protección. Sin duda, es-
tos conflictos, incluyendo la resistencia del parque 
Gezi, deben situarse en un contexto más amplio 
del metabolismo industrial, cambio estructural y 
dinámicas de crecimiento de Turquía, que es uno 
de los objetivos principales del proyecto EJOLT. 
Pero vamos primero a mirar los eventos sucedidos 
en las últimas dos semanas. 

¿Cómo empezó todo en el parque Gezi?

Desde hace unos meses, un grupo de académi-
cos, arquitectos, ecologistas y ONGs −conocido 

* Palabra turca con un nuevo significado: “la lucha por sus de-
rechos” http://es.wikipedia.org/wiki/Chapular
1. Publicado en el blog de EJOLT en inglés (http://www.ejolt.
org/2013/06/turkeys-tree-revolution-part-2-everyday-im-
chapulling/)
** Universidad Bogazici (begum.ozkaynak@boun.edu.tr).

como la plataforma Solidaridad-Taksim– han 
estado protestando sobre los planes de transfor-
mación urbana de la Plaza Taksim bajo el lema 
de un proyecto de peatonalización y reconstruc-
ción de las Barrackas Ottomanas (Topçu Kışlası) 
que se encontraban situadas en el parque Gezi 
y que fueron demolidas en la década de 1930. 
Este parque es la única zona verde que queda en 
Taksim, centro neurálgico de la parte europea 
de Estambul. Cuando se difundieron las noti-
cias sobre las excavadoras que iban llegando al 
parque para arrancar los árboles, un grupo de 
activistas ocupó el parque con tiendas de campa-
ña y estableció el hashtag #occupygezi2 en twitter 
pidiendo apoyo. Cada vez más gente se unió a los 
manifestantes en el parque, transformándose en 
un escenario de solidaridad de variados registros 
sociales e ideológicos.

La tensión se intensificó repentinamente en 
el tercer y cuarto día de la sentada en paz (30-
31 Mayo, 2013) cuando la policía cargó contra 
los manifestantes a las 5 de la mañana desman-
telando y quemando sus tiendas de campaña y 
lanzando gas lacrimógeno. El ataque violento fue 
grabado desde la cámara de un manifestante y 
distribuido inmediatamente en las redes sociales 
(twitter, Facebook, etc.). La brutalidad y la opre-
sión de la policía así como el silencio de medios 
de comunicación masivos provocó a la población 
y en pocas horas una sentada pacífica contra la 
destrucción de los árboles del parque se convir-
tió en una protesta nacional contra el gobierno. 
La multitud de manifestantes coreaba el lema 
“¡Todas partes son Taksim, resistencia en todas 
partes!”, mientras eran sometidos a cañones de 
agua, gas lacrimógeno y espray de pimienta. 

2. https://twitter.com/search?q=%23OccupyGezi&src=hash

https://twitter.com/search?q=%23OccupyGezi&src=hash
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En vista de la ausencia de cobertura por parte 
de los medios de comunicación convencionales, 
el uso de las redes sociales se disparó. Twitter 
fue la plataforma principal para difundir ideas, 
imágenes, e información sin censura y ayudó a 
los manifestantes a asegurar sus posiciones es-
tratégicas en los enfrentamientos con la policía. 
Algunas estadísticas muestran que 2 millones de 
tweets fueron enviados en 8 horas el 31 de Mayo, 
y el 5 de Junio, 14 millones de tweets fueron en-
viados en total. Un graffiti merece especial aten-
ción pues explica la situación y la importancia de 
Twitter como el único medio de comunicación 
sin censura para acceder a la información: “¡La 
revolución no será televisada, sino tweetada!”

En una serie de discursos cada vez más agresi-
vos, el primer ministro Erdogan declaró que sus 
planes de demoler el parque Gezi y reconstruir 
las Barrackas Ottomanas eran inalterables. Sus 
declaraciones ignoraron las demandas de millo-
nes de personas y desvelaron su opinión sobre los 
manifestantes: “Ya hemos tomado una decisión, 
vamos a reconstruir las Barrackas Ottomanas. 
Las palabras de un grupo de ‘capulcu’ son irrele-
vantes y no cambiarán nada.” “Capulcu” signi-
fica “saqueador”, “merodeador”, o “vagabundo” 
en turco, y fue adoptado rápidamente por los 
manifestantes. La palabra “chapular” se usa de 
forma común entre los manifestantes y en las 
redes sociales con el significado de: “luchando 
por tus derechos”.

¿Barrackas Ottomanas para qué?

Mientras el conflicto se va exacerbando, todavía 
existen especulaciones sobre el plan de la cons-
trucción, y el rol que este edificio podría tener 
en Taksim. ¿Cuál sería su función? ¿Cómo con-
tribuiría a la vida urbana de los habitantes de 
Estambul?  Nadie parece tener las respuestas. Lo 
más que se puede decir es que el primer minis-
tro Erdogan todavía está indeciso −no sobre su 
construcción sino sobre su función. A principios 
de año, declaró que los planes de construcción 
contenían una zona residencial y un centro co-
mercial. Después, anunció que Estambul era 
una metrópolis de primera categoría con pocos 
hoteles lujosos, y por ello el edificio nuevo de-

bería ser un hotel, alrededor del cual existirían 
necesariamente tiendas, por ejemplo tiendas de 
alfombras. Recientemente declaró que una parte 
del edificio podría destinarse a alojar un museo 
de la ciudad.   

Los planes para la Plaza Taksim y el parque 
Gezi  sacan a la luz el proceso de apropiación 
de los espacios públicos para fines privados y/o 
comerciales; una tendencia que deriva en gran 
medida del aumento de precios de los inmuebles 
y de la especulación existente en la ciudad. La 
creciente tendencia de mercantilización del espa-
cio público en Estambul ya se había convertido 
a un asunto de contestación económica y social. 
Algunos ejemplos conocidos incluyen el despla-
zamiento de los vecinos del barrio Sulukule, un 
barrio cuyos habitantes eran de origen predomi-
nantemente romaní, situado en la península his-
tórica de Estambul, se presentó como una acción 
que formaba parte del programa de renovación 
urbana (Robins, 2011); la reubicación y reorga-
nización de los mercados semanales al aire libre en 
un discurso que promovía “la ciudad higiénica” 
(Eder Oz, 2012); y la demolición del cine-teatro 
histórico Emek como parte de la construcción de 

Exposición del mapa de conflictos ambientales en 
el parque Gezi (Autor: Serkan Kaptan)
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un centro comercial (The Guardian, Abril 20133). 
Lo cierto es que el cercado de los bienes comunes 
urbanos cristalizó aún más como conflicto en el 
caso del parque Gezi. La firme opinión general 
de los ciudadanos de Estambul es que la ciudad 
no necesita otro centro comercial ni un hotel de 
lujo, sino un espacio verde público del que poder 
disfrutar todos juntos sin exclusión social alguna. 

Mientras el Primer Ministro Erdogan decía 
que las manifestaciones no podrían terminar con 
los planes de la construcción en el parque, la red 
“Solidaridad Taksim” publicó estas demandas y 
solicitó los siguientes actos del gobierno4:
•	 El parque Gezi debe seguir siendo un parque. 

Una declaración oficial debe anunciar que el 
parque no será convertido en ‘Barracas’ y que 
todos los proyectos sobre la construcción en el 
parque serán cancelados. 

•	 Los jefes de policía y los gobernantes respon-
sables de la ciudad y cualquier persona que 
habría ordenado, ejecutado o implementado 
tácticas de represión violenta deberán dimitir. 

•	 El uso del gas lacrimógeno y de materiales si-
milares debe prohibirse. 

•	 Los ciudadanos detenidos deberán ser puestos 
en libertad inmediatamente. 

•	 Las prohibiciones de celebrar reuniones, mani-
festaciones o concentraciones y los obstáculos 
de facto en las plazas y áreas públicas en el 
país −empezando por la plaza Taksim y Kizilay 
(Ankara) como área de manifestación el 1 de 
Mayo− deben ser eliminados; y los obstáculos 
a la libertad de expresión deben suprimirse.

3. http://www.guardian.co.uk/world/2013/apr/15/turkey- 
historic-emek-theatre-final-curtain
4. http://www.whatishappeninginistanbul.com/wp-content/upl
oads/2013/06/980359_510511165665262_1176156082_o.jpg

Justicia ambiental por los 
manifestantes del parque Gezi

Las demandas de los manifestantes del parque 
Gezi parecen ser muy directas y estar de acuerdo 
con el movimiento global de justicia ambiental. 
En primer lugar, la gente demanda el derecho a 
la conservación ambiental y preservación de la 
integridad cultural. Se trata de un parque públi-
co y una plaza histórica, importantes para la gen-
te no solo por los árboles, sino también por su 
pasado social y político. Como Caglar Keyder5 
señala, la plaza ha sido un lugar simbólico de las 
aspiraciones occidentales de Turquía, con las ce-
remonias oficiales y manifestaciones, incluyendo 
el 1 de Mayo (May Day), que tuvo lugar ahí.

En segundo lugar, los ciudadanos quieren re-
conocimiento y respeto a sus diversidades, a sus 
experiencias de vida urbana y a sus expectativas. 
El gobierno se ha mostrado reticente a admitir 
la pluralidad de necesidades y preferencias en el 
país, y como Elif Safak6 anota, varias voces críti-
cas han sido marginadas, y la autocensura no ha 
sido algo infrecuente. 

En tercer lugar, la gente del parque Gezi pide 
el derecho a participar en la toma de decisiones 
especialmente en relación con el desarrollo local 
y el medio ambiente. En el caso del parque Gezi, 
el gobierno impuso un plan que incluyó la plaza 
Taksim y el parque Gezi −espacios públicos en la 
mente de millones de ciudadanos− sin abrir an-
tes un debate público. El problema no era solo la 
falta de consulta pública, sino también la ausen-
cia de participación en la toma de decisiones y de 
transparencia en los procesos y planes. Mientras 
estas demandas de justicia no eran algo nuevo en 
Turquía, la unificación y el uso de los antiguos y 
nuevos métodos de protesta para el activismo sí 
lo eran. La multitud marchando hacia al centro 
incluyó a muchos estudiantes jóvenes, miembros 
de clases media y obrera, y mujeres. Algunas 
personas se llamaron revolucionarios de media 
jornada, porque salieron a las calles después de 
terminar el horario del día laboral.

Los métodos clásicos de las protestas incluye-

5. http://www.lrb.co.uk/blog/2013/06/03/caglar-keyder/
first-person-singular/
6. http://www.guardian.co.uk/world/2013/jun/03/taksim- 
 square-istanbul-turkey-protest

Símbolos de la resistencia (Fuente: blog de EJOLT, 
http://www.ejolt.org/2013/06/turkeys-tree-revo-
lution-part-2-everyday-im-chapulling/)

http://www.guardian.co.uk/world/2013/apr/15/turkey-historic-emek-theatre-final-curtain
http://www.guardian.co.uk/world/2013/apr/15/turkey-historic-emek-theatre-final-curtain
http://www.guardian.co.uk/world/2013/apr/15/turkey-historic-emek-theatre-final-curtain


Re
de

s 
de

 r
es

is
te

nc
ia

109ecologíaPolítica

ron juntarse en las grandes plazas y hacer manifes-
taciones, simultáneamente se hicieron barricadas 
en las calles para impedir que las fuerzas de la 
policía accediesen a la Plaza Taksim. Los enfren-
tamientos con la policía hicieron que las tiendas 
agotaran sus existencias de máscaras de gas y pol-
vo, y de antiácidos en las farmacias, puesto que 
sirven para protegerse de los efectos del gas lacri-
mógeno. Unas mil personas bloquearon el tráfi-
co encima del puente del Bósforo y cruzaron el 
Bósforo y marcharon en dirección a Taksim. Los 
sindicatos decidieron hacer huelga general para 
protestar por los ataques a la población asistente 
al parque Gezi. El activismo judicial también tuvo 
lugar y el Tribunal de Apelación suspendió el pro-
yecto de la construcción en el parque para llevar a 
cabo una investigación más a fondo y la decisión 
definitiva todavía no se ha tomado.

Nuevos medios de protesta conllevaron el uso 
de las redes sociales de formas muy creativas, en 
pocas horas se llevó la manifestación más allá 
del parque, de Estambul y aun de Turquía. El 
uso de la etiqueta ‘capulcu’ por el Primer Mi-
nistro Erdogan inspiró y ayudó a la gente en su 
creatividad. Los activistas disfrutan de un gran 
sentido del humor que se visualiza en los vídeos, 
consignas y graffitis en las paredes7. En el caso 
de censura del gobierno a los medios de comu-
nicación, no pasó mucho tiempo hasta que los 
activistas crearon reportajes “lifestream”8 en-
señando la manifestación y generaron su propia 
página de Tumblr dedicada a las imágenes de 
enfrentamientos con la policía. Subir los vídeos 
y la música a la plataforma de las redes sociales 
reforzó este sentimiento de colaboración y de 
sentimiento compartido entre los manifestantes 
en las calles y frente a sus ordenadores. Cada 
información relevante fue traducida al inglés y 
otros idiomas rápidamente y difundida también 
en los medios internacionales.

La policía turca es famosa por su brutalidad en 
las manifestaciones y en esta ocasión los mani-
festantes estuvieron expuestos a presiones como 
violencia extrema y arrestos. El gobierno  dedicó 
un gran esfuerzo a intimidar a las universidades, 

7. Ver ejemplos en: http://www.buzzfeed.com/lemoustache/25-
examples-of-the-best-street-humour-from-istanbu-b7x9
8. http://www.livestream.com/revoltistanbul

hospitales, grupos comerciales y hoteles que ayu-
daron a los manifestantes y los protegieron del gas 
lacrimógeno y otros ataques químicos. Según el 
informe publicado por La Cámara de Médicos de 
Ankara, 3 personas murieron en las manifestacio-
nes y unos miles han resultado heridos, algunos en 
situación crítica. Docenas fueron detenidos por  
“incitar revueltas” usando las redes sociales.

¿Quién es mejor ambientalista? 

Resulta interesante, que “la revolución del ár-
bol” ocurriese en un país, donde el discurso 
medioambientalista está dominado por el deseo 
de plantar árboles y la nostalgia de vivir rodeado 
de la naturaleza en la metropolitana Estambul. 
El primer ministro Erdogan declaró ser un fer-
viente ambientalista, al mismo tiempo arremetía 
contra la gente que se manifestó en las centrales 
hidroeléctricas del nordeste de Anatolia y en la 
costa del Mar Negro. Basando sus argumentos 
en el número de árboles plantados, Erdogan de-
claró su punto de vista sobre la ecología otra vez 
durante de los eventos del parque Gezi. Declaró 
su simpatía con las personas que quieren prote-
ger a los árboles con estas frases: “Durante del 
gobierno del Partido Justicia y Desarrollo en la 
última década hemos plantado casi 2,5 billones 
de árboles (luego el número fue corregido por 2,5 
millones) en Turquía. El partido de gobierno lo 
está haciendo muy bien, y rápidamente. Mientras 
haya gente interesada en plantar árboles, no hay 
ningún problema, porque somos ambientalistas.”

No es una sorpresa que el mercado inmobilia-
rio adoptase también un discurso medioambien-
talista. Las agencias inmobiliarias compitieron 
para hacer un lavado de cara verde a sus proyec-
tos, y las primeras páginas de los periódicos te-
nían anuncios como: “Eres de los que no puede 
vivir sin el mar”, “La naturaleza estará al lado de 
tu puerta”, “Nunca habías estado tan cerca de 
la naturaleza”. Resultó muy irónico que cuan-
do la Plaza Taksim fue totalmente cubierta con 
gas lacrimógeno y espray de pimienta y la gente 
llegaba de  en todas partes al parque, uno de 
los más conocidos programas de la TV estaba 
emitiendo un documental sobre pingüinos. El 
programa siguió ininterrumpidamente mientras 

http://www.buzzfeed.com/lemoustache/25-examples-of-the-best-street-humour-from-istanbu-b7x9
http://www.buzzfeed.com/lemoustache/25-examples-of-the-best-street-humour-from-istanbu-b7x9
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una de las protestas más importantes antigobier-
no estaba ocurriendo. 

Las manifestaciones del parque Gezi serán 
una contribución inmensa a la lucha por la justi-
cia ambiental y la sostenibilidad. Esta revolución 
del árbol marcará la diferencia en la cultura de 
manifestaciones en Turquía, porque esta vez la 
población sabe bien que los ma-
nifestantes limpiaban cada día 
el espacio del parque ocupado, 
la plaza y las calles al lado del 
parque de forma pacífica. 

Hoy mismo, 12 de Junio, el 
primer ministro Erdogan sigue 
insistiendo en construir las ba-
rracas. El martes por la mañana 
(11 de Junio) a las siete y media, 
la policía marchó a la Plaza Tak-
sim con cañones de agua anun-
ciando que no iban a tocar el 
parque, pero querían coger solo 
las banderas y pancartas encima 
del AKM (Erdogan los llamó 
“trozos”) y “limpiar” la plaza. De 
repente, un grupo de 30 personas 
atacaron a la policía con cócte-
les Molotov y fuegos artificiales, 
pero la policía parecía reticente a 
prevenir a estas personas. Existen firmes sospechas 
de que este ataque fuese una “escena de teatro” 
para justificar los actos del primer ministro y sus 
argumentos de que los manifestantes eran “ván-
dalos y saqueadores”. La mayoría de los manifes-
tantes estaban sentados y esperaban en el parque 
Gezi desde el primer día. La cadena de humana 
que los manifestantes formaron entre la policía 
y el parque fue atacada por la policía y ningún 
canal de TV lo mostró. Mientras tanto, docenas 
de abogados eran detenidos desde el Palacio de 
Justicia en Estambul por participar en las mani-
festaciones.

Relacionar los conflictos 
ambientales con el metabolismo 
social de Turquía

Uno de los argumentos recientes contra las mani-
festaciones se enfoca hacia los daños económicos. A 

causa de las manifestaciones muchos turistas cance-
laron sus reservas en hoteles y el balance comercial 
cayó rápidamente en los primeros días. El econo-
mista simpatizante del gobierno Yigit Bulut9 hizo 
una estimación en la que el daño económico era de 
casi $1 billón, y preguntó al público: “¿Estáis con-
tentos ahora?” La verdad es que para las gentes de 

Estambul, los árboles del parque 
Gezi: tienen un valor incalculable. 
¿Cuál es entonces el precio de una 
disculpa por parte del gobierno?

Es claramente crucial ubicar 
el incidente del parque Gezi en 
un contexto más amplio. Desde 
los años 90, Turquía había ex-
perimentado un aumento en el 
número de conflictos ambien-
tales. Mientras el tamaño de 
la economía se había más que 
duplicado en las últimas dos dé-
cadas, el nivel de urbanización  
aumentó desde el 60 por ciento 
al 75, y la población aumentó el 
32 por ciento. Todo esto supuso 
una gran presión sobre el eco-
sistema de Turquía, un país con 
reservas naturales y biológicas 
globalmente críticas. La reacción 

de la sociedad civil se había manifestado en los 
movimientos de justicia ambiental a nivel local 
y nacional. Durante las últimas dos décadas, las 
denuncias contra los impactos recientes y poten-
ciales de la extracción de los recursos naturales, 
el cambio en el uso de tierra, la producción de 
energía y contaminación, fueron muy comunes 
e involucraron a comunidades locales desde la 
base, hasta a organizaciones de sociedad civil a 
nivel nacional e internacional. La gente estaba lu-
chando por su sustento, por el derecho democrá-
tico de vivir en un ámbito sano y por el derecho 
de participar en el proceso de tomar decisiones 
sobre los proyectos de energía, minería, agua y 
transformación urbana. Sin embargo, como el 
prominente economista Daron Acemoglu10  ano-

9. http://ekonomi.haber7.com/gundem-veriler/haber/10342 
04-bulut-mutlu-musunuz-1-milyar-dolar-kaybettik
10. http://www.nytimes.com/2013/06/06/opinion/development 
-wont-ensure-democracy-in-turkey.html?pagewanted=all&_
r=2&

Imagen de la campaña 
#occupygezi (Fuente: blog 
de EJOLT, http://www.ejolt.
org/2013/06/turkeys-tree-re-
volution-part-2-every-
day-im-chapulling/)
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ta, el crecimiento estable y rápido del país en la 
última década no había llevado a un nivel de de-
mocracia más alto. Al contrario, este crecimiento 
fue acompañado por la opresión de las demandas 
de justicia y de los derechos democráticos. 

Las economistas de la corriente dominante saben 
que el crecimiento en Turquía se fundamenta en los 
niveles de deuda externa y no se ha caracterizado 
por los estándares de las economías emergentes. Al 
mismo tiempo, nosotros como economistas ecoló-
gicos y ecologistas políticos tenemos que desvelar 
las fuerzas impulsoras que verdaderamente forman 
la base del aumento del número de conflictos am-
bientales y asociarlos al metabolismo social en au-
mento (en energía y materiales) y los indicadores 
ambientales en Turquía. 

Los proyectos gigantes que el primer minis-
tro Erdogan orgullosamente llama “proyectos lo-
cos”, forman una parte de la economía extractiva 
y son percibidos como el método para calmar 
los problemas estructurales de la economía de 
Turquía que tiene un gran déficit en su cuenta 
corriente y necesita ser atractivo para grandes co-
rrientes de capital. Estos proyectos gigantes in-
cluyen un tercer puente encima del Bósforo (que 
va a destruir los últimos bosques de Estambul), 
un tercer aeropuerto en Estambul (que debería 
ser el aeropuerto más grande del mundo), dos 
plantas de energía nuclear, proyectos de grandes 
centrales hidroeléctricas y el establecimiento de 
un canal gigante para conectar el Mar Negro con 
el Mar Mármara.

¿Mirar al futuro? Mapa de 
Injusticias Ambientales en Turquía

Estos proyectos gigantes en combinación con 
otros proyectos más pequeños que son extracti-
vistas (como minería de minerales y materiales de 
construcción, proyectos de pequeñas centrales hi-
droeléctricas, disposición de residuos industriales) 
muestran muy claramente que el patrón de creci-
miento en Turquía se caracteriza por recintos de 
espacios públicos (no solo parques urbanos, sino 
también parques nacionales, bosques, barrios), 
degradación ambiental extensa, y la subordina-
ción de los intereses ambientales a los de los pro-
pietarios de capital nacionales e internacionales.

En este punto, se debe recordar el mapa de 
los conflictos de distribución ecológica en que 
estuvimos involucrados gracias a EJOLT y ser 
más conscientes de su significado. Una versión 
preliminar, que no está completa y una lista de 
los conflictos ambientales en Turquía que cono-
cíamos como el  “Mapa de la Injusticia Ambien-
tal en Turquía” ha llamado mucho la atención. 
Los casos elegidos para incluir en el mapa no 
fueron representativos estadísticamente, sino 
que querían enseñar temas críticos en los conflic-
tos ambientales en Turquía. Nos preguntaron: 
“¿Por qué nuestro conflicto no está en el mapa?”. 
La respuesta es clara: El mapa y nuestra fuerza 
para resistir aumentará cuando tengamos más 
información y entendimiento de los movimien-
tos ambientales de resistencia local y nacional.

A pesar de sus limitaciones, la compilación de 
estos casos ofrecerá un paso básico, pero impor-
tante para informar del debate público en Tur-
quía sobre la distribución de los riesgos, costes 
y beneficios, y los argumentos de las comunida-
des locales expresados en diferentes lenguajes de 
evaluación en el nexo del desarrollo y el medio 
ambiente. En Turquía, las primeras fuentes de 
tensión en todos estos casos parecen ser la pre-
sencia de una ideología “modernista” del esta-
do, y un compromiso indiscutido con el rápido 
crecimiento económico junto con la ausencia 
de un proceso de planificación deliberativa, la 
cultura científica democrática y la prensa libre 
sin censura. 

El reto por el movimiento ambiental en Tur-
quía es unir los movimientos locales entre ellos y 
también al movimiento nacional más dominan-
te capaz llevar una acción robusta y sostenida, 
con el objetivo de transformar estos conflictos 
en fuerzas para la sostenibilidad ambiental. Es-
peramos que este ejercicio de mapa aumente la 
visibilidad de las luchas de justicia ambiental en 
un país como Turquía globalizado y con un cre-
cimiento muy rápido, y que ayude a los activistas 
para establecer redes, compartir conocimientos, 
y acceder a los estudios científicos relevantes para 
ellos y que apoyen sus argumentos.  

¡Con solidaridad y esperanza! 
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La ceguera conceptual ante los 
bienes comunes. 

El creciente interés social por el concepto de «bie-
nes comunes»  se debe en buena parte al trabajo 
de más de treinta años de la politóloga estadouni-
dense Elinor Ostrom (1933-2012) y su «Taller de 
Teoría Política y Análisis de Política Pública» de la 
Universidad de Indiana (Bloomington). Ostrom 
fue la primera mujer que recibió el Premio del 
Banco de Suecia en Ciencias Económicas en me-
moria de Alfred Nobel, el que  compartió en 2009 
con Oliver E. Williamson. En esa ocasión la Real 
Academia de Ciencias de Suecia destacó su obra 
por su análisis de la gobernanza económica, espe-
cialmente de los recursos compartidos. Su focali-
zación en este punto corresponde a un programa 
de investigación más amplio que buscó analizar 
las instituciones, sean de carácter político o de ca-
rácter informal y sus posibles imbricaciones, con 
el fin de aportar a las teorías del desarrollo eco-
nómico. Esta preocupación estuvo fuertemente 
influida por la tradición tocquevilliana, en tanto 
que valoró la provisión de los servicios públicos 
por parte de los propios ciudadanos, y demandó 
al Estado las condiciones necesarias para que la 
ciudadanía pueda realizar dichos esfuerzos.

La obra de Elinor Ostrom se insertó en el mar-
co conceptual de la «Nueva Economía Institu-
cional», que a partir del análsis microeconómico 
puso su foco en aspectos desatendidos por la teo-

ría economía convencional, tales como los costes 
de transacción, el estudio de las reglas del juego, 
los mecanismos de control y mantenimiento de 
los acuerdos sociales. A partir de este enfoque Os-
trom logró conciliar desde una perspectiva econó-
mica los conceptos de eficiencia y sostenibilidad, 
destacando el rol de las instituciones, la necesidad 
de atender a la la variable temporal, los incentivos 
al cambio institucional y los costes de transac-
ción, desde un modelo de racionalidad limitada. 
Superó así una dicotomía tradicional que asigna 
a los bienes privados al ámbito del mercado, de 
acuerdo a los parámetros del orden espontáneo de 
Adam Smith, y por otra parte radica los bienes co-
lectivos al monopolio del «Leviatán» Hobbesiano 
que entiende que el orden social descansa sobre 
la fuerza y no sobre la interacción entre sujetos.

La tesis fundamental de su obra se puede sinte-
tizar en que no existe nadie mejor para gestionar 
sosteniblemente un «recurso de uso común» que 
los propios implicados (1995: 40). Pero para ello 
existen condiciones de posibilidad: disponer de 
los  medios e incentivos para hacerlo, la existencia 
de mecanismos de comunicación necesarios para 
su implicación, y un criterio de justicia basado 
en el reparto equitativo de los costos y beneficios. 
Para comprender la conceptualización propuesta 
por Ostrom es necesario reseñar los aportes de la 
teoría de los bienes públicos desarrollada por Paul 
Samuelson (1954) que los define como aquellos 
bienes que no es viable ni deseable racionar su uso 
y cuyo uso o consumo individual no impide el uso 
o consumo de otros. Como ejemplifica Stiglitz:

El concepto de bienes 
comunes en la obra  
de Elinor Ostrom
Álvaro Ramis Olivos*

* Universitat de València (alrao@alumni.uv.es)
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La defensa nacional es uno de los pocos bienes 
públicos puros que satisface ambas condiciones: 
no es posible ni deseable impedir que se utilicen. 
[...] si el gobierno crea una instalación militar 
que nos protege de los ataques, nos protege a 
todos. Los costes de la defensa nacional apenas 
son afectados cuando nace otro niño o una nue-
va persona emigra a otro lugar. Otro ejemplo son 
los faros. Por un lado es difícil (pero no imposi-
ble) impedir que disfruten de sus beneficios los 
barcos que no contribuyen a financiarlos [...] Es 
importante distinguir entre el coste adicional de 
suministrar un bien del coste marginal que resul-
ta del hecho de que una persona adicional disfru-
te de ese bien. Cuesta más instalar más faros pero 
no cuesta más permitir que un barco adicional 
se guíe por un determinado faro cuando navega 
cerca de él. (Stiglitz, 1998: 125) 

Musgrave (1959) complementó esta clasifica-
ción introduciendo la variable de excluibilidad y 
el concepto de bienes «de mérito». La excluibili-
dad es importante porque describe la posibilidad 
de apartar del uso o consumo de un bien  a quien 
no paga por acceder a ellos. Un bien es «no ex-
cluible» cuando técnicamente, o por razones de 
costo, no se puede impedir que quienes no con-
tribuyan dejen de acceder a él. Esta  clasificación 
no indica necesariamente propiedad estatal o 
privada ya ambos casos los puede proveer el sec-
tor estatal o un actor privado. Buchanan (1965) 
va a matizar la separación tajante entre bienes 
públicos y privados que estableció Samuelson a 
partir de la idea de bienes puros e impuros, que 

van más allá de la simple descripción del régimen 
de propiedad jurídica en que se encuentren ac-
tualmente. La intención de Buchanan fue salvar 
lo que denominó «la increíble distancia estable-
cida por Samuelson entre el bien puramente pri-
vado y el bien puramente público». (Buchanan, 
1964: 1-14) A partir de Buchanan se comenzó a 
hablar de bienes públicos «impuros» como una 
categoría intermedia entre los bienes privados y 
los bienes públicos puros. Pero este esquema solo 
identificó un tipo de bien impuro: los «bienes de 
club» o «de peaje». 

Los bienes comunes y los bienes de club se 
parecen en la medida en que se utilizan o con-
sumen de modo colectivo. Pero se diferencian 
porque los bienes de club incluyen  una cuota o 
peaje de acceso que les hace excluibles de acuer-
do a criterios de mercado. Por eso los bienes de 
club también se llaman «bienes artificialmente 
escasos» y se definen como aquellos que satis-
facen las necesidades a los usuarios gratuita y 
libremente en el momento de uso, pero impli-
cando costos compartidos de entrada. La imagen 
es la de un socio de un club que accede a sus 
servicios ilimitadamente si ha pagado la cuota 
de pertenencia. Existen situaciones en las que la 
exclusión es viable, pero no deseable. 

El modelo de Buchanan complejizó el esque-
ma binario de Samuelson pero al plantear el con-
cepto de «bienes de club» solo logró visibilizar los 
bienes excluibles pero no rivales, pero no atendió 
al caso contrario, a los bienes rivales pero no ex-
cluibles. Elinor Ostrom piensa que estos enfoques 
reflejaban una aporía teórica ya que seccionan la 
realidad económica de una forma maniquea entre 
lo estatal y lo privado,  pero a la vez reducen a 
la  ciudadanía a una serie acotada de roles, ya sea 
como consumidores o como votantes: 

En su clásico ensayo definicional, Paul 
Samuelson (1954) divide los bienes en dos tipos. 
Los bienes privados puros son tanto excluibles 
(individuo A puede ser excluido de consumo de 
bienes privados a menos que pague) y rivales (lo 
que el individuo A consume, nadie más lo puede 
consumir). Los bienes públicos son excluyentes 
(no se puede mantener a los que no han pagado 
por un bien que consuman) y no competitivo (lo 
que consume un individuo no limita el consu-

Elinor Ostrom (Fuente: http://blogs.worldbank.
org/category/tags/elinor-ostrom)



118 ecologíaPolítica

mo de otros). Esta división básica era consisten-
te con una dicotomía del mundo institucional 
entre  los intercambios de propiedades privadas 
en un entorno de mercado y la propiedad estatal 
organizada por una jerarquía pública. La gente 
del mundo fue vista principalmente como con-
sumidores o votantes. (Ostrom, 2009: 410)

Para superar la dicotomía que asigna a los bie-
nes privados al ámbito del mercado, de acuerdo 
a los parámetros del orden espontáneo, y los 
bienes colectivos al monopolio del «Leviatán» 
Ostrom ha desarrollado un enfoque que busca 
poner en escena los bienes comunes mediante el 
examen de la naturaleza y las formas en las que 
se dan directamente en la realidad. El trabajo 
de Ostrom se caracteriza por analizar sistemá-
ticamente una variedad de mecanismos insti-
tucionales orientados a administrar y gestionar 
recursos de uso común. 

Bienes rivales y no excluibles 

La definición de Ostrom atiende a una clasificación 
general de los bienes de acuerdo a dos característi-
cas simultáneas: «excluibilidad» y «rivalidad»:

En el tratamiento clásico de los bienes públi-
cos, Paul A. Samuelson (1954, 387-389) clasifica 
todos los bienes que podrían ser utilizados por los 

seres humanos, ya sea privados puros o públicos 
puros. Samuelson y otros, incluyendo a Musgrave 
(1959), pusieron todo el énfasis en la exclusión. 
Los bienes de los que otros individuos pueden 
ser excluidos fueron considerados bienes privados. 
Cuando los economistas se referían a estos temas, 
se centraron sobre la imposibilidad de exclusión, 
pero más tarde se trasladó hacia una clasificación 
basado en el alto costo de exclusión. Los bienes se 
trataron como si hubiera una sola dimensión. No 
fue sino hasta los estudiosos desarrollaron una do-
ble clasificación de las mercancías que un segundo 
atributo de los bienes fue reconocido plenamente. 
(Hess - Ostrom, 2006: 6)

La rivalidad se refiere a aquellos bienes que 
solo pueden ser consumidos por un número 
acotado de  personas al mismo tiempo. La utili-
zación por parte de una persona o actor econó-
mico resta los bienes disponibles para los demás 
debido a que todos los bienes tienen un «número 
óptimo» de usuarios que pueden compartirlos. 
Se puede debatir respecto al punto en que un 
bien se puede considerar «no rival», consideran-
do como criterio que el costo marginal de masi-
ficación sea nulo o muy bajo. Ostrom propuso 
un esquema que vincula la «rivalidad» como un 
determinante de igual importancia que la «ex-
cluibilidad» en la naturaleza de un bien. Esto 
llevó a una clasificación bidimensional basada 
simultáneamente en dos ejes. De esa forma se 
obtiene un cuadro de cuatro tipos de bienes, 
que permite visibilizar específicamente a los 
bienes comunes, lo que era imposible tanto en 
el esquema de bienes de Samuelson como el de 
Buchanan:

La novedad radica en evidenciar que existe 
una forma colectiva de uso y explotación susten-
table de los campos de pastoreo (y los bienes co-
munales en general) que no está sujeto a la lógica 
de la tragedia de los comunes. Proteger el pastizal 
de Hardin, reconociéndole como bien rival, no 
implica necesariamente recurrir a los derechos 
de propiedad individual o a otros mecanismos 
de excluibilidad que proporciona el mercado. 
Ostrom muestra que las formas de explotación 
ejidal o comunal pueden proporcionar  mecanis-
mos de autogobierno que garantizan equidad en 
el acceso, un control radicalmente democrático, 

Rivalidad  baja    Rivalidad alta

Exclusión 
difícil 

Bienes públicos 
puros 

Puestas de sol
Conocimientos 
acumulados 

Bienes públicos 
impuros o bienes 
comunes
 
Bibliotecas 
Sistemas de 
regadío

Exclusión 
fácil 

Bienes privados 
impuros, 
de club o de peaje

Televisión por 
cable
Guarderías infan-
tiles

Bienes privados 
puros

Ordenadores 
personales
Ropa y alimen-
tación

Fuente: Adaptado de E. Ostrom 2006

Tipología de los bienes
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a la vez que proporcionan protección, y vitali-
dad al recurso compartido. Por lo tanto, ante la 
posibilidad de la sobreexplotación la opción de 
Ostrom es «incrementar las capacidades de los 
participantes para cambiar las reglas coercitivas 
del juego a fin de alcanzar resultados distintos a 
las despiadadas tragedias» (Ostrom, 2011: 44). 
En esa búsqueda tiene importancia identificar 
prácticas concretas que muestren  los «principios 
de diseño» que han permitido a muchas comu-
nidades en todo el mundo alcanzar un alto nivel 
de autonomía para gestionar eficientemente sus 
bienes comunes a través de largos períodos de 
tiempo:   
El hemisferio occidental está ricamente provisto 
de una diversidad de sistemas de recursos natu-
rales que son gestionados por complejos arreglos 
institucionales locales y nacionales. Sin embargo, 
hasta hace poco no se había logrado una cabal 
comprensión de estos arreglos. En México, por 
ejemplo, cerca de 30,000 ejidos y comunidades 
que sirven a alrededor de tres millones de fami-
lias, gestionan el 59 por ciento de la tierra en 
México y dos tercios de las unidades de produc-
ción rural. (Ostrom, 2011: 44) 

Bienes comunes como instituciones 
y recursos de fondo común

Al respecto Schlager y Ostrom  (1992) han lle-
gado a denominar y distinguir cinco formas de 
ejercicio del derecho de propiedad en el ámbito 
de los bienes comunes materiales: acceso, ex-
tracción, manejo, exclusión y alienación. Esta 
diversidad da cuenta de las múltiples posibilida-
des a las que pueden acudir la gestión de bienes 
comunes. Sin embargo, autoorganización en la 
exige una fuerte capacidad de acción colectiva 
y autogestión así como un alto grado de capital 
social en el parte de los interesados: 

Muchas de estas organizaciones pueden ser 
consideradas sólidas o “robustas” en el sentido 
de que las reglas que regulan sus operaciones co-
tidianas, han sido diseñadas y modificadas con el 
tiempo, de acuerdo con un conjunto de reglas de 
opciones colectivas y opciones constitucionales 
(Shepsle, 1989). En otras palabras, estos siste-
mas han sido sostenibles por largos períodos de 

tiempo. La mayoría de los medios ambientes es-
tudiados son complejos e inciertos e interdepen-
dientes, en donde los individuos continuamente 
afrontaban incentivos substanciales para actuar 
en forma oportunista. El problema que abordé 
en mi libro Governing the Commons (1990), fue 
cómo los individuos que utilizan estos sistemas, 
logran sostenerlos durante períodos tan largos de 
tiempo. (Ostrom, 1999)

La ausencia de propiedad individual no im-
plica libre acceso ni falta de regulación ya que 
los bienes comunes pueden ser administrados de 
forma efectiva cuando no son considerados terra 
nullius y se cuenta con un campo de interesados 
que interactúan para mantener la rentabilidad 
sostenible a largo plazo de esos bienes. Ostrom 
muestra cómo diversas sociedades han desarro-
llado mecanismos institucionales, formales o 
informales, legales o arraigados en las costum-
bres, que gestionan eficientemente los bienes co-
munes y evitan su colapso. La clave explicativa 
radica en la ausencia de exclusión. Lo hace al 
plantear el concepto de «Recurso de uso común» 
(RUC) que entiende de la siguiente  forma: «El 
término recurso de uso común alude a un sistema 
de recursos naturales o creados por el hombre, lo 
suficientemente grande como para volver costo-
so (aunque no imposible) excluir a beneficiarios 
potenciales.» (Ostrom, 2011: 77). Es necesario 
entender «grande» en el marco de la escala en la 
que esté situado el recurso. 

Un bien común puede ser pequeño y servir a 
un grupo reducido o puede tener escala comuni-
taria o se pueden extender a nivel internacional. 
Pueden también estar muy acotados y delimita-
dos, pueden ser transfronterizos o sencillamente 
no límites claros (Hess-Ostrom, 2006: 4-5). Esta 
descripción se complementa al introducir la di-
ferencia entre «sistemas de recursos» y «unidades 
de recursos». Ostrom recalca continuamente esta 
distinción: «Para la comprensión de los procesos 
de organización y gobierno de los recursos de 
uso compartido es esencial distinguir entre el 
«sistema de recursos» y el flujo de «unidades de 
recurso» producidas por el sistema, mientras se 
reconoce su interdependencia» (Ostrom, 2011: 
77). Estas categorías establecen la diferencia en-
tre un área de pesca (sistema de recursos) y las 
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toneladas de pescado que se capturan (unidades 
de recurso) o entre un canal de riego (sistema 
de recursos) y los metros cúbicos de agua por 
segundo que se utilizan para el regadío (unidades 
de recurso). 

De esta forma quedan muy claramente diferen-
ciados los «propietarios» del sistema de recursos 
de los «apropiadores» de las unidades de recursos, 
Por ejemplo los irrigadores que extraen unidades 
de recursos de un cauce fluvial o los pastores que 
utilizan un ejido de pastoreo pueden ser legítimos 
apropiadores de unidades de recurso sin ser pro-
pietarios del sistema. De esta forma se muestra 
que las unidades de recursos pueden ser rivales 
(el agua que utilizo al regar no la puede usar otro 
irrigador), pero el sistema de recursos se puede 
utilizar de forma conjunta por muchos apropia-
dores. En el caso de los recursos renovables, esta 
distinción se establece también bajo las categorías 
«acervo», equivalente a «sistema de recursos», y 
«flujo» o «unidades de recursos».

La mayoría de recursos de acervo común son 
lo suficientemente grandes para que varios acto-
res puedan usar simultáneamente el sistema de 
recursos y los esfuerzos para excluir beneficiarios 
potenciales sean costosos. Ejemplos de recursos 
de acervo común incluyen tanto sistemas natu-
rales como sistemas hechos por el hombre, los 
cuales abarcan: cuencas de aguas subterráneas, 
sistemas de riego, bosques, pastizales, computa-
doras servidores, fondos gubernamentales y cor-
porativos y la Internet. Ejemplos de unidades del 
recurso que se derivan de los recursos de acervo 
común incluyen agua, madera, pastos, unidades 
de procesamiento por computadora, bits de in-
formación y asignaciones de presupuesto. (Os-
trom, 2002: 2)

Ostrom distingue además entre los «produc-
tores» de un RUC de los «proveedores». Por 
ejemplo, un gobierno actuando como construc-
tor de una obra pública de regadío puede actuar 
como el proveedor para luego entregar en usu-
fructo ese canal a los irrigadores quienes actuarán 
como productores del mismo, encargándose de 
su administración al mismo tiempo que extraen 
unidades de recurso. Por ello es necesario dife-
renciar claramente entre el «sistema de recursos» 
y  el «régimen jurídico de derechos de propie-

dad» en el cual está situado de forma contingente 
ese sistema. Esto es necesario de establecer ya 
que los sistemas de recursos compartidos cons-
tituyen un tipo de bien económico reconocible  
independientemente de sistema de derechos de 
propiedad en que se encuentren. Por ejemplo, 
existen comunidades indígenas que mantienen 
sus tierras en régimen ejidal aunque el marco 
legal en los años setenta les obligó a inscribir 
sus tierras de manera individual, por lo cual el 
sistema de recursos sigue siendo en los hechos 
un bien común. Los derechos de propiedad en el 
ámbito de los recursos de uso común se pueden 
ejercer de manera diferente y graduada. Se pue-
den  identifican al menos cinco formas distintas 
de derechos de propiedad en este ámbito: acceso, 
extracción, manejo, exclusión y alienación. Es-
tos  derechos, si están bien definidos, se pueden 
ejercer en su totalidad o de forma parcial. Es po-
sible obtener algunos y renunciar a otros, lo que 
permite una modulación y combinación de ellos 
con el fin de garantizar algún objetivo colectivo. 
(Schlager y Ostrom 1992) 

Junto con analizar los casos de administración 
exitosa de un bien comunal Ostrom también se 
va a detener en las experiencias deficientes o cla-
ramente fracasadas. Es el análisis completo del 
fenómeno el que le ha permitido determinar una 
serie de ocho  “principios de diseño” institucio-
nal caracterizados por su carácter resistente, y 
capaz de sostener la administración a largo plazo 
de sistemas de recursos comunes (Ostrom, 2011: 
166-185). Estos principios de Ostrom explican 
que un número considerable de dilemas de ac-
ción colectiva se resuelven con éxito o no lo ha-
gan. (Ostrom, 2000: 154) Se pueden leer por lo 
tanto como variables contextuales que tienden 
mejorar los niveles de cooperación, mientras su 
ausencia la desalienta. En definitiva las aporta-
ciones de Ostrom y su escuela superan los análi-
sis convencionales que se mueven bajo categorías 
binarias que transitan entre lo propio y lo ajeno, 
lo estatal y lo privado, lo de todos y lo de nadie. 
Por lo mismo demuestra que la comprensión de 
los bienes comunes está en estrecha relación con 
los conceptos que se manejen de Estado, y mer-
cado y de las relaciones de poder y posesión en 
las que se participe. 
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Entre los estudiosos de la economía ecológica, de 
la historia ambiental y de la ecología política, el 
nombre de Karl Polanyi (1884-1964) se ha ido 
abriendo paso con mucha fuerza, aunque no con-
tribuyó a las ciencias ambientales en su sentido es-
tricto. Los economistas ortodoxos lo desconocen. 
Los marxistas lo consideraron reformista. 

Karl Polanyi fue un historiador económico y 
social y un antropólogo económico que introdu-
jo la famosa distinción entre sociedades caracte-
rizadas por la reciprocidad, por la redistribución, 
por los mercados periféricos o secundarios (no 
regidas enteramente por las prioridades de los 
mercados) y finalmente sociedad con un sistema 
generalizado de mercado. Esta tipología es útil 
para entender la sucesiva incoporación al mer-
cado de la tierra, de los recursos naturales como 
la madera, el agua para riego o hidroelectricidad 
o los diversos minerales, y también del trabajo 
humano y actualmente de los “servicios ambien-
tales” como esas nuevas mercancías que son la 
captura de carbono o los derechos de aprovecha-
miento de viento que mueve aerogeneradores. El 
proceso está lejos de finalizar. A cada etapa de la 
historia guiada por la expropiación de medios 
comunes de vida para ponerlos en el mercado, 
desposeyendo a sus antiguos usuarios (como 
ocurrió con la expropiación de tierras comunales 
en Gran Bretaña) sigue un periodo de respuesta 
social en contra, a veces revolucionario pero más 
frecuentemente reformista.

Al escribir su gran libro sobre la industrializa-
ción capitalista, La Gran Transformación (publica-
do en 1944) le pareció que se acercaba una época 
de contestación definitiva al capitalismo liberal, 
maltrecho por la crisis de la década de 1930 y 
por la barbarie de la guerra mundial. La social-
democracia crearía sistemas de garantía de dere-
chos sociales y económicos para todos. Incluso en 
Estados Unidos el New Deal de Roosevelt había 
protegido un poco a los más desprotegidos. Karl 
Polanyi, profesor en la Columbia University de 
Nueva York tras años de penalidades en el Reino 
Unido tras su emigración de su Austria y Hungría 
natales en 1933, murió en 1964 en pleno triunfo 
en Europa de la social democracia inspirada por 
Keynes y por Beveridge. No adivinó ni vio el nue-
vo empuje del capitalismo neoliberal de Thatcher 
y de Reagan en parte inspirado en el terreno de las 
ideas por su conciudadano Friedrich von Hayek 
(1899-1992). 

Karl Polanyi se había formado intelectualmente 
en Budapest y en Viena, algunos de sus primeros 
escritos tuvieron por tema el cálculo económico 
en una economía socialista participando del fa-
moso debate iniciado en 1920 por Otto Neurath 
(del lado socialista y también ecologista) contra 
Von Mises y algo más tarde Hayek.

Aunque muy próximo a la actual historia 
ambiental, ecología política y economía ecoló-
gica, Karl Polanyi no hizo cálculos del uso de 
energía y de materiales en  sociedades huma-
nas ni tampoco estudió como tema principal 
la contaminación aunque sí conocía bien los 

Karl Polanyi: historia social  
y antropología económica
Joan Martinez Alier*

* Universitat Autónoma de Barcelona
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daños producidos a la salud y al ambiente por 
la revolución industrial inglesa. En La Gran 
Transformación narra algunos de estos horrores, 
analizando especialmente, como tema principal, 
las instituciones introducidas en Gran Bretaña 
para de alguna manera hacer frente a la extrema 
pobreza de quienes se habían quedado sin acceso 
a tierras y al mismo tiempo no estaban todavía 
incorporados al mercado proletario de trabajo. 
En cierto modo la actual crisis capitalista plan-
tea situaciones similares de las que surgen ideas 
como la renta universal de ciudadanía, en un 
espíritu cercano a Polanyi. 

Una de esas instituciones de finales del siglo 
XVIII y principios del siglo XIX llevaba el nom-
bre de Speenhamland, una aldea inglesa que dio 
nombre a un sistema de apoyo a los pobres dando 
un subsidio a los capitalistas para que los emplea-
ran. Era parte de lo que se llamó las “leyes de po-
bres”, muy criticadas por historiadores liberales, 
y que Polanyi defiende en cierto modo aunque él 
hubiera sin duda preferido que no hubiera existi-
do la política de desposesión y acaparamiento de 
tierra privada que dejó sin recursos a esos pobres. 
En España, las leyes de Largo Caballero en los 
primeros años de la Segunda República obligando 

a los grandes propietarios rurales a cuotas forzosas 
de empleo agrario, reforzando una institución ya 
existente antes, indican una reacción social contra 
los desastres producidos por la mala distribución 
de la propiedad y por el mercado. Lo mismo se 
aplica a las “peonadas” de Felipe González y go-
biernos sucesivos en Andalucía. O a los esque-
mas NREGA en la India rural. Mejor esto que 
nada, aunque en el sur de España lo más apro-
piado hubiera sido una radical reforma agraria. 
Speenhamland y esas otras instituciones parecidas 
mostraban o muestran que el capitalismo liberal 
realmente no funciona o, mejor dicho, que no 
funciona para los pobres a los cuales transfiere 
costos sociales y ambientales. Estos a veces pro-
testan y consiguen algún alivio mientras La Gran 
Transformación hacia el sistema de mercado ge-
neralizado prosigue su avance.

La ciencia económica no debía ser, según Karl 
Polanyi, el estudio de la formación de precios en 
los mercados como en la actual microeconomía 
ni tampoco el cálculo en dinero del Producto 
Interior Bruto y las variaciones en magnitudes 
monetarias como la inversión y el consumo 
como en la actual macroeconomía. La econo-
mía está incrustada, está metida en instituciones 
sociales y también en los ciclos ecológicos. La 
ciencia económica debía ser el estudio sustantivo 
de los modos de vida de las sociedades huma-
nas y de sus formas de intercambio de las cuales 
el mercado era solamente uno de los sistemas 
posibles. En un famoso artículo, “Aristóteles 
descubre la economía”, Karl Polanyi explicó la 
contraposición de Aristóteles en la Política entre 
la verdadera “oikonomia”, el estudio del aprovi-
sionamiento material del oikos y de la polis, y la 
crematística como arte de estudiar los precios en 
los mercados (para si era posible convertirse en 
monopolista y ganar más dinero como lo había 
conseguido en una ocasión Tales de Mileto). La 
crematística no debía triunfar sobre la verdadera 
economía. Esas ideas de Polanyi contra la crema-
tística han sido compartidas por Herman Daly y 
otros economistas ecológicos.

Karl Polanyi estudió como antropólogo econó-
mico, junto con sus colaboradores en Columbia 
University, sociedades basadas en la reciprocidad o 
la redistribución y tal vez con mercados periféricos 
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cuyos precios no afectan las decisiones de produc-
ción. (Para decirlo en lenguaje campesino andino: 
“hay papas para comer en la casa y hay otras papas 
para vender”). Este enfoque estaba influido por el 
antropólogo Marcel Mauss y su Essai sur le Don 
(1923-24, un ensayo sobre los regalos). Mauss 
prestó su nombre en Francia muchos años des-
pués al M.A.U.S.S, el movimiento anti-utilitarista 
en las ciencias sociales, a su vez muy vinculado a 
la corriente por el Decrecimiento con Serge La-
touche y otros autores y activistas conocedores a 
su vez de Karl Polanyi.

En España y América Latina tardó bastante en 
llegar la influencia de Karl Polanyi. Un seguidor 
temprano fue Paco Benet (estudiante anti-fran-
quista, preso y escapado de Cuelgamuros, quien 
murió joven, hermano del novelista Juan Benet). 
Paco Benet fue autor de un ensayo sobre econo-
mía bereber en el impactante libro compilado 
por Karl Polanyi Trade and Market in the Early 
Empires. (La edición en español de este libro es 
de 1976, más de veinte años después de su publi-
cación en inglés, introducida por Joan Martinez 
Alier, Editorial Labor, Barcelona, mientras que 
La Gran Transformación aguardó cuarenta años 
hasta ser publicada en español por una editorial 
alternativa madrileña, La Piqueta, y es ahora un 
libro de venta regular en la edición del Fondo de 
Cultura Económica de México de 1991). 

La influencia en la América andina llegó pri-
mero con los artículos y libros de John Murra, en 
la década de 1970. Este antropólogo e historia-
dor colonial, nacido en Rumania, combatiente 
por la República en la Guerra Civil española, 
había llegado a los Andes con una pregunta de 
investigación nacida en Columbia University 
en el círculo de Karl Polanyi: ¿qué sistemas de 
intercambio existían (¿reciprocidad?, ¿redistribu-
ción?, ¿mercados?)? En esos desniveles de cua-
tro mil metros, ¿qué productos subían y cuáles 
bajaban y cómo se aseguraba esta circulación 
aunque no hubiera mercados? John Murra iba a 
introducir su concepto de “economía vertical”, 
similar al de simbiosis interzonal de Condarco 
Morales, una economía con intercambios pero 
sin mercado generalizado ni antes ni después de 
la conquista europea.

Hay cada dos años conferencias internacionales 
sobre Karl Polanyi y un instituto en Montréal, 
Canadá, guarda su memoria. La última conferen-
cia fue en Buenos Aires, donde se presentó un 
nuevo libro, Textos escogidos de Karl Polanyi, edita-
do por José Luís Coraggio (Universidad Nacional 
General Sarmiento / CLACSO, 2012). Este libro 
explica con razón que las actuales luchas en de-
fensa de las comunidades campesinas e indígenas 
contra el avance del extractivismo capitalista enca-
jan muy bien en la perspectiva de Karl Polanyi. 
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Estamos ante un libro que surge como un ejer-
cicio de política ficción en el Madrid de 2033, 
bajo la influencia de los Fueros y Cartas Pueblas 
medievales. Sobre las ruinas de lo que un día 
fue una ciudad global (Observatorio Metropo-
litano, 2007) y centro de mando de los neocons 
españoles (Carmona, García y Sánchez, 2012) 
se levantó un nuevo orden social. Ello fue po-
sible después de vencer el miedo impuesto por 
los gestores del capital que utilizaban la crisis 
para dar una vuelta de tuerca a la sociedad. Los 
sujetos insurgentes, los desposeídos y aquellos 
que no pudieron ya entrar en el Spanish Dream, 
se articularon en torno a comités de apoyo mu-
tuo y colaboraron en la redacción de una carta 
constitucional del nuevo orden social emergido 
desde abajo: La Carta de los Comunes.

La cuestión de los comunes, más allá de las 
lecturas ideológicamente sesgadas como la de la 
“tragedia de los comunes” de Garrett Hardin, 
ha recobrado interés en los últimos tiempos. Un 
impulso fundamental fue la concesión del pre-
mio Nobel a Elinor Ostrom. Ostrom, además 
de mujer, no solo no era economista, sino que 
encima se dedicaba al estudio de aquello que 
quedaba fuera de la red analítica de la “ciencia 
económica”: los bienes comunes y sus institucio-

La carta de los comunes.  
Para el cuidado de  
lo que de todos es*

Autor: madrilonia.org/Observatorio Metropolitano
Editorial: Traficantes de Sueños
Año: 2011

Crítica del libro: Ivan Murray Mas, geógrafo y profesor de la 
Universitat de les Illes Balears.
e-mail: ivan.murray@uib.cat

* http://www.traficantes.net/index.php/editorial/catalogo/
otras/La-Carta-de-los-Comunes.-Para-el-cuidado-y-disfrute-
de-lo-que-de-todos-es

nes. No es de extrañar entonces que los “sacer-
dotes” de la academia –hombres todos ellos– se 
hayan rasgado las vestiduras ante la concesión del 
Nobel a Ostrom. Una de las obras más conoci-
das de Ostrom es la publicada en 1990 sobre el 
gobierno de los comunes, en la que se centra en 
el estudio de la gestión de los bienes comunes, 
desmontando absolutamente la tesis de Hardin.

La Carta de los Comunes se debe contextualizar 
tanto en relación con la procedencia intelectual de 
sus autores, como con la situación sociopolítica 
en la que surge. En primer lugar, cabe señalar 
que este libro ha sido escrito a varias manos por 
colectivos vinculados a los movimientos sociales 
y con una potente producción intelectual, clara-
mente dirigida a la transformación social. Entre 
los diferentes proyectos en los que se encuadran 
los autores de “La Carta” están el Observatorio 
Metropolitano,1 colectivo de investigación urbana 
militante; el blog Madrilonia,2 ventana de análisis 
sobre la crisis y su incidencia, especialmente en 
Madrid, pero sobre todo de agitación; Traficantes 
de Sueños3 que es algo más que una librería y edi-
torial, aportando útiles para las luchas sociales; y 
finalmente, la Fundación de los Comunes4 desde la 
cual se potencia la transformación social.

En segundo lugar, “La Carta” aparece en un 
contexto de fuerte agitación sociopolítica por el 

1. http://www.observatoriometropolitano.org/ 
2. http://madrilonia.org/ 
3. www.traficantes.net 
4. http://fundaciondeloscomunes.net 

mailto:ivan.murray@uib.cat
http://www.traficantes.net/index.php/editorial/catalogo/otras/La-Carta-de-los-Comunes.-Para-el-cuidado-y-disfrute-de-lo-que-de-todos-es
http://www.traficantes.net/index.php/editorial/catalogo/otras/La-Carta-de-los-Comunes.-Para-el-cuidado-y-disfrute-de-lo-que-de-todos-es
http://www.traficantes.net/index.php/editorial/catalogo/otras/La-Carta-de-los-Comunes.-Para-el-cuidado-y-disfrute-de-lo-que-de-todos-es
http://www.observatoriometropolitano.org/
http://madrilonia.org/
http://www.traficantes.net
http://fundaciondeloscomunes.net
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estallido de la crisis, el profundo impacto social 
provocado por las políticas anticrisis y la explo-
sión del 15M. Bajo la retórica de la crisis se está 
llevando a cabo una profundización del progra-
ma neoliberal y ante la crisis del capital financie-
ro y las políticas neoliberales, en lugar de aban-
donar esa senda, se han aumentado las dosis de 
veneno neoliberal sobre el cuerpo social (López y 
Rodríguez, 2010; Observatorio Metropolitano, 
2011; Observatorio Metropolitano, 2012). 

Las estrategias del poder se articulan sobre 
una nueva ronda de acumulación por despo-
sesión, es decir en el “cercamiento” de esferas 
de la vida que todavía estaban protegidas de la 
mano del mercado capitalista. Tal como Harvey 
(2004) sostiene, una de las principales estrategias 
del capital ha consistido históricamente en una 
persistente acumulación por desposesión, lo que 
podríamos definir como una especie de “acumu-
lación originaria” constante. En este sentido po-
demos apuntar algunos trabajos que trazan la 
transición al capitalismo como una acumulación 
por desposesión violenta que se cebó, no sola-
mente en las tierras comunales, sino también en 

los cuerpos de las mujeres y de todos aquellos 
que fueron masacrados en los “nuevos mundos” 
(Federici, 2010; Williams, 2011). 

En el trabajo de “La Carta” se advierte la in-
fluencia de las nuevas interpretaciones históricas 
realizadas por autores, como las de los miembros 
del Midnight Notes,5 que recuperan algunas de las 
vías “perdidas” de la historia para poder construir 
nuevos proyectos sociales; ya que no se trata de 
inventar la pólvora (Linebaugh, 2013). Además, 
esta obra bebe de múltiples fuentes intelectuales, 
desde las aportaciones de autores próximos a los 
movimientos autónomos (Hardt y Negri, 2011), 
pasando por las de la economía política (Brenner, 
2009) y de la geografía radical (Harvey, 2012). 

En momentos de “explosión del desorden” y 
en un mundo urbanizado, parece evidente que 
las luchas sociales deberán centrarse en los espa-
cios urbanos. Además, la crisis global, es sobre 
todo una crisis de raíz urbana (Harvey, 2012). 
Por ello, los autores del libro entienden que las 
luchas sociales y los proyectos de transformación 
social deberán surgir en dichos espacios. 

5. http://www.midnightnotes.org/ 

15-M en la Plaza del Sol, Madrid (Fuente: http://revolucionobarbarie.wordpress.com/documentos
-de-organizaciones-comunistas/movimiento-anti-imperialista-mai/el-15-m-y-el-esquematismo-
revisionista-mai/ )

http://www.midnightnotes.org/
http://revolucionobarbarie.wordpress.com/documentos-de-organizaciones-comunistas/movimiento-anti-imperialista-mai/el-15-m-y-el-esquematismo-revisionista-mai/
http://revolucionobarbarie.wordpress.com/documentos-de-organizaciones-comunistas/movimiento-anti-imperialista-mai/el-15-m-y-el-esquematismo-revisionista-mai/
http://revolucionobarbarie.wordpress.com/documentos-de-organizaciones-comunistas/movimiento-anti-imperialista-mai/el-15-m-y-el-esquematismo-revisionista-mai/
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Un aspecto destacable de este panfleto es que 
circunscribe la noción de los comunes dentro 
del contexto de las luchas y conflictos sociales, 
rompiendo con ese componente tan bien insta-
lado dentro del cuerpo social, como es la natu-
ralización de la noción de propiedad. Por lo que, 
todos los bienes son susceptibles de ser comunes 
y gestionados colectivamente. Así pues, se hace 
un boquete en la línea de flotación de la sociedad 
capitalista al disparar a la sacralizada propiedad 
privada. No solamente se plantea la resistencia 
social ante el ataque contra los bienes de titu-
laridad pública, con la excusa de la crisis, sino 
que abre el debate sobre la okupación de nuevos 
espacios para su gestión colectiva y la alteración 
de la propiedad. Además, se rompe con plantea-
mientos binarios capital/estado y público/priva-
do, para abordar el procomún, entendido como 
algo más complejo y fundamental para la repro-
ducción social, que ni el estado ni el mercado 
capitalista son capaces de asegurar. La virtud de 
este trabajo es que recupera nociones que hasta 
ahora estaban escondidas bajo llave: revolución 
y comunismo.  
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La situación económica, social i ambiental que 
atraviesa la humanidad actualmente parece no 
tener parangón alguno. No estoy hablando sola-
mente de su crudeza y globalidad, sino también 
del cul-de-sac democrático en el que nos encon-
tramos para afrontar tal crisis. Los mecanismos 
de toma de decisiones de que nos hemos dotado 
hasta ahora han fallado en todos sus niveles y no 
se vislumbra salida al túnel. Estamos afrontando 
un cambio de paradigma en las formas de gober-
nar, aunque algunos se resistan a darse cuenta. 

En este punto de transición en el que nos en-
contramos podemos ver grandes esfuerzos a nivel 
popular para salir de esta miserable situación, 
autoorganizándose y actuando sin pedir permiso. 
El nivel de innovación es excepcional y muchas 
de estas iniciativas ciudadanas serán claves para la 
transformación democrática de lo común. A mi 
juicio, Hardt y Negri se dieron cuenta de tal evo-
lución desde sus inicios y han intentado dar una 
explicación filosófica a través de su trilogía, Impe-
rio,  Multitud, y su último libro Commonwealth.  

Debo aclarar, antes de iniciar un análisis más 
detallado del libro, que no he leído sus dos ante-
cesores y posiblemente la dificultad comprensiva 
haya sido mayor. Aun así, para un libro que pre-
tende relatar sobre el bien común se utiliza un 

Commonwealth.  
El proyecto de una 
revolución del común
Autores: Michael Hardt y Antonio Negri
Editorial: AKAL
Año: 2011
Idioma: Castellano
ISBN: 978-84-460-3230-4
397 pp.
Crítico del libro: Jofre Rodrigo Aribau

lenguaje y una lógica expositiva a veces exaspe-
rante que se sitúa fuera de lo común y no ayuda 
a su propósito. Tampoco ayuda a su proyecto el 
hecho de que el libro tenga copyright y no se 
practique con el ejemplo. En cualquier caso, esta 
crítica no pretende desautorizar a los autores de 
un libro muy ambicioso y con voluntad trans-
formadora, sino alertar a los futuros lectores de 
la dificultad comprensiva.  

Desde mi punto de vista, Commonwealth es 
un intento de analizar “el Poder” y sus relaciones 
a partir del legado de varios filósofos (principal-
mente Spinoza y Foucault) y adaptándola a una 
realidad cambiante, con el objetivo final de iden-
tificar las características éticas y filosóficas de una 
futura sociedad basada en el común, bajo insti-
tuciones y políticas en forma de autogobernanza.

El libro se divide en seis partes, cada una ac-
tuando como un capítulo con un breve interludio 
entre las partes tres y cuatro, que divide el libro 
en dos mitades. Las partes, de manera sintética, 
son: la multitud de los pobres; altermodernidad, 
las luchas por la riqueza común, imperio, más allá 
del capital, y la revolución. La primera mitad del 
libro es una explicación filosófica e histórica de los 
temas, y la segunda mitad es un análisis político y 
económico. El intermezzo, titulado “Una fuerza 
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para combatir el mal”, es una breve mirada a la 
naturaleza humana, y la conclusión es un reflejo 
de las posibilidades de la revolución.

El libro empieza con una fuerte crítica al con-
cepto dominante de república que emergió de 
las revoluciones modernas y que aún perdura, y 
que tiene la propiedad privada (república de la 
propiedad) como fundamento del constitucio-
nalismo liberal. Esto acaba por convertirse en 
una herramienta de contención del poder cons-
tituyente, es decir, de la democracia, y aclaran, 
“lo que lo privado es al capitalismo y lo público 
es al socialismo, lo común es al comunismo”.

Los autores definen el concepto de “multitud” 
como una pluralidad de sujetos singulares que 
no pueden ser representados por una sola perso-
na y que presentan un potencial de autogobierno 
que hasta ahora no se ha desarrollado plenamen-
te. La multitud, por lo tanto, es la más cercana 
en términos marxistas a las “masas”, pero en este 
caso los autores han destacado la singularidad 
de los sujetos, ya que no forman una identidad 
entre ellos, y únicamente son parte de los “po-
bres” (sin propiedad). Los pobres, explican los 
autores, están desempeñando un papel cada vez 
más importante en el corazón de la producción 
capitalista, debido a la globalización y la preca-
rización del trabajo, y se encuentran en el centro 
de cualquier proyecto de transformación revolu-
cionaria. También asignan un  papel central a la 
metrópolis: “La metrópolis es para la multitud lo 
que la fábrica era para la clase obrera industrial”.

Hardt y Negri utilizan el análisis del biopoder 
de Foucault para proponer la base de su proyecto 
ético y político. En base a éste, afirman que el 
núcleo fundamental de la producción biopolítica 
no es la producción de objetos para los sujetos 
si no la producción de la subjetividad misma, 
es decir, “la reproducción constante de una re-
lación social a través de la creación de plusvalía 
por medio de la producción de mercancías”. 
Consecuentemente, se trata de una lucha para 
el control o autonomía de la producción de 
subjetividad y la búsqueda de la libertad. Para 
conseguir tal propósito los autores proponen la 
producción colectiva del común como base de su 
teoría de la revolución. Una revolución también 

basada en el amor y la felicidad, como concluye 
el último capítulo del libro.

Atilio Boron (Boron, 2002) y otros críticos ya 
señalaron la relativamente poca economía polí-
tica, en el sentido científico-social y empírico, 
que contenía “Imperio”, y en qué importante 
medida esa carencia debilitaba toda la inter-
pretación política y las propuestas programáti-
cas prácticas. Esta crítica continúa presente en 
“Commonwealth”, y como destaca David Har-
vey (Harvey, 2012) la falta de especificación de 
las bases materiales de la vida cotidiana de la 
transformación revolucionaria que proponen los 
autores es una grave laguna en el libro.

Aunque los proyectos utópicos siempre han sido 
necesarios en el devenir de la humanidad, también 
es verdad que la distancia con la realidad ha mer-
mado su éxito. Desde mi humilde punto de vista, 
proyectos como el de Hardt y Negri son necesarios 
pero con una base mucho más amplia, multidisci-
plinar y empírica que den argumentos prácticos a 
la “multitud”, ya que corren el riesgo de quedarse 
como meros proyectos de ejercitación intelectual. 
En este sentido, Elinor Ostrom (Ostrom, 1990) 
dio un ejemplo al mundo de cómo desarrollar y 
utilizar la epistemología en un mundo complejo 
e interconectado. En cualquier caso, para aquellos 
interesados en economía política y filosofía política 
esta lectura puede ser sugerente aun teniendo en 
cuenta las limitaciones del proyecto.

Sobre los autores

Antonio Negri es catedrático de doctrina del 
Estado en la Universidad de Padua, ha cola-
borado activamente en los debates y las luchas 
obreras de la izquierda radical italiana durante 
las décadas de 1960 y 1970. Detenido en 1979, 
pasó varios años en la cárcel acusado de diver-
sos cargos, entre ellos asociación ilícita e insu-
rrección contra el Estado, y condenado por su 
participación en dos atentados. Entre sus obras 
cabe destacar: «Descartes político», «L’anomalia 
selvaggia», «Lenta ginestra», «Il potere consti-
tuente», i junto con Michael Hardt, la trilogía 
que conforman «Imperio», «Multitud» y «Com-
monwealth».
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Michael Hardt, es catedrático de literatura y 
profesor de estudios italianos en la Duke Uni-
versity (Carolina del Norte, EEUU). Los escritos 
actuales de Michael Hardt se centran principal-
mente en descifrar diversos aspectos de la glo-
balización a través del estilo de la escritura que 
él define como el eclecticismo -o reunir en un 
solo lugar y conectar las ideas de varios pensa-
dores como Karl Marx, Michel Foucault, Gilles 
Deleuze, etc-. Sus obras más famosas, Imperio 
(2000), Multitud: guerra y democracia en la era 
del imperio (2004) y Commonwealth (2009), 
fueron escritas en colaboración con Antonio Ne-
gri. Michael Hardt es también el autor de Gilles 
Deleuze: un aprendizaje en Filosofía (1993), 
Trabajo de Dioniso: Una crítica de la forma de 
Estado (co-escrito con Antonio Negri, 1994), 
Pensamiento Radical en Italia (coeditado con 
Paolo Virno, 1996) y The Reader Jameson (con 
Kathi Weeks, 2000). 
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Este libro, formado por 73 artículos, trata todos los principales te-
mas relacionados con los bienes comunes. Es un excelente punto de 
referencia en esta temática. 

Esta publicación es la versión inglesa del texto alemán Commons 
–Für eine neue Politik jenseits von Markt und Staat publicado en 2012, 
y financiado por la Fundación Böll. Como no podía ser de otra 
manera su contenido está disponible gratuitamente con una licencia 
Creative Commons Attribution-ShareAlike 3.0.

Agrupados en cinco secciones: los comunes como un nuevo para-
digma; capitalismo, cerramientos y resistencias; “commoning” una 
innovación social para nuestros tiempos; conocimiento comunal para 
el cambio social; y visualizando una política y sistema productivo 
basado en los comunes, el libro ofrece una buena panorámica de los 
elementos más destacados de esta temática.  

The Wealth 
of the Commons. 
A world beyond  
market & state 
Editado por: David Bollier & Silke Helfrich
Año: 2013
Idioma: Inglés
Disponible en: http://wealthofthecommons.org/

Crítica de libro: Equipo técnico de Ecología Política.
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Los bienes comunes
Alternativas al Estado y al mercado

Implicaciones ecológicas y sociales de la gestión de los bienes comunes
	 Conflictos ambientales y bienes comunes

En este número la revista Ecología Política 
analiza la actualidad del concepto de los bienes 
comunes, un tema de creciente interés en el 
ámbito internacional.  

El número incluye artículos en los que se 
aborda el concepto de bienes comunes desde 
diferentes perspectivas, así como se analiza 
cómo la gestión de los bienes comunes se 
relaciona con conflictos tan importantes como 
los recientemente sucedidos en Turquía, los 
procesos de privatización de la pesca, etc.

La revista incluye críticas de libros, webs e 
informes. En total más de 20 artículos sobre la 
temática.

También ponemos a vuestra disposición la web 
de ecología política: www.ecologiapolitica.info 
para poder subscribirse a la revista y acceder 
a la versión electrónica de los contenidos. 
Igualmente tenéis a vuestra diposición 
nuestro twitter @Revista_Eco_Pol y facebook 
https://www.facebook.com/revistaecopol para 
manteneros permanentemente informados 
sobre las principales novedades en el ámbito 
de la ecología política.
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